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Resumen 
 
La investigación se refiere a los derechos a la consulta y consentimiento previo, libre 
e informado que tienen derecho los pueblos indígenas de acuerdo a la Constitución y los 
instrumentos internacionales de derechos humanos. Estos derechos son analizados a la luz del 
caso de bioprospección realizado a la nacionalidad Waorani durante los años 1991 y 1992 
cuando estuvo vigente la concesión petrolera a la empresa petrolera Maxus, sobre el cual se 
desarrollará una estrategia de exigibilidad por tratarse de un leading case. 
Al analizar este caso se desprenden varios conceptos como la bioprospección y los 
efectos que esta produce en los derechos a la consulta y consentimiento, así como a otros 
derechos colectivos como el de identidad cultural. 
El caso se desarrolla dentro de un contexto de falta de políticas del Estado ecuatoriano 
para proteger a los pueblos y nacionalidades indígenas, frente a la implementación de una 
economía política en el territorio amazónico, en la que considera al petróleo como la 
principal fuente de ingresos para el Estado. 
En este contexto los Waorani han sido contactados por misiones religiosas, de 
trabajadores petroleros, y misiones médicas. Estas misiones médicas engañaron a las 
comunidades para extraer los fluidos sanguíneos con la supuesta finalidad de atender las 
necesidades de salud; sin embargo, los Waorani no han recibido ninguna atención y han 
perdido el dominio sobre su patrimonio genético. 
Para reparar y garantizar sus derechos se propone una estrategia de exigibildiad que 
considera la implementación de una estrategia jurídica acompañada de otras estrategias como 
la educativa, comunicacional, social, política y financiera, se presentan las fortalezas y 
debilidades que podría presentar este tipo de litigio, considerando que los derechos colectivos 
han sido vulnerados porque no se consultó ni se logró el consentimiento de la nacionalidad 
bajo los estándares internacionales de derechos humanos. 
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Introducción. 
Esta investigación da respuesta a la pregunta central: ¿Cómo a través de una acción de 
protección se puede generar una interpretación evolutiva de los derechos a la consulta y 
consentimiento para proteger la identidad cultural del pueblo indígena Waorani de manera 
que se transforme en una garantía a su derecho a la autodeterminación frente a los casos de 
bioprospección de su material genético en un contexto de colonización? 
Para responder esta pregunta se partió de un análisis que incorporó el enfoque de 
diversidad cultural a través de la aplicación del principio de interculturalidad, y el enfoque de 
derechos humanos por medio del principio de dignidad y no discriminación. Además, se 
utilizaron fuentes secundarias de investigaciones antropológicas a la nacionalidad Waorani, 
de científicos que conocen sobre la bioprospección y sus efectos y de la doctrina del derecho 
en lo relacionado a la consulta, consentimiento, identidad cultural y autodetermianción como 
derechos de los pueblos indígenas para analizar el caso desde una dimensión 
interdisciplinaria. 
Se contó con la información del expediente administrativo del caso de bioprospección 
de la comunidad Yawempare que se encuentra en conocimiento de la Defensoría del Pueblo 
de Ecuador. Se acopió y procesó información sobre la legislación nacional e internacional 
relacionada a la consulta y consentimiento. Y se privilegió los métodos cualitativos de 
recolección y procesamiento de la información para ubicar el estándar del derecho a la 
consulta y consentimiento previo. 
Esta investigación aborda el problema en tres capítulos. En el primer capítulo se hace 
referencia a los antecedentes y el contexto de colonización al territorio Waorani en el que se 
desarrolla el caso de bioprospección a la comunidad Yawempare. Se hace una aproximación 
a la colonización desde el primer contacto y los actores que intervinieron en este proceso. 
El segundo capítulo se refiere al marco conceptual de la investigación; para lo cual, se 
señalan las situaciones que conllevan las violaciones a la autodeterminación e identidad 
cultural. Luego se desarrolla el enfoque de diversidad cultural en relación a la colonización 
del territorio Waorani, para terminar con el análisis de los efectos de la bioprospección, y el 
contenido esencial de los derechos a la consulta y consentimiento desde una interpretación 
evolutiva de los derechos y en atención al enfoque de diversidad cultural y enfoque de 
derechos. 
En el tercer capítulo se hace referencia a la estrategia jurídica y las estrategias 
complementarias que el litigante debe adoptar para exigir el derecho al consentimiento previo 
9 
 
de la nacionalidad Waorani. En este capítulo se menciona los elementos que se necesitan 
considerar dentro de una estrategia de exigibilidad en este leading case. Se ubican los actores 
sociales y su relación con la nacionalidad Waorani, se ubica la estrategia jurídica de acción 
de protección y los elementos necesarios para su planteamiento. Luego se desarrollan las 
estrategias jurídicas complementarias que coadyuvarán al litigio del caso y se hace referencia 
a las estrategias: educativa, comunicacional, social, política y financiera que son 
complementarias a la estrategia jurídica. 
Finalmente, se llegó a la conclusión de que la acción de protección es idónea para 
plantear el caso de la comunidad Yawempare, puesto que la bioprospección inconsulta y sin 
consentimiento violó los derechos a la identidad cultural y autodeterminación dentro de un 
contexto de colonización. También, se realizan recomendaciones para reparar integralmente 
los derechos de la nacionalidad Waorani y para que el Estado establezca garantías de no 
repetición frente a casos similares. 
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Capítulo primero.  
La nacionalidad Waorani, la bioprospección y su contexto. 
En este capítulo se establecen los hechos del caso de bioprospección del patrimonio 
genético de la comunidad Yawempare a partir de las condiciones en las que la brigada 
médica de la empresa Petrolera Maxus Co. (en adelante ―Maxus‖), realizó el contacto sin dar 
la información sobre la finalidad de la bioprospección. 
Este caso se lo ubica en un contexto histórico, social y económico de colonización del 
territorio Waorani. Para abordar este contexto se parte de las condiciones en las que se 
produjo el contacto con la nacionalidad Waorani con la sociedad nacional; se ubica a los 
actores que generaron la colonización; se ubica el objetivo que persiguieron estos actores al 
implementar una política económica en la Amazonía ecuatoriana para favorecer la extracción 
de recursos naturales no renovables; se ubica los medios de pacificación y civilización 
utilizados para lograr este objetivo, lo cual produjo la anulación de su derecho a la 
autodeterminación por medio de la limitación de su dominio sobre el territorio de los 
Waorani, y repercutió en su derecho a la identidad cultural. 
Para entender estas violaciones a los derechos colectivos es necesario partir de una 
línea base que establezca ciertas características de la nacionalidad Waorani, y posteriormente 
abordar el contexto de economía política que introduce el Estado para colonizar al territorio 
Waorani y civilizar a sus comunidades. 
1.1. Antecedentes del caso de la comunidad Yawempare. 
El caso se refiere al contacto de la brigada médica de Maxus, con la comunidad 
Yawempare en territorio Waorani para realizar una bioprospección con fines diferentes a los 
que se informaron, lo que se constituye en violaciones a los derechos colectivos de la 
comunidad.  
De estos hechos se desprende que la brigada médica no dio la información correcta 
sobre los fines que tenían en mente para realizar la bioprospección. En ese sentido, es 
necesario establecer lo sucedido para luego definir cómo estos hechos constituyen 
violaciones a los derechos colectivos de la nacionalidad Waorani. 
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1.1.1. El contacto de la brigada médica de Maxus con la comunidad Yawempare. 
La brigada médica de la empresa Maxus visitó a la comunidad Yawempare para 
realizar una bioprospección, lo que consiste en obtener los fluidos sanguíneos de algunos 
individuos. Los médicos realizaron esta bioprospección a los individuos de la comunidad con 
la promesa de diagnosticar sus enfermedades y posteriormente, iniciar campañas de 
prevención y asistirles con la medicina adecuada para el tratamiento de sus enfermedades. 
Al respecto, Enquino y Enqueri, miembros de la comunidad Yawempare, 
manifestaron que los médicos eran de la empresa petrolera Maxus. Estos médicos tomaron 
muestras de sangre para analizar sus enfermedades, pero hasta la fecha no conocen los 
resultados.1 
La bioprospección se realizó durante las operaciones de la petrolera Maxus en el 
bloque 16, cerca del lugar donde se encuentra la comunidad Yawempare durante los años 
1990 y 1991. Es de considerar que mediante decreto presidencial firmado por el entonces 
presidente Rodrigo Borja, se estableció que los Waorani tienen un territorio que comprende 
la superficie de 612.560 hectáreas, pero no tienen dominio sobre los recursos naturales no 
renovables que se encuentran en el subsuelo.2 
Además, los médicos de la brigada de Maxus, realizaron la bioprospección durante la 
campaña de inmunización que inició la petrolera como parte de su plan de responsabilidad 
social, sin disponer de mecanismos para garantizar el derecho a la consulta previa, libre e 
informada para obtener su consentimiento. Asimismo, estas brigadas médicas también 
tomaron contacto con otras comunidades Waorani de acuerdo al estudio que realizó la 
Secretaría Nacional de Ciencia e Investigación (en adelante ―SENESCYT‖)3. 
1.1.2. La falta  de información sobre la finalidad de la bioprospección. 
De los hechos también se desprende que la brigada médica informó sobre los fines de 
la bioprospección. Ellos manifestaron que la bioprospección tendría fines médicos: 
diagnosticar las enfermedades que afectaban a la comunidad, prevenir la propagación de 
enfermedades y entregar medicamentos adecuados para el tratamiento de las enfermedades. 
                                                 
1 Enquino y Enqueri brindaron su testimonio a la Defensoría del Pueblo de Ecuador durante la asamblea 
que convocó el presidente de la NAWE Pedro Enquerer. 
2  Ecuador. ―Decreto Ejecutivo 552 de declaratoria de la Zona Intangible tagaeri taromenani‖ en, 
Registro Oficial No. 121 (2 de enero de 1999). Iván Narváez Q. Huaorani: mundos paralelos, mundos 
superpuestos y submundos. En La guerra del fuego. Políticas petroleras y crisis energética en América Latina. 
(Quito: FLACSO, sede Ecuador, Ministerio de Cultura del Ecuador, 2008), 272. 
3 Ver Anexo 7: Informe de la SENESCYT. 
12 
 
Sin embargo, la brigada médica no entregó los resultados del diagnóstico de 
enfermedades, no realizó campañas de prevención ni entregó medicamentos para el 
tratamiento de enfermedades. Incluso, de los testimonios de la comunidad se desprende que 
no conocen los resultados obtenidos de la bioprospección ni han tenido otro contacto con los 
médicos de la brigada de la empresa Maxus.4 
Actualmente se conoce que unas muestras de sangre de individuos Waorani se 
encuentran en posesión del laboratorio del Instituto Coriell para la Investigación Médica (en 
adelante ―Coriell‖ o ―Laboratorio Coriell‖) en Estados Unidos de Norteamérica bajo una sola 
línea celular catalogada como GM11776; incluso se conoce que este laboratorio recibió las 
muestras de la facultad de medicina de la Universidad de Harvard en diciembre de 1991.5 
Además, de esta línea celular se han distribuido siete cultivos celulares y 36 muestras 
de ácido desoxi nucleico (ADN) a instituciones de ocho países: Brasil, Canadá, Alemania, 
India, Italia, Japón, Singapur y Estados Unidos entre 1994 a 2008; y también, ocho 
publicaciones científicas especializadas utilizaron la línea celular indicada.6 
Entonces la finalidad de la bioprospección fue diferente a la que manifestaron los 
médicos de la brigada de Maxus, quienes deliberadamente distribuyeron varias muestras de 
los individuos de las comunidades Waorani, y no les informaron sobre las transacciones que 
se realizaron con su ADN, los resultados obtenidos por los estudios científicos, y los 
beneficios obtenidos por las investigaciones que se produjeron. 
Asimismo, se conoce que Corielltiene muestras de ADN sin el consentimiento de la 
nacionalidad Waorani, menos aún de la comunidad Yawempare, lo cual es considerado por 
los Waorani como atentatorio a su patrimonio genético. A esta conclusión se puede llegar 
porque los miembros de la nacionalidad establecieron una prohibición expresa de extraer 
muestras sanguíneas para resguardar su patrimonio genético.7 
                                                 
4 Defensoría del Pueblo de Ecuador, Dirección Nacional de Protección. Resolución No. 008-DPE-
DINAPROT-48381-2010-EG. (Quito: Defensoría del Pueblo de Ecuador, 08 de mayo de 2012), 5. 
5 Ibíd.,  2, 3. Para mayor información relacionado al caso se puede revisar las resoluciones de la 
Defensoría del Pueblo de Ecuador relacionadas a este caso en los siguientes links: para el recurso de revisión:< 
http://repositorio.dpe.gob.ec/bitstream/39000/666/1/REV-024-DPE-2012.pdf >; para la resolución de la 
Dirección Nacional de Protección: < http://repositorio.dpe.gob.ec/bitstream/39000/696/1/PCA-DGT-008-
2012.pdf >. 
6 Ibíd. 
7 Ibíd., 5. 
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1.2. La colonización del territorio Waorani: primer contacto, el Instituto Lingüístico de 
Verano y la Maxus.  
Los médicos de la empresa Maxus realizaron la bioprospección en un contexto en el 
que el Estado ecuatoriano facilitó y promovió la colonización del territorio Waorani. Esta 
colonización se realizó para implementar una política económica de extracción de los 
recursos naturales no renovables que se encontraban en el subsuelo de la Amazonía, como se 
analizará más adelante. Las estrategias de colonización que se implementaron en este 
contexto, produjeron afectaciones a la identidad cultural de las comunidades indígenas. 
Estas afectaciones a las que me referiré, deben observarse bajo el potencial libre de 
iniciativa cultural al que se refiere Boas; esto es, reconocer que el ser humano tiene una 
capacidad creadora, un potencial libre de iniciativa cultural; por tal motivo, frente a 
condiciones exógenas análogas adversas existen respuestas distintas, sean positivas o 
negativas que son tendientes a asegurar la continuidad de la existencia de la comunidad.8 Esto 
implica que los factores externos no son los que definen la identidad cultural de los Waorani; 
sin embargo, de acuerdo al análisis realizado, se podrá observar cómo estos factores externos 
limitan la capacidad creadora de la nacionalidad porque anulan su derecho a la 
autodeterminación al limitar su dominio sobre el territorio.  
En consecuencia, para entender mejor las afectaciones a la identidad cultural es 
necesario empezar por una línea base sobre la nacionalidad Waorani, la cual se puede obtener 
a través de los estudios que han realizado algunos/as antropólogos que han tenido contacto 
con las comunidades indígenas de esta nacionalidad.  
Luego, abordaré cronológicamente el contacto de la sociedad ecuatoriana con los 
Waorani, que igualmente demostrará cómo inician las afectaciones a la identidad cultural, las 
cuales están ligadas a las dificultades que se presentan porque en el contexto de colonización 
los Waorani pierden su autodeterminación y el vínculo con el territorio. 
Es decir, se mantiene la idea de que el ambiente no es el que genera la cultura porque 
esta depende de la capacidad creadora del ser humano. La cultura puede gravitar, 
modificarse, restringirse u orientarse en cualquier sentido, puesto que el ambiente opera sobre 
comunidades con identidad distintiva propia y con estructura social.9  
Esta perspectiva nos mostrará que el contexto colonizador se constituye en un límite a 
la capacidad creadora de la nacionalidad Waorani al anular su autodeterminación y limitar el 
                                                 
8 Franz Boas. Cuestiones Fundamentales de Antropología Cultural. Trd. Susana W. de Ferdkin. 3ra ed. 
(Buenos Aires: Ediciones Solar y Librería Hachette S.A., 1964), 9. 
9 Franz Boas. Cuestiones Fundamentales de Antropología Cultural, 9, 10. 
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dominio de su territorio. En consecuencia, esta condición es la que provoca el menoscabo a la 
identidad cultural de los Waorani. 
1.2.1. ¿Quiénes son los Waorani? 
Las comunidades Waorani se encuentran presentes en tres provincias del oriente 
ecuatoriano: Sucumbíos, Orellana y Pastaza10. Según el último censo poblacional del año 
2010, tienen una población de 2.416 habitantes, de los cuales 1.175 son mujeres y 1.241 son 
hombres.11 Son cazadores y guerreros. Cultivan pero también son recolectores. Su territorio 
tradicional comprende unos veinte mil kilómetros cuadrados, limitando al norte con el río 
Napo, al sur con el río Curaray, al oeste con la frontera con Perú, y al este con las 
estribaciones andinas.12 
Para definir quiénes son los Waorani me referiré a su identidad cultural, que es lo que 
los hace diferentes a los demás pueblos indígenas del Ecuador. Sin embargo, esta 
aproximación es una tarea compleja, razón por la cual es necesario identificar ciertas 
características culturales generales.13 
En ese sentido, me referiré a su idioma en relación a sus creencias y sus instituciones 
sociales. Estas características generales no son las únicas, pero son las más importantes para 
tener una línea base. En cuanto al idioma Waorani se detalla que es único porque no 
pertenece a otra familia conocida, como lo identificó Catherine Peeke científica del Instituto 
Lingüistico de Verano. Peeke manifiesta que el wao-tededo es un idioma asilado; y que 
además, presenta diferencias en el dialecto dentro de los grupos que viven en los ríos 
Tiracuno, Shiripuno y Tiputini, y al dialecto que hablan los Taromenanis.14  
Rival sostiene que en la actualidad el wao-tededo cambió significativamente por la 
influencia del español. Existen cambios modernos originados en el bilingüismo y en los 
esfuerzos por estandarizar la lengua y crear un sistema escrito.15 
                                                 
10 Para mayor referencia de la localización de estas provincias ver los anexos: Anexo 3: Gráfico 1: 
Mapa de división política del Ecuador; Anexo 4: Gráfico 2: Mapa de la provincia de Orellana; Anexo 5: Gráfico 
3: Mapa de la provincia de Pastaza; y Anexo 6: Gráfico 4: Mapa de la provincia de Sucumbíos. 
11  Instituto Nacional de Estadísticas y Censos, Unidad de Procesamiento Dirección de Estudios 
Analíticos Estadísticos – Galo López, Censo de población y vivienda (CPV-2010), Población que se 
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12  Alex Rivas Toledo y Rommel Lara Ponce. Conservación y Petróleo en la Amazonía Ecuatoriana. 
Un acercamiento al caso huaorani. (Quito: EcoCiencia/Abya-Yala, 2001), 27. 
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15 Laura M. Rival. Transformaciones Huaoranis. Frontera, Cultura y Tensión, 7. 
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Los significados de algunas palabras del wao-tededo nos aproximan a su cosmovisión, 
o forma de ver al mundo; lo cual otorga relevancia al trabajo que realizó el Instituto 
Lingüístico de Verano Traductores de la Biblia Wycliffe S.A., (en adelante ―ILV‖). Waorani 
o waodani significa gente verdadera o seres humanos, y su idioma se llama wao-tededo o 
lengua de la gente. Quienes no son waorani son cowori o extranjeros caníbales que vienen del 
otro lado del río Napo. Son caníbales porque se alimentan de niños Waorani.16 
El significado de estas palabras muestra la decisión de aislamiento de la nacionalidad 
Waorani frente a otros pueblos y nacionalidades, lo cual puede considerarse como parte de su 
cosmovisión. Parecería que se orientan territorialmente y adoptan medidas de protección de 
su territorio y de su población. Esto también se observa en la forma de organización de los 
Waorani que identificó Rival. Las comunidades Waorani conformaron enclaves nómadas y 
autárquicos porque su idioma no está ligado a otro de la zona y porque no crearon relaciones 
de contacto, comercio o intercambio con otras naciones como los Záparo, Shuar y Tukano 
que se encontraban en el Alto Marañón.17 
Las instituciones sociales son importantes también para entender las afectaciones 
culturales provocadas en el contexto de colonización. Las instituciones a las que se hará 
referencia son: sus alianzas sociales a partir de la guerra y su economía. 
Cabodevilla identifica a los Waorani desde la forma de solucionar sus conflictos 
utilizando la guerra; esta característica subsiste especialmente en los veteranos, y marca 
fuertemente su identidad como una nacionalidad tradicionalmente guerrera. El autor 
manifiesta que alrededor del territorio de esta nacionalidad existen muchas víctimas; incluso, 
desde que se fundó Tigüino, continúa siendo el lugar donde surgen los nudos de conflictos, 
incumplimientos y tensiones que como consecuencia ha dejado muchas víctimas dentro de un 
ciclo recurrente de ataque, defensa y represalia.18 
Los conflictos acorralan a esta nacionalidad indígena por ambos lados. Por un lado 
tienen el conflicto que produce la colonización no controlada por el Estado que proviene de 
las empresas petroleras, el turismo, las empresas madereras. Este conflicto exaspera, irrita y 
genera un carácter violento de la nacionalidad indígena. Por el otro lado se encuentran con su 
                                                 
16 Alexandra Almeida, José Proaño. Tigre, águila y waorani. Una sola selva, una sola lucha. La deuda 
ecológica de las transnacionales petroleras con el pueblo waorani y el Parque Nacional Yasuní.(Quito: Acción 
Ecológica, 2008), 23. Laura M. Rival. Transformaciones Huaoranis. Frontera, Cultura y Tensión,  66. 
17 Laura M. Rival. Transformaciones Huaoranis. Frontera, Cultura y Tensión, 66. 
18  Miguel Ángel Cabodevilla, Randy Smith, Alex Rivas. Tiempos de guerra. Waorani contra 
Taromenane. 1ra edición (Quito: Ediciones Abya – Yala, 2004),  26, 27. 
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pasado transformado en uno grupo aislado con deudas de venganza pendientes y amenazas 
entre los distintos clanes de la nacionalidad Waorani.19  
Cabodevilla manifiesta que cada evento de venganza se mantiene en la memoria de los 
ancestros, y al ejecutar la venganza se vuelven héroes. 20  Entonces son un pueblo de 
cazadores, guerreros y como Nemunga, un individuo Waorani manifiesta: ―¿Cómo 
podríamos vivir sin hacer asaltos? ¿Para qué blandir nuestras lanzas si no podemos clavarlas 
en alguien?‖21 
Tienen un sentido de territorialidad, por lo que para proteger su territorio no solo 
acuden a la guerra; también acuden a las alianzas y negociaciones. De este modo, un personal 
de las empresas petroleras, con la anuencia de sus jefes y con unos pocos regalos puede 
cambiar el signo de las relaciones indígenas en una determinada zonal del territorio, y puede 
cambiar el control del territorio. Estos mecanismos están al alcance de cualquier persona, 
turista, maderero, colono, en un contexto de ausencia del Estado.22 
Para Cabodevilla esto puede generar una manipulación externa que cambia el código 
de honor Waorani;23 sin embargo, admite que para los Waorani el territorio no es solo un 
lugar físico, sino algo que se asemeja al Estado, con dominio absoluto, donde ellos son los 
que mandan. Entonces, los Waorani imponen las normas de convivencia y las reglas a los 
extranjeros; y además, han aprendido a transigir y negociar algunos derechos con quienes 
consideran como invasores, siempre y cuando les reporte ventajas económicas o de bienestar 
general que se traducen en servicios de salud, alimentación, educación, movilidad. También 
conocen que hay asuntos donde no permiten la injerencia de nadie, frente a lo cual recurren a 
la guerra.24 
En definitiva, para Cabodevilla, los Waorani exploran los límites en sus relaciones con 
las empresas petroleras y llevan sus relaciones hasta donde pueden. Como todo grupo 
humano negocian, presionan, tratan de ganar beneficios; pero el Waorani es sensible al uso 
de la fuerza, aunque también aprecian por tradición, a los ancianos con capacidad 
conciliadora frente a problemas domésticos o de clan. Los ancianos son los que buscan las 
formas de obtener la paz y abrir épocas de fiestas y comunión. También aprecian a la 
organización de la NAWE (Nacionalidad de Waorani Ecuatorianos), reconocen su capacidad 
                                                 
19 Ibíd., 27. 
20 Ibíd., 29. 
21 Ibíd., 47. 
22 Ibíd., 51.  
23 Ibíd., 51.  
24  Milagros Aguirre, Miguel Ángel Cabodevilla. Una tragedia ocultada. Primera edición, (Quito: 
CICAME-FAL, 2013), 75, 76. 
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para conseguir ventajas comunes frente a sus enemigos; pero esta organización pierde fuerza 
cuando se trata de temas particulares al terreno exclusivo del clan.25 
Para profundizar sobre su identidad cultural cabe referirse a su economía, la cual se 
basa en la caza de animales como roedores y monos. Viven en clanes móviles e incógnitos 
que se mueven por la selva oculta. Habitan y cazan por las cuencas de los ríos Yasuní, 
Nashiño, Cononaco, Shiripuno y otros26. 
Su economía se caracteriza por ser compartida. Tienen una residencia común en la 
maloca donde viven juntos, alimentan al otro, comen lo mismo, duermen juntos y si alguno 
se enferma, todos cumplen las mismas prohibiciones alimenticias para ayudar al enfermo/a a 
recuperarse. Se observa en esta forma de vida que es más importante la presencia física que 
los lazos genealógicos.27 
También son forrajeros, se dedican a la recolección de plantas en la selva. Cultivan la 
yuca y plátano de forma esporádica para preparar las bebidas ceremoniales, y han contribuido 
a la creación de una selva antropogénica mediante modificaciones marginales al dejar 
montones de semillas de frutas cuando se movían de un campamento a otro o al cambiar su 
sitio de vivienda. Por esta razón, Laura Rival considera que a los Waorani se les debe el 
legado de la presencia de la palma de chonta en la selva.28 
Cabodevilla considera que es muy poco lo que se conoce de los Waorani porque el 
Estado no ha generado ninguna acción desde un punto de vista académico para conocer 
adecuadamente a estos grupos humanos. Según este autor, el Estado debería brindarles 
protección como si se tratara de un talismán antropológico y cultural.29 
También es necesario considerar que para abordar las problemáticas que afectan a este 
colectivo debe considerarse que tienen una tradición oral. Esto implica la existencia de 
dificultades para obtener la información de los individuos, puesto que cada narrador dice las 
cosas con adornos de acuerdo a su imagen y semejanza, aún cuando conozca muy bien lo que 
está informando. Por esta razón, Cabodevilla sostiene que es muy importante escuchar 
muchos testimonios, cernir las narraciones cuidadosamente, sistematizar la información, 
preguntar las inquietudes a los más sabios, insistir repetidamente e hilar muy fino para lograr 
una mejor aproximación a la verdad dentro de una investigación.30 
                                                 
25 Ibíd., 76, 77. 
26 Ibíd., 36. 
27 Laura M. Rival. Transformaciones Huaoranis. Frontera, Cultura y Tensión, 132, 133. 
28 Ibíd., 60, 65, 66, 70. 
29  Miguel Ángel Cabodevilla, Randy Smith, Alex Rivas. Tiempos de guerra. Waorani contra 
Taromenane, 24, 26. 
30 Ibíd., 34. 
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1.2.2. El primer contacto de Dayuma con el Instituto Lingüístico de Verano. 
Los/as misioneros/as evangélicos iniciaron los primeros contactos pacíficos con los 
Waorani desde la década de los años cincuenta. El primer intento de contacto conocido es el 
que realizaron cinco misioneros evangélicos en 1956.31 Previo a estos contactos se conocía 
muy poco de las comunidades Waorani; los habitantes amazónicos les temían porque 
conocían que eran guerreros, y la sociedad ecuatoriana los denominada aushiris, avijirias o 
aucas, siendo que este último es un vocablo que proviene del kichwa y que sirve para 
etiquetarlos como salvajes, feroces y sanguinarios.32 
En 1958 se produjo lo que se denomina el primer contacto pacífico con los Waorani, 
cuando Dayuma, Huiñami, Uminia y otras del subgrupo familiar Waorani Care – Caento, 
perteneciente al grupo parental de Guikita salieron de su comunidad a la hacienda Ila de 
Carlos Sevilla al escapar de la guerra intertribal. En este encuentro, Dayuma conoció a 
Raquel Saint y Elizabeth Elliot, misioneras del ILV, y se produjo el primer intercambio 
cultural. Este contacto permitió a los/as evangélicos conocer más a los Waorani e incluso, 
lograron generar otros contactos con más individuos de las comunidades para obtener datos 
lingüísticos.33 
Así inicia el proceso de civilización a los Waorani para acercarlos a la modernidad, 
con lo cual opera una fuerte aculturación para cambiar a la etnia de un Waorani salvaje a un 
Waorani civilizado, al igual que se realizó con otros pueblos y nacionalidades indígenas de la 
Amazonía ecuatoriana.34 
1.2.3. El protectorado del ILV, primera limitación a la autodeterminación y territorio 
Waorani. 
En el mismo año que las misioneras del ILV contactaron a Dayuma, establecieron un 
protectorado Waorani en Tigüino con anuencia del Estado ecuatoriano para evangelizar a las 
comunidades indígenas. Esta acción significó un fenómeno de cambio cultural para los 
Waorani porque consistía en una reubicación drástica a orillas del río, y porque implicaba la 
sedentarización, lo cual cambió su relación con el territorio.35 
                                                 
31 Alex Rivas Toledo y Rommel Lara Ponce. Conservación y Petróleo en la Amazonía Ecuatoriana. Un 
acercamiento al caso huaorani. (Quito: EcoCiencia/Abya-Yala, 2001), 9, 17, 24. 
32 Alex Rivas Toledo y Rommel Lara Ponce. Conservación y Petróleo en la Amazonía Ecuatoriana. Un 
acercamiento al caso huaorani, 9, 17. 
33 Ibíd., 24, 29, 30. 
34 Ibíd., 18. 
35 Ibíd., 24, 25. 
19 
 
La evangelización se constituyó en la aplicación de un discurso discriminatorio, 
porque consideró que la misión del ILV era civilizar a los incivilizados por medio de un 
cambio cultural; en consecuencia, este proceso de cambio cultural coadyuvó a los intereses 
de empresas petroleras como la Texaco-Golf, que había encontrado petróleo en la Amazonía 
ecuatoriana a fines de 1960 en el norte del territorio Waorani. Entonces, el proceso 
civilizatorio le convenía a la Texaco-Golf porque incluía la reubicación de las comunidades 
Waorani a un protectorado. 
Esto hechos muestran cómo la evangelización se aplicó con la finalidad de que las 
empresas petroleras puedan trabajar sin inconvenientes, mientras los Waoranis eran 
trasladados al protectorado. 36 
Si bien los Waorani continuaron cazando y pescando, cuando empezó el proceso 
civilizatorio incluyeron nuevas tecnologías; además, empezaron a cultivar en las orillas de los 
ríos. Igualmente, solían vivir en clanes y tenían la costumbre de recibir a las visitas con 
comida y chicha, para lo cual pedían permiso para cazar en el territorio visitado si fuese 
necesario. Esta costumbre cambió con la sedentarización, porque cuando llegaban los 
Waorani de otras regiones no tenían comida para brindarles; además, el ILV les prohibió 
beber alcohol, por lo que no se les permitía preparar la chicha. Incluso, la población Waorani 
aumentó y la alimentación no fue suficiente para quienes vivían dentro del protectorado.37 
Dentro de este proceso de evangelización, el ILV introdujo la monogamia a la 
institución social del matrimonio de los Waorani. Este cambio cultural implicó que los 
Waorani no puedan realizar alianzas parentales por medio de los matrimonios, como 
acostumbraban a hacerlo antes de ingresar al protectorado. Igualmente, la guerra entre clanes 
se sancionó y pasó a ser un acto pecaminoso. 38  Entonces, se puede observar cómo se 
introdujo la moral religiosa del ILV en las costumbres de los Waorani. 
Asimismo, en el protectorado se estableció que el ILV sería el proveedor de bienes y 
servicios de los Waorani, lo que implica una relación de dependencia con el ILV; 
posteriormente las empresas petroleras adoptaron el rol de proveedores. Cabe señalar que el 
ILV no se dio cuenta que esta relación de dependencia era insostenible por las consecuencias 
de la sedentarización que influyen en el crecimiento del grupo humano. Debido a este 
                                                 
36 Ibíd., 30, 31, 32. 
37 Ibíd., 25. 
38 Ibíd., 25. 
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crecimiento poblacional, el ILV se vio obligado a desconcentrar el protectorado y diseminar a 
la población Waorani en varias comunidades39. 
La relación de dependencia, la monogamia y la introducción de la moral religiosa del 
ILV limitó la capacidad de los Waorani para negociar y alcanzar alianzas; sin embargo, por 
su misma capacidad creadora, adoptaron otras formas de negociación fundamentadas en la 
relación de dependencia. No obstante, al inicio el ILV gestionó las alianzas de los Waorani, 
constituyéndose en el perfecto interlocutor para alcanzar acuerdos de la nacionalidad 
indígena con otros actores. Un ejemplo de esto fue el Acuerdo de Amistad, Respeto y Apoyo 
Mutuo firmado en Kihuaro entre la Organización Nacional de Waorani y la empresa Maxus 
en el año 1993.40 
Esta es una muestra de la introducción violenta de cambios en la estructura social de 
los Waorani y en sus instituciones sociales por medio de la evangelización y por medio de la 
reducción de su población a un protectorado. Esta idea la refuerza el testimonio de Quimo, 
uno de los primeros Waoranis evangelizados en el protectorado del ILV. Quimo manifiesta 
que ―[…] al vivir en Tihueno, aprendimos las reglas: nada más de matanzas, una sola mujer, 
la comida de los extranjeros.‖41 
El proceso de evangelización cumplió su misión de pacificación con algunas de las 
comunidades Waorani; aunque aún persisten miembros y comunidades Waorani que 
mantienen esta característica de un pueblo tradicionalmente guerrero, como se observa en los 
últimos sucesos de violencia entre Waorani y Taromenane42. 
Las empresas petroleras como Maxus le tomaron la posta al proceso iniciado por el 
ILV. Las empresas petroleras dieron continuidad a este proceso sistemático conducente a la 
violación de los derechos a la autodeterminación, territorio e identidad cultural de los 
Waorani, mediante acciones que produjeron un cambio cultural, asimilación, discriminación, 
y que incluso pueden considerarse como parte de un genocidio cultural o etnocidio, y que 
puede ser el objeto de análisis de un peritaje antropológico. 
Estas acciones que forman parte de la estrategia de colonización adoptada por el 
Estado, fueron las siguientes: i) la conformación de un centro urbano Waorani mediante la 
reubicación de las comunidades en el protectorado en Tigüeno; ii) la disminución de la 
                                                 
39 Ibíd., 25. 
40 Ibíd., 31. 
41Alex Rivas Toledo y Rommel Lara Ponce. Conservación y Petróleo en la Amazonía Ecuatoriana. Un 
acercamiento al caso huaorani, 32. 
42 Para mayor detalle sobre el conflicto entre Waorani y Taromenane se puede revisar el siguiente libro: 
Milagros Aguirre, Miguel Ángel Cabodevilla. Una tragedia ocultada. Primera edición, (Quito: CICAME-FAL, 
2013). 
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autonomía y autodeterminación de los Waorani mediante la prohibición de instituciones 
sociales como la guerra intertribal, la poligamia, realización de ceremonias tradicionales 
como el consumo de la chicha, los cantos y bailes, el uso de la medicina tradicional y 
shamanismo, que afecta el derecho a la identidad cultural; iii) la designación de las parejas 
Waorani que debían casarse, con tendencia a escoger parejas kichwas, lo que anula su 
autodeterminación y afecta su identidad cultural al ser una designación forzada, y puede 
considerarse un genocidio cultural; iv) la adopción de un nuevo esquema de valores sobre los 
bienes materiales mediante la introducción de la economía de mercado, y v) el contagio de 
enfermedades que los Waorani no conocían antes de la colonización, como la poliomelitis, 
que puede considerarse como un etnocidio.43  
En consecuencia, este proceso civilizatorio al que denominaremos como proceso de 
colonización, tiene los fines de apropiación del espacio de la Amazonía, considerado baldío, 
mediante acciones de despojó de sus territorios y anulación de su autodeterminación para 
facilitar la actividad petrolera y la imposición de una economía de mercado, en la que los 
recursos naturales no renovables que se encuentran en el subsuelo del territorio Waorani 
tienen mayor valor que la población Waorani.  
Se observa que el derecho a la autodeterminación de los Waorani se limitó porque se 
les quitó la posibilidad de tomar decisiones sobre su territorio, lo que implica también restar 
la posibilidad de tomar acciones sobre su plan de vida como colectivo de acuerdo a su 
cosmovisión centrada en su identidad cultural. También se limitó su autodeterminación para 
facilitar su traslado a otro territorio sin que medie una consulta y se obtenga su 
consentimiento. 
Sobre estos hechos de colonización, el Estado no ha aportado algún elemento que 
demuestre que facilitó el ejercicio de estos derechos, y que fomentó la autodeterminación de 
la nacionalidad Waorani. 
1.3. Economía Política en la Amazonía ecuatoriana y la intervención del Estado en el 
territorio Waorani. 
El Estado ecuatoriano inició el contacto con la nacionalidad Waorani para generar una 
política de economía de extracción de recursos naturales no renovables en el territorio 
amazónico, y así transformarlo en un territorio económicamente productivo. 
                                                 
43 Alex Rivas Toledo y Rommel Lara Ponce. Conservación y Petróleo en la Amazonía Ecuatoriana. Un 
acercamiento al caso huaorani, 32, 33, 34. 
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Maxus es parte de este contexto de intervención en el territorio Waorani, mediante la 
generación de una estrategia de pacificación para facilitar su trabajo de explotación del 
petrólero en el bloque 16 cerca de la comunidad Yawempare durante los años 1990 y 1991.  
1.3.1. El territorio amazónico como propiedad productiva del Estado. 
Como se mencionó en los acápites anteriores, los cambios en la identidad cultural de 
los Waorani se dieron en un contexto de colonización de misioneros religiosos, empresas 
petroleras, colonos y el Estado ecuatoriano. Los misioneros religiosos, con el Instituto 
Lingüistico de Verano jugaron un rol fundamental para cambiar el sistema económico de los 
Waorani, al crearles dependencia y desarraigarlos de sus territorios con la creación de la zona 
de protección otorgada por el Estado. 
Es así que para la década de los años cincuenta, José María Velasco Ibarra, como 
presidente del Ecuador autorizó el ingreso al Ecuador del Instituto Lingüístico de Verano 
Traductores de la Biblia Wycliffe S.A., (en adelante ―ILV‖) con el objetivo de elaborar 
diccionarios, gramáticas y biblias en lenguas indígenas e implantar la religión evangélica 
entre los pueblos y nacionalidades indígenas.44 
El ingreso del ILV es parte de la política que planteó Velasco Ibarra al considerar a la 
Amazonía como un espacio baldío en el que habitan los salvajes y que debe incorporarse a la 
sociedad ecuatoriana mediante una fuerza civilizadora como el traslado de migrantes para 
colonizar, el esfuerzo de los militares y la presencia de los misioneros.45 Posteriormente, la 
idea del espacio baldío se reafirmó cuando en el gobierno de Rodrigo Borja se firmó el 
decreto para establecer los límites del territorio Waorani, que redujo el tamaño de su territorio 
profundamente, y que además, limitó su dominio al establecer que los recursos naturales que 
se encuentran en el subsuelo son de dominio del Estado ecuatoriano.46 
La política que implementó Velasco Ibarra consideraba a la Amazonía como un 
espacio baldío ocupado por salvajes que debían civilizarse, por lo que para cumplir este 
objetivo, reforzó la colaboración mutua entre el ILV y las empresas petroleras. Al respecto, 
Cabodevilla menciona que 
 
                                                 
44 Ibíd., 28. 
45 Ibíd. 
46  Ecuador. ―Decreto Ejecutivo 552 de declaratoria de la Zona Intangible tagaeri taromenani‖ en, 
Registro Oficial No. 121 (2 de enero de 1999). Iván Narváez Q. Huaorani: mundos paralelos, mundos 
superpuestos y submundos. En La guerra del fuego. Políticas petroleras y crisis energética en América Latina. 
(Quito: FLACSO, sede Ecuador, Ministerio de Cultura del Ecuador, 2008), 272. 
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[…] en la década de los 90, se confirmaría esta relación entre misioneros y petroleras, 
cuando personeros del ILV colaboraron con la compañía Maxus para firmar un ―acuerdo de 
amistad, respeto y apoyo mutuo‖ firmado en Kihuaro en 1993 entre la organización Waorani y 
esta empresa petrolera.47 
  
La finalidad de implementar este proceso, de acuerdo a autores como Rivas Toledo y 
Lara Ponce, es que la etnia no provoque inconvenientes en las actividades de las empresas 
petroleras; entonces, mediante este plan de pacificación y a la vez de evangelización se 
estableció una relación asistencialista, que posteriormente adoptarán las empresas petroleras 
en el territorio Waorani.48 
Esta pacificación ha tenido como resultado la creación de comunidades Waorani 
alrededor de los campos petroleros a lo largo de estos años. 49  Esto implica que por la 
economía política que adoptó el Estado se cooptó manos de obra de los Waorani en las 
empresas petroleras como una forma de socavar la resistencia por la invasión a su territorio. 
En ese sentido, las acciones implementadas se ubican dentro de un proceso de 
desaparición y desintegración de la nacionalidad Waorani, que se acompaña por fenómenos 
como la asimilación cultural, aculturación, transfiguración étnica, etnocidio y deculturación.50 
Este proceso sistemático de desaparición y desintegración de la nacionalidad Waorani 
que inició el ILV, incluía la ruptura y suspensión de algunas instituciones sociales como la 
guerra intertribal, la religión animista, ceremonias religiosas que incluían cantos, bailes y 
consumo de chicha, la poligamia, la medicina tradicional, ritos ancestrales y economía de 
caza y recolección; e imposición de otras instituciones como la religión evangelista 
protestante, la monogamia y la economía de mercado.51 
Se observa entonces que por la economía política del Estado con respecto a la 
Amazonía se produjo una ruptura en la medicina ancestral, lo cual provoca que los colectivos 
desconfíen en sus conocimientos y creen una necesidad en la medicina occidental; razón por 
la cual no existiría una oposición de los individuos Waorani para entregar sus fluidos 
sanguíneos a quienes suponen que les ayudarán a combatir enfermedades desconocidas para 
ellos como la polio. 
                                                 
47 Ibíd., 31. 
48 Ibíd., 26, 31, 32. 
49 Laura M. Rival. Transformaciones Huaoranis. Frontera, Cultura y Tensión, 111. 
50Alex Rivas Toledo y Rommel Lara Ponce. Conservación y Petróleo en la Amazonía Ecuatoriana. Un 
acercamiento al caso huaorani, 18. 
51 Ibíd., 33. 
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Asimismo, como la necesidad del Estado fue económica, no estableció mecanismos de 
prevención de salud para las comunidades Waorani; por este motivo se creó una dependencia 
amplia de las comunidades con las empresas petroleras y con las misiones religiosas. 
Aquí es donde resulta evidente la ausencia del Estado, al no garantizar derechos 
básicos como la salud, agua y educación. Así, esta ausencia permitió a las empresas 
petroleras generar acciones para suplir la falta de Estado en la región amazónica, y 
especialmente en los territorios concesionados. 
1.3.2. La petrolera Maxus y su intervención en el territorio Waorani. 
El caso de la petrolera Maxus es uno de los tantos que han ocurrido en la Amazonía 
ecuatoriana y que han ocasionado graves afectaciones a la identidad cultural de los pueblos y 
nacionalidades indígenas. Maxus trabajó en el bloque 16 cerca de la comunidad Yawempare 
entre los años 1990 y 1991. 
Autores como Narváez explican que los Waorani desconocían las amenazas que 
surgirían de la actividad petrolera; para los indígenas, las empresas llegaban con cosas nuevas 
que les resultaban atractivas que les entregaban como obsequios o servicios.52 Aquí es donde 
se establece la relación de dependencia con las empresas petroleras y empieza a instituirse 
una economía de mercado, que inicialmente pudo verse como trueque. 
En apariencia, existió un acuerdo básico entre los indígenas y las empresas petroleras; 
sin embargo, Narváez resalta que los Waorani no entregaron su consentimiento sin 
condiciones para que realicen la actividad de extracción petrolera dentro de su territorio, 
puesto que no entendían lo que implicaba el desarrollo de estas actividades y las 
consecuencias para su futuro.53 
Asimismo, la presencia de las empresas petroleras significó el aprendizaje del 
concepto de propiedad privada para los Waorani, puesto que en su cosmovisión conocían el 
reparto mutuo de los bienes personales. Al no tener dentro de su cosmovisión la noción de 
propiedad privada, pensaron que podían utilizar los bienes de las empresas petroleras y 
fueron denunciados por asalto o robo a los campamentos petroleros.54 
Por estas situaciones, las empresas y los medios de comunicación empezaron a 
construir un imaginario social de que los indígenas Waoranis eran salvajes por su falta de 
                                                 
52  Iván Narváez Q. Huaorani – Maxus: Poder Étnico vs. Poder Transnacional. (Quito: EDITORA 
PORVENIR, 1996), 38, 39. 
53 Ibíd. 
54 Ibíd., 38. 
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respeto a las leyes sociales. Esto implicó una relación de violencia entre indígenas y 
petroleras. 
Maxus entendió este contexto conflictivo para perfeccionar su plan de desarrollo socio 
económico y cultural con la comunidad Waorani, con lo cual daban por terminada la 
situación tensa con dicha nacionalidad y empezaban a establecer relaciones pacíficas. El plan 
incluía la estrategia de mostrarse como una empresa que cumple y que tiene la capacidad de 
adoptar decisiones consensuadas respecto al desarrollo indígena.55 
Para cumplir su plan reunió a los sectores religiosos, sociales y al mismo Estado para 
organizar los programas relacionados con la salud, educación y desarrollo comunitario. Su 
plan tuvo éxito también por la incapacidad estatal y de otras organizaciones sociales para 
presentar productos concretos a los Waorani. Probablemente por esta razón la nacionalidad 
no objetó este plan aunque no intervenía el Estado ecuatoriano.56 
Las características del plan se centraban en reducir la condición marginal del pueblo 
indígena, su aislamiento físico y carencia de bienes y servicios públicos en el territorio que 
habitan. Por otro lado, se evidencia que este plan se basaba en una concepción de que la 
nacionalidad indígena era un pueblo postrado e ignorante al que había que sacarlo de la 
situación en la que se encontraban para incorporarlos a la economía moderna, dotarle de 
infraestructura de salud, educativa y de otros servicios para que se acomoden en los 
parámetros de la modernidad. 
Para lograr estos objetivos, la empresa Maxus apuntó a una estrategia que se centre en 
una política de autogestión y desarrollo comunitario, con el fin inicial de evitar el 
proteccionismo y dependencia. Acotaron la planificación a tres condiciones de la 
supervivencia de la cultura que son el territorio, la salud y los procesos educativos – 
culturales.57 
En definitiva, aunque el deseo de la empresa fuera evitar el proteccionismo y 
dependencia, el mismo hecho de suspender las instituciones económicas de los Waorani 
implica una afectación grave a su identidad cultural, en el contexto de neutralizar su 
autodeterminación y limitar el dominio de su territorio. Considero que esta planificación 
produjo un tipo de asimilamiento u homologación a la nacionalidad con la sociedad 
occidental. Maxus aprovecha el proceso que iniciaron las misiones religiosas y la ausencia 
                                                 
55 Ibíd., 41, 63. 
56 Ibíd. 
57Ibíd., 66. 
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del Estado que no adoptó verdaderas políticas de protección al territorio e identidad de este 
colectivo. 
Esto se evidencia incluso en el Manual de Procedimientos para el territorio Waorani 
que elaboró la empresa petrolera, en el cual se indica al personal cómo debe proceder ante un 
encuentro imprevisto con un Waorani. De acuerdo a la cita que realiza Alex Rivas Toledo y 
Rommel Lara Ponce, en el capítulo II B, sección 3 del Manual se establece así: 
 
¿Qué hacer en caso de que usted tenga un encuentro imprevisto con un Huaorani?: 1. 
Mantenga la calma. No demuestre miedo ni haga un gesto que pueda parecer agresivo, puede 
pensar que es señal de ataque. 2. Dígales que es su amigo, y mirándole repita la frase: -
Waponi, amigos Huaorani, boto maxus- (Saludos, amigos Huaorani, soy Maxus). 3 recurra a 
un supervisor para que él se encargue de hablar con ellos y resuelva el caso.58 
 
Esto es evidencia de que cualquiera que conocía este procedimiento podía establecer 
contacto con los miembros de las comunidades Waorani, sin que exista un control para evitar 
un contacto forzado. Además, se observa que la empresa Maxus conocía que los Waorani los 
ven como proveedores, y mientras acepten los bienes y servicios que ofertan, la empresa y su 
personal puede transitar libremente por el territorio Waorani y realizar sus actividades 
económicas. 
Las acciones que emprende la empresa Maxus y que limitan el dominio del territorio 
Waorani y la autonomía, afectando la identidad cultural, son realizadas sistemáticamente para 
crear costumbre y dependencia de los Waorani con el modelo económico, porque recurren a 
las compañías para obtener el financiamiento para actividades como la educación, salud, 
transporte o para actividades personales como viajes, fiestas familiares, necesidades de 
comunicación, dinero y otras.59 
En consecuencia, si bien los contactos fueron pacíficos, los Waorani se enfrentaron a 
graves limitaciones a su autodeterminación y al dominio que antes tenían de su territorio, lo 
cual repercutió en su identidad cultural al aparecer fenómenos de asimilación cultural, 
aculturación, transfiguración étnica, deculturación e incluso etnocidio y genocidio cultural. 
En definitiva, el estado Ecuatoriano generó un contexto de colonización del territorio 
Waorani para que forme parte de la sociedad ecuatoriana. El Estado facilitó al ILV y a las 
empresas petroleras el contacto con la nacionalidad Waorani para cumplir su objetivo. Las 
                                                 
58 Alex Rivas Toledo y Rommel Lara Ponce. Conservación y Petróleo en la Amazonía Ecuatoriana. Un 
acercamiento al caso huaorani,  26. 
59 Ibíd., 58. 
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estrategias que adoptaron estos actores dentro del proceso de colonización tuvieron el 
objetivo de civilizar a las comunidades para lograr su pacificación. 
Este proceso civilizatorio produjo cambios profundos en las instituciones sociales de 
los Waorani; sin embargo, su cultura no es estática, por lo que los cambios culturales son 
parte de su capacidad creadora como grupo humano. En este orden de ideas, el proceso 
civilizatorio por sí mismo no implica una violación al derecho a la identidad cultural, puesto 
que para que ocurra una violación es necesario que quien civiliza tenga una relación de 
dominio con el grupo humano a civilizar, lo cual en el presente caso se exterioriza cuando el 
ILV estableció una relación de dependencia y cuando la empresa Maxus tomó la posta en este 
tipo de relación, lo cual debe considerarse como una conducta paternalista y discriminatoria 
como se analizará desde un enfoque de diversidad cultural en el siguiente capítulo. 
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Capítulo segundo. 
La bioprospección sin consentimiento: Marco conceptual y de 
protección. 
En este capítulo me referiré al marco conceptual y de protección del caso de la 
comunidad Yawempare. Los derechos que se consideran aplicables al caso son el de consulta 
y consentimiento previo, identidad cultural y autodeterminación. La argumentación sobre las 
violaciones a estos derechos colectivos se basa en un enfoque de derechos humanos, 
considerando el principio de dignidad para aplicar la interpretación más favorable de los 
derechos, y el enfoque de diversidad, que incluye la aplicación del principio de 
interculturalidad, por lo que lo denominaré como enfoque de diversidad cultural. 
De inicio, desarrollaré una aproximación a los hechos principales que deben 
observarse desde un enfoque diversidad cultural para determinar las distintas violaciones a 
los derechos colectivos en el contexto de colonización al territorio y nacionalidad Waorani 
que implica la aplicación de conductas discriminatorias. Posteriormente, me referiré a la 
bioprospección como conducta discriminatoria, en relación a las violaciones a los derechos a 
la consulta y consentimiento. Para ello, utilizaré una interpretación evolutiva de los derechos 
desde un enfoque de derechos humanos en conexidad con el principio de dignidad.  
En definitiva, las violaciones a los derechos a la consulta y consentimiento están 
conectadas a la anulación de la autodeterminación de la comunidad Yawempare y a la 
afectación a su identidad cultural porque estas violaciones ocurren por el contexto de 
colonización que implementó el Estado ecuatoriano mediante conductas consideradas 
discriminatorias. 
2.1. Entre los derechos al consentimiento previo y a la consulta previa frente a los 
efectos de la bioprospección. 
El caso de la comunidad de Yawempare debe analizarse con un enfoque de derechos 
humanos y de diversidad cultural para entender por qué se considera que el Estado 
ecuatoriano, la empresa Maxus, y el laboratorio Coriell han cometido actos que vulneran los 
derechos colectivos en un contexto de colonización al territorio y a la población Waorani. 
Igualmente, es necesario generar una interpretación evolutiva en relación a la 
violación de derechos a la consulta y consentimiento previo que se producen en la 
bioprospección, puesto que las causales que se encuentran consideradas en el estándar de 
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estos derechos no considera a la bioprospección como una causal en la que se deba garantizar 
la consulta y el consentimiento de los pueblos indígenas; sin embargo, en un contexto de 
colonización a un pueblo o nacionalidad indígena, que ha provocado la anulación o 
afectación de su derecho a la autodeterminación es necesario e imprescindible garantizar el 
ejercicio de estos derechos a la consulta y consentimiento para que ejerzan sin restricciones 
su derecho a la identidad cultural. Si no se garantiza estos derechos, la actitud del Estado 
debe ser considerada como discriminatoria, paternalista y racista, como se expondrá en este 
capítulo. 
 2.1.1. Situaciones que conllevan vulneraciones a la autodeterminación e identidad 
cultural. 
Los sujetos y las situaciones son los siguientes: i) el gobierno ecuatoriano mantiene 
una política de colonización del territorio Waorani mediante el contacto que establecen 
actores como el ILV y las empresas petroleras para facilitar la implementación de una 
política económica tendiente a la extracción de los recursos naturales que se encuentran en el 
subsuelo del territorio Waorani; ii) la empresa petrolera Maxus, y el Ministerio de Salud 
Pública del Ecuador implementaron una política de salud en el territorio Waorani que facilitó 
la bioprospección a la comunidad Yawempare durante los años 1990 y 1991; y iii) los 
médicos que manifestaron ser de la empresa petrolera Maxus establecieron un contacto con la 
comunidad Yawempare para realizar una  bioprospección durante los años 1990 y 1991;  
Cada situación conlleva la violación de los derechos a la autodeterminación e 
identidad cultural en distintos niveles y de manera continuada y sistemática porque el Estado 
no garantizó el ejercicio de los derechos a la consulta y consentimiento previo, y porque el 
Estado facilitó la creación de las condiciones para la vulneración de estos derechos al adoptar 
una conducta paternalista. Para entender los niveles en que ocurren estas vulneraciones es 
necesario analizar cada situación. 
La primera situación se refiere a la colonización del territorio Waorani para facilitar la 
extracción del petróleo. En este contexto el gobierno ecuatoriano genera una política de 
contacto y establece límites al dominio del territorio Waorani.  
En la política de contacto intervienen actores como el ILV, otras misiones religiosas y 
las mismas empresas petroleras que buscan el contacto para la pacificación del colectivo 
indígena. Cada actor estableció estrategias para contactar y pacificar a los Waorani; es decir, 
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sistemáticamente lograron establecer una relación paternalista que influenció en los derechos 
a la autodeterminación e identidad cultural de los Waorani. 
Consecuentemente, el ILV estableció un protectorado en Tigüino para conocer el 
idioma de los Waoranis y evangelizarlos. Este proceso implicó el cambio de la estructura 
social de las comunidades de la siguiente forma: i) hicieron salir a las comunidades Waorani 
de su territorio para vivir en el protectorado, les hicieron sentir que fuera del protectorado 
estaba un mundo salvaje que debían abandonar; ii) una vez que estuvieron en el protectorado, 
los/as misioneros/as del ILV adoctrinaron a los Waorani, quienes asimilaron otras 
instituciones sociales y religiosas y abandonaron sus costumbres consideradas como salvajes; 
y iii) el adoctrinamiento incluyó la generación de una relación de dependencia con el ILV, 
quienes se convirtieron en los únicos proveedores de bienes y servicios para los Waorani, con 
ello, los desarraigaron de su territorio y su economía para adoptar una economía de mercado; 
en consecuencia, aprendieron que vivir en la selva no es una forma adecuada según el 
adoctrinamiento que recibieron del ILV. Incluso, para asegurar el adoctrinamiento, 
impusieron en algunos casos los matrimonios con parejas kichwas, con lo que se aseguraban 
que no vuelvan a las costumbres Waorani porque les hicieron considerar que eran costumbres 
pecaminosas. 
Estas acciones sistemáticas deben considerarse como un proceso de genocidio 
cultural, equiparable al que se desarrolló en Canadá con los pueblos indígenas y que ha sido 
visibilizado mediante la Comisión de la Verdad y Reconciliación elaborado en el año 201560 
y que puede ser objeto de un estudio más profundo desde distintas disciplinas como la 
antropología para visibilizar las afectaciones que se produjeron. 
Esta Comisión considera que el genocidio cultural implica la destrucción de sus 
estructuras y prácticas que permiten a un grupo indígena continuar como grupo por medio de: 
i) acciones dedicadas a la destrucción de las instituciones políticas y sociales del grupo 
objetivo; ii) el sometimiento del territorio; iii) el desplazamiento a la fuerza de las 
poblaciones y iv) la restricción de movimiento de la población61. 
                                                 
60 Truth and Reconciliation Commission of Canada. Honouring the Truth, Reconciling for the Future. 
Summary of the Final Report of the Truth and Reconciliation of Canada. (Canada: Truth and Reconciliation 
Commission of Canada, 2015), 4 - 8. En el caso de Canadá desarrollan la sistematicidad del genocidio cultural, 
que consistió en separar a los/as niños/as indígenas de sus familias para que estudien en los internados e incluso 
arreglar los matrimonios cuando salían del sistema educativo para que no regresen al ambiente de su grupo 
familiar. Esta conducta fue establecida por el gobierno de Canadá y tenía el objetivo de minimizar y debilitar los 
lazos familiares y culturales, así como introducirles a una nueva cultura, que era la cultura europea cristiana 
dominante en la sociedad canadiense. 
61 Truth and Reconciliation Commision of Canada. Honouring the Truth, Reconciling for the Future. 
Summary of the Final Report of the Truth and Reconciliation Commision of Canada, 1. 
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Posteriormente, cuando los Waorani salieron del protectorado porque la vida se volvió 
insostenible por diversos factores, se encontraron con la colonización de su territorio por las 
petroleras. En ese momento se visibilizó la afectación a su derecho a la autodeterminación y 
la identidad cultural que surge por la imposición de límites al dominio sobre el territorio de 
los Waorani, y por la imposición de prácticas culturales distintas a las que practicaban porque 
eran consideradas pecaminosas y el resquebrajamiento de sus instituciones políticas y 
sociales. 
Luego, al retirarse el ILV, las petroleras adoptaron el rol de proveedor para las 
comunidades Waorani con el objetivo de continuar con el sistema paternalista previamente 
establecido. Asimismo, las petroleras generaron sus planes de pacificación desde una visión 
paternalista para que los Waorani no sean un inconveniente para la extracción del petróleo.  
Uno de los planes de pacificación con mayor éxito fue el que estableció la empresa 
petrolera Maxus Estos planes implican mantener la economía de dependencia de las 
comunidades Waoranis, quienes empiezan a vivir alrededor de los campos petroleros para 
obtener los bienes y servicios que antes les daba el ILV. 
Esta estrategia implica menoscabar el derecho a la autodeterminación de la 
nacionalidad Waorani, por cuanto las comunidades no tienen el dominio sobre su territorio y 
no pueden decidir lo que se hace en él. Sin embargo, las comunidades Waorani llegan a 
acuerdos con las empresas petroleras a cambio de recibir bienes y servicios. Esta práctica les 
permite continuar en su territorio, aunque con límites a su dominio y se les permite 
desarrollar sus prácticas culturales, con lo que la nacionalidad logra garantizar su continuidad 
histórica como colectivo indígena. 
Por otro lado, el gobierno crea un decreto ejecutivo por el cual establece el territorio 
Waorani y genera límites al dominio al establecer que su territorio no comprende los recursos 
naturales que se encuentran en el subsuelo. Con este decreto ejecutivo se anula su derecho a 
la autodeterminación al no tener el dominio de su territorio, puesto que esta limitación 
implica que la nacionalidad Waorani no puede establecer otro sistema económico que no 
implique la extracción de los recursos naturales del subsuelo. 
En ese sentido, en esta primera situación se ubica el contexto de colonización del 
territorio Waorani que impulsó el Estado ecuatoriano en la Amazonía. Esta colonización 
provocó la anulación del derecho de los Waorani a la autodeterminación en relación a su 
territorio y menoscaba su derecho a la identidad cultural al presentarse dificultades para 
generar sus prácticas culturales dentro de su territorio; en tal virtud, se obligó a los Waorani a 
llegar a acuerdos para ejercer su derecho a la identidad cultural. 
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La segunda situación que hace parte del contexto del caso, se refiere a la 
implementación de una política de salud en el territorio Waorani durante los años 1990 y 
1991 en que operó la empresa petrolera Maxus La implementación de esta política de salud 
se realizó sin que el gobierno garantice un proceso de consulta y obtenga el consentimiento 
de las comunidades. 
El objetivo de esta política era garantizar la salud de las comunidades Waorani 
afectadas por enfermedades desconocidas para ellos y que fueron producto del contacto 
generado por el Estado ecuatoriano al facilitar el ingreso de las misiones religiosas y las 
empresas petroleras sin ningún mecanismo de protección. 
También debe expresarse que esta política de salud se implementa en un contexto en 
el que los individuos Waorani aceptan las propuestas de las petroleras y del Estado para 
obtener bienes y servicios a cambio de mantener sus prácticas culturales en los territorios que 
les han dejado vivir, como se lo mencionó en la primera situación. 
Finalmente, la tercera situación se refiere a la bioprospección que realizaron los 
médicos que manifestaron ser de la empresa petrolera Maxus. Estos médicos establecieron un 
contacto con la comunidad Yawempare para realizar una bioprospección durante los años 
1990 y 1991. Esta bioprospección se da en el contexto en el que la empresa Maxus 
implementó su plan de pacificación que conllevaba la entrega de bienes y servicios para 
operar en el bloque asignado sin ningún problema. Además, dentro de las indicaciones al 
personal se observa cómo la empresa garantizó su relación con los Waorani, al indicarles a 
los trabajadores que en caso de contacto debían mencionar que son de Maxus para que las 
comunidades no les hagan daño y les permitan transitar por su territorio. 
En ese sentido, la bioprospección ocurre en un contexto en el que el Estado 
ecuatoriano, las empresas petroleras como Maxus y el ILV han generado acciones para anular 
su autodeterminación al afectar su derecho al territorio y han menoscabado su identidad 
cultural al generar una práctica en la que los Waorani llegan a acuerdos con el Estado y las 
empresas petroleras para garantizar su continuidad histórica. 
Igualmente, la afectación a los derechos a la consulta y consentimiento se extiende al 
hecho de que el laboratorio Coriell en Estados Unidos posee y entrega muestras de ADN de 
los Waorani a otras instituciones y laboratorios como a la facultad de medicina de Harvard; lo 
cual también afecta el derecho a la autodeterminación de esta nacionalidad indígena al no 
poder decidir sobre el uso de su patrimonio genético obtenido mediante acciones que también 
implicaron la violación de sus derechos colectivos. 
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En consecuencia, cuando se realizó la bioprospección no se garantizó el derecho a la 
consulta ni al consentimiento; además, el consentimiento individual que la brigada médica 
pudo haber obtenido en el caso concreto debe considerarse que tiene vicios de 
consentimiento, puesto que se lo obtuvo por medio de engaños y no se consideró la 
aplicación de un enfoque de diversidad cultural por el cual era necesario realizar un proceso 
de consulta a la comunidad y que sea esta, de acuerdo a sus costumbres e instituciones, la que 
otorgue el consentimiento. En conclusión, la bioprospección como se la realizó es una 
conducta paternalista y racista como se analizará a continuación. 
2.1.2. Análisis del enfoque de diversidad cultural en relación a la colonización del 
territorio Waorani.  
Para referirnos al enfoque de diversidad cultural es necesario definir primero lo que es 
la discriminación. Para ello, la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación Racial considera en su en su artículo 1.1 que la discriminación 
tiene por objetivo menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos 
humanos y libertades en condiciones de igualdad. Al respecto, la Convención señala: 
 
[…] la expresión ―discriminación racial‖ denotará toda distinción, exclusión, 
restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico 
que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, 
en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las 
esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública. 
 
Frente a la discriminación, la misma Convención establece en su artículo 1.4 las 
medidas especiales que los Estados deben adoptar para asegurar el adecuado progreso de 
ciertos grupos raciales o étnicos o de ciertas personas que requieran de protección para 
garantizarles el disfrute o ejercicio de sus derechos humanos en condiciones de igualdad. Al 
respecto, del mencionado artículo se desprende lo siguiente: 
 
Las medidas especiales adoptadas con el fin exclusivo de asegurar el adecuado 
progreso de ciertos grupos raciales o étnicos o de ciertas personas que requieran la protección 
que pueda ser necesaria con objeto de garantizarles, en condiciones de igualdad, el disfrute o 
ejercicio de los derechos humanos y de las libertades fundamentales no se considerarán como 
medidas de discriminación racial, siempre que no conduzcan, como consecuencia, al 
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mantenimiento de derechos distintos para los diferentes grupos raciales y que no se mantengan 
en vigor después de alcanzados los objetivos para los cuales se tomaron. 62 
 
Bajo estos parámetros los Estados deben garantizar los derechos humanos, y de entre 
ellos, los derechos colectivos, a los pueblos y nacionalidades indígenas, de forma que se 
coadyuve a su progreso y protección en condiciones de igualdad. La Convención refuerza 
esta idea en su artículo 4 que se refiere a las obligaciones de los Estados para combatir el 
racismo. 
Como parte de las obligaciones de los Estados se desprenden las siguientes: 
 
a) Declararán como acto punible conforme a la ley toda difusión de ideas basadas en la 
superioridad o en el odio racial, toda incitación a la discriminación racial, así como todo acto 
de violencia o toda incitación a la discriminación racial, así como todo acto de violencia o 
toda incitación a cometer tales actos contra cualquier raza o grupo de personas de otro color u 
origen étnico, y toda asistencia a las actividades racistas, incluidas su financiación; 
b) Declararán ilegales y prohibirán las organizaciones, así como las actividades 
organizadas de propaganda y toda otra actividad de propaganda, que promuevan la 
discriminación racial e inciten a ella, y reconocerán que la participación en tales 
organizaciones o en tales actividades constituye un delito penado por la ley. 
c) No permitirán que las autoridades ni las instituciones públicas nacionales o locales 
promuevan la discriminación racial o inciten a ella.63 
 
De acuerdo al texto de esta Convención, el Estado tiene el deber de impedir que sus 
instituciones promuevan la discriminación racial o la inciten. Por este motivo, en el caso 
concreto es importante determinar si el Estado tiene responsabilidad por haber incitado a un 
proceso de colonización, y si este proceso de colonización constituye discriminación dirigida 
a los Waorani, para lo cual, la aplicación del enfoque de diversidad cultural es muy 
importante. 
En ese sentido, el enfoque de diversidad cultural implicará que dentro de las 
actuaciones de los Estados adopten acciones para garantizar la inclusión de las personas sin 
importar su diversidad, y que estas acciones vayan más allá de la inclusión, para garantizar el 
                                                 
62 Naciones Unidas, Asamblea General. ―Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las 
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respeto a la diversidad y fomentarlo, evitando en todo momento la homologación a una 
cultura modelo. 
Cuando las instituciones utilizan un enfoque de diversidad, se adaptan a los intereses 
de las personas para alcanzar una etapa más en lo relacionado a la inclusión; en el caso de 
personas indígenas, las instituciones deberían adaptarse a los intereses y  necesidades de estos 
colectivos y no únicamente tratar de incluirlos. Un ejemplo claro es el de la educación, que si 
es únicamente inclusiva no habrá adoptado un enfoque de diversidad, puesto que tiende a la 
homologación de la niñez y no se adapta mejor a los intereses de cada niño y niña según su 
identidad cultural.64 
Este enfoque de diversidad cultural es el que debe aplicarse en las distintas 
instituciones sociales de los Estados pluriculturales para garantizar el diálogo intercultural 
necesario para el ejercicio de los derechos humanos y además, es ―[…] la mejor forma de 
aunar el pluralismo con los valores comunes necesarios y más representativos de igualdad y 
dignidad. Aunándolos será como se dotará a nuestras sociedades de la mejor defensa contra la 
perpetuación de los prejuicios raciales y de la discriminación.‖65 
Entonces, del contexto del caso concreto se desprende que el Estado ecuatoriano dio 
más valor a la extracción del crudo del subsuelo que al respeto a la diversidad cultural de los 
Waorani y su dominio territorial; para lo cual, incentivó y permitió la colonización con varios 
actores; también, denominó a los Waorani como salvajes que tenían que juntarse a la 
sociedad mediante una fuerza civilizadora. Esta actitud del Estado quebrantó su identidad 
cultural y su autodeterminación que como pueblo indígena necesitan para cumplir con su plan 
de vida y como consecuencia, se facilitó el establecimiento de acciones para homologar al 
colectivo al resto de la sociedad ecuatoriana y colonizar su territorio. 
Para comprender mejor el enfoque de diversidad cultural es necesario acudir a lo que 
expresa Judith Salgado. La autora se refiere al enfoque de diversidad o enfoque diferencial, 
que implica la adopción de un nuevo paradigma cultural que revalorice los principios de 
dignidad humana y paridad de los diferentes en un contexto en el que la globalización y la 
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economía de mercado distorsionan el concepto de diversidad al verlo como sinónimo de 
desigualdad, exclusión y discriminación.66 
En ese sentido, se establece una relación entre identidad y diferencia, que implica 
reconocer la existencia de la otredad diferente con los mismos derechos; sin embargo, si la 
relación que se establece con el otro está fuera de la relación identidad y diferencia, esta 
surge en otro nivel que se denomina desigualdad, donde una de las partes es asumida como 
inferior frente a una identidad dominante67. 
En definitiva, la discriminación nace de la relación de desvalorización del otro basado 
en prejuicios, estereotipos sobre una persona o un grupo de personas. Esta discriminación se 
transmite culturalmente en una lógica de dominación por mantener el poder68. Se entiende 
entonces que al denominar como aucas o salvajes a los Waorani se los encasilló en un 
estereotipo o prejuicio por el cual era necesario civilizarlos, siendo esto un ejercicio de poder 
sobre los Waorani. Esto facilitó la entrada del ILV y otras misiones religiosas en el sentido de 
que era necesaria su pacificación; razón por la cual fue una medida discriminatoria, racista 
porque estuvo fundamentada en razones étnicas y de dominio. 
Salgado indica que la discriminación se manifiesta en sexismo, racismo, xenofobia, 
homofobia 69 . Además, la autora ubica tres elementos propios que estructuran la 
discriminación: i) que exista una distinción, exclusión, restricción o preferencia; ii) que estas 
se basen en motivos de raza, etnia, sexo, religión, edad, nacionalidad, opiniones políticas o de 
cualquier índole, idioma, opción sexual, discapacidad visible, condición económica, social y 
cualquier causa o condición; y iii) que el objetivo o resultado sean anular o menoscabar el 
reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos en condiciones de igualdad, en los 
ámbitos políticos, económicos, culturales, civiles, familiares o en cualquier ámbito.70 
Salgado también plantea ciertas características que son parte de los fenómenos de 
discriminación: i) que existan prejuicios o estereotipos transmitidos; ii) que se tenga una idea 
de superioridad de un grupo, por lo general, el que detenta el poder sobre el otro; iii) que 
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exista competencia por el poder; y iv) que se ejerza manipulación, lo que corresponde a 
considerar al sujeto discriminado como un instrumento para lograr un fin superior.71 
En ese sentido, la política de apropiación de la Amazonía tiene que ser analizada bajo 
estos tres elementos que estructuran la discriminación y las características de estos 
fenómenos de discriminación. En el contexto del caso concreto existe una declaración de 
Velasco Ibarra como presidente del Ecuador, quien indica que se necesita una fuerza 
civilizadora para civilizar a los incivilizados. Se observa entonces que existe una distinción 
entre población civilizada y población incivilizada.  
Asimismo, existe una política en la que se da preferencia a las actividades económicas 
de las petroleras y se minimiza a las actividades culturales que realizan los Waorani. Se 
identifica que el Estado prefiere generar ingresos en lugar de proteger el derecho de las 
comunidades Waorani al disfrute pleno de su territorio; en ese sentido, aunque reconoce una 
parte del territorio Waorani, limita su dominio al excluir de su territorio los recursos naturales 
del subsuelo, con un último objetivo de concesionar la explotación de estos recursos a las 
empresas petroleras. 
Las dos políticas se basan en motivos de etnia, al tratarse de los Waorani que deben 
ser civilizados y que no deben manejar los recursos naturales del subsuelo. También existe un 
motivo de condición económica, puesto que la fuerza civilizadora quiere utilizarse para 
incluir a los Waorani en la modernidad para que gocen de una economía de mercado, 
considerando que su modo de vida ancestral es precario. 
Finalmente, estas políticas tuvieron como resultado la anulación y menoscabo de 
derechos colectivos. Así, se anuló su derecho al territorio al no poder utilizarlo de acuerdo a 
sus costumbres, lo cual también anuló su derecho a la autodeterminación. Se menoscabó su 
derecho a la identidad cultural, puesto que las prácticas culturales que realizan están bajo el 
condicionamiento de aceptar acuerdos con las empresas petroleras, lo cual también 
menoscaba su derecho a la autodeterminación. Además de que la colonización fue un proceso 
homologación con tendencia únicamente a la inclusión.  
Asimismo, con el ingreso de las petroleras se anuló su derecho al consentimiento, 
puesto que no hubo procesos de consulta previa, y en los casos que se efectuó un proceso 
similar, el consentimiento estaba viciado puesto que los acuerdos a los que se llegan son en el 
contexto en el que se ha anulado su derecho al goce de su territorio. 
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En ese sentido, la bioprospección realizada en el contexto de implementación de una 
política de salud también debe ser vista como una política discriminatoria. En ese contexto, 
los médicos que realizaron la bioprospección hicieron una distinción a las comunidades 
indígenas por su condición de precariedad para manifestar que están dentro de una campaña 
para diagnosticar las enfermedades de las comunidades y brindar los medicamentos 
necesarios. 
Esta distinción se basó en motivos de etnia y condición económica. Primero, porque 
pertenecen a la nacionalidad Waorani y porque no tienen los recursos económicos para 
acceder a las medicinas o incluso a exámenes médicos, entonces esto facilitaría que den su 
consentimiento en el plano del ejercicio de la salud. 
Sin embargo, esta medida menoscabó el ejercicio de sus derechos colectivos en 
condiciones de igualdad. No se garantizó un proceso de consulta previa para implementar una 
política de salud en las comunidades Waorani, ni se obtuvo su consentimiento para 
implementarla.  
Se debe considerar que a pesar de que hayan realizado procedimientos que pueden 
considerarse como efectivos para garantizar la consulta y consentimiento, existe un vicio de 
consentimiento en los acuerdos para realizar la biorprospección, puesto que con las políticas 
mencionadas anteriormente se anuló su derecho a la autodeterminación al tener que consentir 
cualquier acuerdo para continuar en posesión de sus territorios para que no se amenace su 
derecho a la identidad cultural y continuar generando sus expresiones culturales. 
También, esta política de salud menoscaba su derecho a la autodeterminación al no 
poder recuperar las muestras obtenidas mediante la bioprospección, y no poder ser 
beneficiarios de los réditos que ha supuesto el uso de las mismas al ser parte de su patrimonio 
cultural y biológico. 
Se puede observar que en el contexto del caso se implantó un estereotipo sobre los 
Waorani al considerarlos como salvajes. Este estereotipo se transmitió por los medios de 
comunicación como una verdad, incluso lo manifestó el entonces presidente Velasco Ibarra. 
Esta acción devela una idea de superioridad de la sociedad nacional ecuatoriana frente a los 
Waorani; y también implicaba una estrategia para lograr el dominio, manejo y control del 
territorio de la Amazonía, lo que se traduce en un manejo de poder sobre sus subordinados y 
se traduce en una anulación de la autodeterminación del pueblo indígena. 
Finalmente, vemos en el contexto que el proceso de pacificación iniciado por el ILV y 
las misiones religiosas, y luego continuado por las empresas petroleras se traduce en una 
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manipulación a los Waorani, puesto que consideraron al sujeto discriminado como un 
instrumento para lograr un fin superior, que es la explotación petrolera. 
Sobre este tema Salgado también sostiene que los Estado-nación tienen su fundamento 
en los postulados de la modernidad y construyen sociedades homogenizantes con un modelo 
único de lo humano. En este tipo de Estado-nación el ciudadano o ciudadana están ligados a 
la cultura dominante, sin que tengan cabida la diversidad y particularidades.72  
Esto implica que el modelo de Estado-nación desconoce las sociedades pluriculturales 
y multiétnicas, proclama y defiende un modelo monista que desconoce la pluralidad jurídica 
y social y menoscaba los derechos colectivos de los pueblos indígenas. También se plantea 
que en la práctica, la diversidad es más un sinónimo de desigualdad y exclusión antes que de 
diferencia.73 
En ese sentido, la autora sostiene que  
 
[…] vastos sectores – los indígenas entre estos – no reconocidos como ―civilizados‖ 
por la cultura dominante fueron excluidos del sistema político y se buscó como única 
alternativa de inclusión su ―integración‖ a la ―cultura universal‖. 
[…] La igualdad se confundió con uniformidad, se negaron las diversidades y la 
―integración‖ – léase asimilación – fue la consigna máxima.74 
 
Igualmente, desde los feminismos y los pueblos indígenas surge la construcción de un 
nuevo paradigma cultural que no invisibilice a la mitad de la población al desconocer el 
carácter plural de las sociedades, y al negar las necesidades y aspiraciones de los/as diferentes 
al modelo de lo humano establecido en la modernidad. Este paradigma revaloriza dos 
principios: la diversidad humana y la paridad de los diferentes como crítica al proyecto de 
modernidad.75 
En este punto nos encontramos frente a dos tipos de relaciones, la de 
identidad/diferencia, y la de igualdad/desigualdad. En el caso ecuatoriano no se ha logrado 
concretar la relación identidad/diferencia, que implica el reconocimiento de otro diferente 
con los mismos derechos; en su lugar se ha profundizado la relación igualdad/desigualdad y 
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se afinca más aún la relación superioridad/inferioridad por la que se entiende que el otro 
diferente es visto como inferior frente a la cultura dominante.76 
Desde esta lógica, el paradigma modernizador intenta salvar, integrar y asimilar a 
quienes son inferiores frente a la cultura dominante. Al respecto Salgado manifiesta que 
En efecto, en el caso de los/as indios/as el proyecto modernizador apuntaba a 
desindianizar a la población, acercarla más a un referente occidental, y en el mejor de los 
casos ―integrar‖ al indio a la ―identidad nacional‖. La asimilación del indio a la cultura 
dominante fue la consigna, la homogeneización de la sociedad no daba cabida al 
reconocimiento del diferente. Más todavía las raíces indígenas del mestizaje fueron - y para 
muchos aún lo son - consideradas por lo general como aquella vergüenza que debe 
esconderse, resulta decidor constatar que uno de los insultos más utilizados por los/as 
ecuatorianos/as sea precisamente ―indio/a‖ con toda la acepción despectiva con que es 
utilizado el término. 
En otras palabras la relación entre los mestizos e indios, ha sido la de superior/ 
inferior. Dentro de esta lógica el reconocimiento del diferente no es posible, pues al 
―desigual‖, al ―inferior‖, en las concepciones más condescendientes, hay que ―civilizarlo‖, 
ayudarlo a integrarse al mundo de los ―superiores‖.77 
 
Bajo este parámetro se debe analizar la política de integración del gobierno 
ecuatoriano en relación a los Waorani y su territorio, y las acciones que emprendió el ILV y 
otras misiones religiosas con el permiso estatal para asimilar a los Waorani a la sociedad 
nacional por su inferioridad al ser considerados como salvajes que debían ser integrados a la 
sociedad mediante una fuerza civilizadora. 
Igualmente, el mismo análisis se puede realizar en cuanto a la política de salud con la 
que se escondió la finalidad de la bioprospección, en el sentido de que hubo extranjeros, 
médicos y trabajadores de las petroleras que se consideraron superiores a los Waorani y se 
adueñaron de su patrimonio genético, sin consulta ni consentimiento, o incluso apropiándose 
de este patrimonio abusando de un vicio de consentimiento por la anulación de su derecho al 
territorio y autodeterminación como se planteó anteriormente. 
Aquí se observa cómo se afinca el dominio a una cultura considerada como inferior. 
En ese sentido se visibiliza que tanto la consulta como consentimiento permiten que las 
nacionalidades indígenas puedan autodeterminar sus planes de vida sin ningún impedimento 
de las sociedades nacionales; lo contrario es asimilarlos a la sociedad nacional, 
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menoscabando su identidad cultural. Es necesario mencionar también que este proceso de 
colonización del territorio Waorani tuvo un carácter paternalista para afianzar el modelo de 
economía de extracción de recursos naturales. Esta conducta racista puede ser considerada 
como racista.  
Para ello, es necesario identificar que el contexto en el que se enmarca la conducta y la 
normativa es en el de la construcción de la idea de nación, o lo que denomina Fredy Rivera 
como nación criolla-mestiza. El autor menciona que para lograr la realización de la idea de 
nación criolla mestiza se implementaron las nociones y representaciones paternalistas – 
indigenistas. Entonces, el liberalismo forjó un prejuicio del indígena, al ubicarlo como un ser 
irracional y bárbaro para justificar los esfuerzos civilizatorios de la lengua castiza y la cultura 
ecuatoriana mediante acciones paternalistas. Esto implica la prolongación de las relaciones de 
dominio sobre los indígenas para construir la nacionalidad ecuatoriana bajo la máscara de 
modernización.78 
Luego, el autor se refiere a las conductas paternalistas, sobre las que manifiesta que 
constituyen una serie de acciones y políticas que se aplican sobre los ―otros‖ sin considerar 
sus especificidades de identidad y de intereses organizativos; con lo que promueven la 
negación de la capacidad del colectivo para determinar lo que les conviene.  79 
El autor añade que: 
 
En esa perspectiva, los paternalismos han tenido y tienen un gran espectro de 
presentaciones. Van desde el más fino altruismo desarrollado por los sectores hegemónicos 
blanco mestizos que, por una extraña mezcla de conciencia misericorde y vergüenza [sic] 
histórica, se sienten culpables por las condiciones de explotación y oprobio en el que se hallan 
los indígenas; pasan por una serie de acciones ejecutadas por la iglesia y sus organismos 
asistenciales en pos de redimir, salvar y enaltecer al indio; y, llegan hasta el sutil 
enmascaramiento revolucionario – proletario, planteado por algunas corrientes de izquierda 
que vieron en los indígenas al pueblo perdido que debía ser conducido de la mano a un 
horizonte de futuro donde prevalezca una sociedad justa, igualitaria y sin explotación.80 
 
Esto fue lo que se observa en las conductas paternalistas del ILV, otras misiones 
religiosas y las compañías petroleras en la Amazonía; razón por la cual deben considerarse 
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como conductas racistas que buscaron la colonización de los Waorani, y por medio de ella, su 
homologación a la sociedad nacional ecuatoriana. 
En conclusión, la bioprospección fue una acción dentro de una conducta paternalista y 
racista promovida por el gobierno ecuatoriano al no ser consultada previamente para obtener 
el consentimiento de acuerdo a las costumbres e instituciones jurídicas de la nacionalidad 
Waorani y de la comunidad Yawempare. 
A continuación, me referiré a la bioprospección y los derechos colectivos que deben 
analizarse en el caso concreto de los Waorani, como son la identidad cultural en relación al 
derecho a la autodeterminación, y los derechos a la consulta y consentimiento previo. 
2.2. La bioprospección del patrimonio genético y cultural. 
Por bioprospección se entenderá al procedimiento de extracción de material genético y 
fluidos corporales con fines científicos y/o comerciales y que conlleva el respeto al 
patrimonio genético y cultural de los pueblos indígenas. 
Shane Greene entiende a la bioprospección en la contemporaneidad como la búsqueda 
de la utilidad científica-comercial en los recursos biológicos a nivel mundial.81 Esta autora 
parte de lo que establece el Convenio de las Naciones Unidas sobre Diversidad Biológica que 
en su preámbulo y en su artículo tercero, reconoce el control soberano de cada Estado sobre 
los recursos biológicos ubicados en sus territorios; incluso, en sus artículos 8 literal j, y 10 
literal c, genera una protección de estos recursos biológicos y se amplía a los conocimientos, 
innovaciones y prácticas de las comunidades indígenas. Igualmente, en estos artículos se 
refiere a la repartición de utilidades para las poblaciones indígenas o locales cuando existan 
resultados comerciales en los esfuerzos de la bioprospección82.  
                                                 
81Shane Greene, ―¿Pueblos indígenas S.A.? La cultura como política y propiedad‖, Revista Colombiana 
de Antropología, Volumen 42, (2006): 184-185, <www.scielo.org.co/pdf/rcan/v42/v42a07.pdf>. 
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utilización sostenible de sus componentes y la participación justa y equitativa en los beneficios que se deriven 
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obligación de asegurar que las actividades que se lleven a cabo dentro de su jurisdicción o bajo su control no 
perjudiquen al medio de otros Estados o de zonas situadas fuera de toda jurisdicción nacional.‖ ―Artículo 8. 
Conservación in-situ. Cada Parte Contratante, en la medida de lo posible y según proceda: […] j) Con arreglo a 
su legislación nacional, respetará, preservará y mantendrá los conocimientos, las innovaciones y las prácticas de 
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Este reconocimiento de repartición equitativa de utilidades surge por la contribución 
del conocimiento ancestral a la creación de productos de ingeniería biológica.83 
En definitiva esta concepción de la bioprospección conlleva una carga comercial; es 
decir, hace referencia a la apropiación de bienes comerciables que pueden entrar en el 
mercado y generar réditos para quien los comercializa, considerando cierta protección y 
reparto de utilidades equitativas cuando se trate de patrimonio genético y cultural de los 
pueblos indígenas. 
Esta definición conlleva que todo patrimonio genético y cultural puede ser objeto de 
apropiación e investigación con fines científicos o comerciales; por lo que no considera la 
protección necesaria de cuando las comunidades indígenas no quieren que su patrimonio 
genético y cultural sea utilizado de ninguna forma. Entonces, esta apropiación debe 
enmarcarse en el respeto a ciertos derechos colectivos, cuando los dueños son los pueblos 
indígenas. Esto sin hacer diferencia del tipo de recurso biológico susceptible de apropiación. 
Asimismo, Victoria Tauli-Corpuz hace referencia a los cuerpos normativos 
internacionales que protegen y garantizan los derechos al acceso de lo que se denomina como 
recursos genéticos que pertenecen a los pueblos colectivos y los beneficios económicos de su 
uso. Se refiere así al Protocolo de Nagoya sobre el acceso y el beneficio del uso, la 
Convención sobre Diversidad Biológica, el Tratado Internacional sobre Recursos Genéticos 
para la comida y agricultura. Igualmente, existen cuerpos internacionales que se refieren al 
tema como la Comisión sobre Recursos Genéticos para la Comida y Agricultura de la FAO y 
la Organización Mundial para la Salud.84 
Estos instrumentos, y especialmente el Protocolo de Nagoya fortalecen el derecho 
consuetudinario de las comunidades para regular el acceso a sus recursos genéticos, y sobre 
todo, dar claridad a los mecanismos para compartir y recibir beneficios del uso de los 
                                                                                                                                                        
las comunidades indígenas y locales que entrañen estilos tradicionales de vida pertinentes para la conservación y 
la utilización sostenible de la diversidad biológica y promoverá su aplicación más amplia, con la aprobación y 
participación de quienes posean esos conocimientos, innovaciones y prácticas, y fomentará que los beneficios 
derivados de la utilización de esos conocimientos, innovaciones y prácticas se compartan equitativamente […]‖. 
―Artículo 10. Utilización sostenible de los componentes de la diversidad biológica. Cada Parte Contratante, en la 
medida de lo posible y según proceda: […] c) Protegerá y alentará la utilización consuetudinaria de los recursos 
biológicos, de conformidad con las prácticas culturales tradicionales que sean compatibles con las exigencias de 
la conservación o de la utilización sostenible […]‖.     
83 Shane Greene. ―¿Pueblos indígenas S.A.? La cultura como política y propiedad‖, 184-185.  
84  Victoria Tauli-Corpuz, ―Intellectual Property, Genetic Resources and Associated Traditional 
Knowledge: Indigenous and Local Community Perspectives‖, (ponencia en el Comité Intergubernamental sobre 
Propiedad Intelectual y Recursos Genéticos, Conocimiento Tradicional y Folklore, 15 al 19 de febrero, 2016), 
<http://unsr.vtaulicorpuz.org/site/index.php/es/declaraciones-comunicados/112-intellectual-property-
wipo2016>. 
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mismos. 85   Es de considerar que el objetivo principal del mencionado protocolo es la 
existencia de una  
 
[…] participación justa y equitativa en los beneficios que se deriven de la utilización 
de los recursos genéticos, incluso por medio del acceso apropiado a los recursos genéticos y 
por medio de la transferencia apropiada de tecnologías y por medio de la financiación 
apropiada, contribuyendo por ende a la conservación de la diversidad biológica y la utilización 
sostenible de sus componentes.86 
 
No obstante la existencia de este marco jurídico de protección, en la actualidad, de 
acuerdo a la Relatora Especial de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas, se siguen apropiando de los recursos genéticos y conocimiento tradicional de los 
pueblos indígenas; por esta razón los pueblos continúan investigando y denunciando este tipo 
de casos de apropiación de sus recursos genéticos y conocimiento tradiconal.87 
Frente a este contenido del concepto de bioprospección es necesario analizar los 
efectos que tiene este procedimiento en la identidad cultural cuando se lo realiza sin 
garantizar una consulta para obtener el consentimiento previo de los pueblos y nacionalidades 
indígenas. 
2.2.1. La bioprospección y los efectos en los derechos a la consulta y consentimiento 
previos. 
Una vez definida la bioprospección como la búsqueda de la utilidad científica-
comercial en los recursos biológicos, se procederá a analizar la relación de este 
procedimiento con los derechos al consentimiento y consulta previa, libre e informada que 
tienen los pueblos indígenas para garantizar sus derechos a la autodeterminación e identidad 
cultural. En definitiva, el argumento base es que la bioprospección vulnera los derechos 
colectivos de los pueblos indígenas porque se apropia de su conocimiento; y más aún, en los 
                                                 
85 Ibíd. 
86 Secretaría del Convenio sobre la Diversidad Biológica. Protocolo de Nagoya sobre Acceso a los 
Recursos Genéticos y Participación Justa y Equitativa en los Beneficios que se deriven de su utilización al 
Convenio sobre la Diversidad Biológica (Canadá: Secretaría del Convenio sobre la Diversidad Biológica, 
2011),  4. 
87  Victoria Tauli-Corpuz, ―Intellectual Property, Genetic Resources and Associated Traditional 
Knowledge: Indigenous and Local Community Perspectives‖, (ponencia en el Comité Intergubernamental sobre 
Propiedad Intelectual y Recursos Genéticos, Conocimiento Tradicional y Folklore, 15 al 19 de febrero, 2016), 
<http://unsr.vtaulicorpuz.org/site/index.php/es/declaraciones-comunicados/112-intellectual-property-
wipo2016>. 
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casos que el recurso biológico es su fluido sanguíneo, su ADN u otros fluidos corporales, 
puede repercutir otros derechos individuales y colectivos. 
La bioprospección inconsulta también vulnera los derechos colectivos a la 
autodeterminación y el derecho a la salud desde una perspectiva intercultural, por cuanto se 
afecta la estructura social y de derecho de los colectivos indígenas al viciar el consentimiento 
otorgado individualmente; y por la naturaleza del caso, se afecta su derecho a la salud y la 
posibilidad de que los colectivos apliquen sus conocimientos para resolver sus problemas de 
salud. 
Estas violaciones de derechos también ocurren por la falta de políticas públicas que 
provengan del Estado para controlar el contacto científico con las comunidades, pueblos y 
nacionalidades indígenas. En esta política pública es necesario que se considere aspectos de 
prevención de salud con un enfoque de interculturalidad y diversidad, y sobre todo, que como 
política pública que pueda afectar los derechos colectivos, debe realizarse previamente una 
consulta con el objetivo de alcanzar el consentimiento. 
Para determinar las relaciones de los casos de bioprospección con la vulneración de 
estos derechos se empezará por definirlos, acudiendo para ello al derecho internacional de los 
derechos humanos, e intentando generar conceptos que guarden concordancia con los 
principios de diversidad y de interculturalidad. 
En el sistema interamericano de derechos humanos el derecho a la consulta es 
considerado una obligación convencional, que nace de la interpretación evolutiva de la del 
artículo 21 de la Convención Americana de Derechos Humanos en relación a las 
disposiciones que emanan del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (en 
adelante ―Convenio 169 de la OIT‖); y también constituye un principio general del derecho 
internacional adoptado por los Estados.88 
Este derecho protege la conexión intrínseca entre los pueblos indígenas, sus territorios 
y su identidad cultural al adoptar ciertas salvaguardias para que la exploración o extracción 
de recursos naturales en los territorios ancestrales no constituya una denegación de la 
subsistencia del pueblo indígena. Estas salvaguardias son: i) la realización de un proceso 
adecuado y participativo que garantice su derecho a la consulta; especialmente en los casos 
de implementación de planes de desarrollo o de inversión a gran escala; ii) la realización de 
un estudio de impacto ambiental; y iii) compartir razonablemente los beneficios de la 
                                                 
88 Corte IDH, Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador. Sentencia de 27 de junio de 2012. 
Fondo y reparaciones, párr. 164. 
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explotación como una justa indemnización conforme al artículo 21 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos.89 
Para el caso ecuatoriano, las obligaciones que nacen del Convenio 169 de la OIT 
aplican en relación con los impactos y decisiones adoptadas posteriormente a su entrada en 
vigor; por lo que a partir del año de 1999 el Estado debe garantizar el derecho a la consulta 
previa a los pueblos y nacionalidades indígenas para proteger sus derechos al territorio e 
identidad cultural, de forma que no se comprometan sus derechos colectivos, su 
supervivencia y subsistencia como sujeto colectivo. Esta fue la consideración que la Corte 
tuvo en relación al pueblo de Sarayaku.90 
De acuerdo a la Convención 169 de la OIT y los criterios de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, la consulta debe ser previa, antes de emprender o autorizar la 
realización de cualquier actividad de prospección o explotación dentro de sus territorios91; no 
únicamente cuando surja la necesidad de obtener la aprobación del pueblo indígena. Para la 
Corte es importante el aviso temprano porque esto permite contar con un tiempo adecuado 
para la discusión interna de las comunidades con el objeto de brindar una respuesta adecuada 
al Estado.92 En ese sentido, la discusión interna en las comunidades fortalece su derecho a la 
autodeterminación, lo cual conlleva que la aplicación de conductas paternalistas y 
asistencialistas es contraria a la aplicación del Convenio 169 de la OIT, en base también a la 
aplicación del enfoque de diversidad cultural analizado anteriormente. 
La consulta debe realizarse de buena fe, y con la finalidad de llegar a un acuerdo;93 
para lo cual, los procesos deben garantizar una verdadera participación, establecer un diálogo 
que observe los principios de confianza y respeto mutuos con el fin de obtener consensos 
mutuos entre las partes. Esto también implica que la obligación del Estado de garantizar este 
derecho es indelegable. El Estado no puede delegar a terceros como empresas privadas, 
menos aún si es la empresa interesada en la explotación de los recursos naturales. Tampoco 
puede adoptar prácticas que tengan la finalidad de desintegrar a las comunidades, o establecer 
liderazgos paralelos, o con la negociación con individuos de las comunidades, o cualquier 
                                                 
89 Ibíd., párr. 146, 157. 
90 Ibíd., párr. 176. 
91 Organización Internacional del Trabajo. ―C169- Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 
(núm. 169)‖. Aprobado: 1989. En vigor: 05 de septiembre de 1991. Ratificado por Ecuador: 15 de mayo de 
1998.  artículo 15.2. 
92 Corte IDH, Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador, párr. 180, 181. 
93 Organización Internacional del Trabajo. ―C169- Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 
(núm. 169)‖ artículo 6.2. 
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práctica que sea contraria a los estándares del derecho internacional de los derechos 
humanos. 94 
La consulta debe ser adecuada y accesible, su realización debe ser mediante la 
aplicación de procedimientos tradicionales, culturalmente adecuados y por medio de sus 
instituciones representativas. El proceso es adecuado cuando los pueblos pueden comprender 
y hacerse comprender por medio de intérpretes u otros medios eficaces que consideren su 
diversidad lingüística, especialmente en los lugares donde la lengua oficial no sea hablada 
por la mayoría de la comunidad. Por esta razón se considera que no existe un modelo único 
de procedimiento apropiado, puesto que éste debe ser en razón de las características del 
pueblo consultado y las medidas sometidas a consulta, teniendo en cuenta el respeto a las 
formas tradicionales de toma de decisiones.95 
Adicionalmente, el Estado tiene la obligación de realizar estudios de impacto 
ambiental en cooperación con los pueblos interesados, como parte de las salvaguardas para 
garantizar el derecho a la propiedad comunal por la emisión de concesiones dentro de sus 
territorios.96  
El estudio de impacto ambiental y social debe realizarse por medio de entidades 
independientes y técnicamente capaces, bajo la supervisión del Estado. Este estudio permitirá 
evaluar las repercusiones sociales, espirituales, culturales y sobre el medio ambiente que 
generen las actividades de desarrollo previstas dentro del territorio indígena, de forma que las 
comunidades cuenten con la información suficiente para evaluar si aceptan o no el plan de 
desarrollo o inversión con conocimiento de y de forma voluntaria.97  
Este tipo de estudios de impacto social debe considerar incluso aquellas acciones que 
las empresas realizan o permiten realizar a sus empleados/as, como por ejemplo los contactos 
forzados con comunidades indígenas que han decidido permanecer ocultas, como en el caso 
de los Tagaeri y Taromenane. 
Los resultados de estos estudios deben considerarse como criterios fundamentales para 
ejecutar las actividades, puesto que estos criterios deben constituirse en una de las 
salvaguardias para garantizar las restricciones impuestas a las comunidades sobre su 
                                                 
94 Corte IDH, Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador, párr.  186, 187. 
95Organización Internacional del Trabajo. ―C169- Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 
(núm. 169)‖, artículos 6.1.a y 12; Asamblea General Naciones Unidas,  ―Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas‖, artículos 30.2 y 36.2. Corte IDH, Pueblo Indígena Kichwa de 
Sarayaku vs. Ecuador, párr. 202. 
96 Organización Internacional del Trabajo. ―C169- Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 
(núm. 169)‖ artículo 7.3. 
97 Corte IDH, Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador, párr. 205. 
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propiedad por la emisión de las concesiones para que no impliquen una denegación de su 
subsistencia como pueblo indígena.98 
Asimismo, los estudios de impacto ambiental y social deben realizarse bajo el 
principio de interculturalidad, es decir, en respeto a las tradiciones y cultura de los pueblos 
indígenas; a esto es lo que se denominará como uso del enfoque de diversidad cultural. 
Igualmente, deben guardar conformidad con los estándares de derechos humanos y buenas 
prácticas de las empresas. 99 
Estos estudios deben concluirse y transmitirse de forma previa al otorgamiento de la 
concesión para que la población afectada cuente con la información suficiente de los 
impactos de la actividad que se generará en sus territorios; solo así, serán efectivos como 
salvaguardia a los derechos de propiedad colectiva e identidad cultural de los pueblos 
indígenas. Además, la misma Corte considera importante que en estos estudios de impacto 
social y ambiental se trate el impacto acumulado producto de los proyectos existentes y los 
que puedan generar los que hayan sido propuestos.100 
Igualmente, cabe destacar que el Estado tiene la obligación de supervisar la 
realización de los estudios de impacto ambiental; esta obligación coincide con su deber de 
garantizar la efectiva participación de los pueblos en el proceso de otorgamiento de 
concesiones.101 
La consulta tiene que ser informada, lo que implica tener la posibilidad real de 
conocer los riesgos posibles del plan de desarrollo o inversión, los riesgos ambientales y de 
salubridad. Esta característica implica que el Estado acepte y brinde información y exista una 
comunicación constante entre las partes.102 
Cabe señalar que para la Corte Interamericana la consulta debe realizarse en el marco 
de los proyectos de desarrollo o inversión que impliquen la exploración y explotación de 
recursos naturales; sin embargo, amplía la protección al ejercicio de este derecho cuando 
define a la identidad cultural como un derecho fundamental y de naturaleza colectiva de las 
comunidades indígenas. La Corte argumenta que los Estados tienen la obligación de consultar 
sobre asuntos que incidan o puedan incidir en su vida cultural y social, aplicando el 
considerando quinto de la Convención N° 169 de la OIT. 
Al respecto la Corte señala que: 
                                                 
98 Ibíd. 
99 Ibíd., 206. 
100 Ibíd., 206. 
101 Ibíd., 206. 
102 Ibíd., 208. 
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[…] el derecho a la identidad cultural es un derecho fundamental y de naturaleza 
colectiva de las comunidades indígenas, que debe ser respetado en una sociedad multicultural, 
pluralista y democrática. Esto implica la obligación de los Estados de garantizar a los pueblos 
indígenas que sean debidamente consultados sobre asuntos que inciden o pueden incidir en su 
vida cultural y social, de acuerdo con sus valores, usos, costumbres y formas de organización. 
En el mismo sentido, el Convenio Nº 169 de la OIT reconoce las aspiraciones de los Pueblos 
indígenas a ―asumir el control de sus propias instituciones y formas de vida y de su desarrollo 
económico y a mantener y fortalecer sus identidades, lenguas y religiones, dentro del marco 
de los Estados en que viven‖.103 
 
Esta argumentación de la Corte Interamericana de Derechos Humanos permite 
considerar una interpretación más favorable al ejercicio del derecho a la consulta que incluya 
casos y situaciones como los de la bioprospección por ser asuntos que inciden en su vida 
cultural y social y porque les impide asumir el control de sus instituciones y formas de vida, 
así como de su desarrollo económico. 
En el caso concreto, la omisión del Estado para facilitar el ejercicio de la consulta, 
previo a la bioprospección profundizó las afectaciones a la identidad cultural de la comunidad 
Yawempare de la nacionalidad Waorani al ser una acción con conducta paternalista y con 
contenido racista iniciado en un contexto de colonización de su territorio y de la población 
Waorani. 
A continuación, para profundizar sobre el derecho a la consulta corresponde citar a la 
Corte Constitucional del Ecuador. Esta Corte realizó una interpretación del artículo 57 
numeral 7 de la Constitución de la República del Ecuador a la luz de los parámetros 
específicos desarrollados por la Organización Internacional del Trabajo, que se refiere a la 
consulta previa. 104 
Los parámetros se refieren a la flexibilidad del procedimiento; el carácter previo, 
público e informado de la consulta; el reconocimiento de que la consulta no se agota con la 
mera información o difusión pública de la medida; la obligación de actuar de buena fe; el 
deber de difusión pública del proceso mediante el uso de un tiempo razonable; la definición 
previa y concertada del procedimiento y de los sujetos de la consulta; el respeto a la 
estructura social y a los sistemas de autoridad y representación de los pueblos consultados; el 
                                                 
103 Ibíd., 217. 
104 Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia N° 001-10-SIN-CC, CASOS N° 0008-09-IN Y 0011-
09-IN (ACUMULADOS),  18 de marzo de 2010, 53 - 55. 
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carácter sistemático y formalizado de la consulta; el alcance de la consulta que no es 
vinculante para el Estado y sus instituciones; y los efectos del incumplimiento de esta 
obligación estatal.105 
Cuando la Corte Constitucional del Ecuador se refiere a que el resultado de la consulta 
no es vinculante para el Estado y sus instituciones, se refiere al derecho al consentimiento 
previo. Al respecto, es necesario analizar caso por caso para determinar si el desconocimiento 
al resultado de la consulta representa una limitación al núcleo esencial del derecho al 
consentimiento; para lo cual, es necesario analizar en los casos concretos si esta limitación 
está prevista en la ley, tiene un fin legítimo y es necesaria y proporcional para la consecución 
de dicho fin. En ese sentido, es necesario analizar estos derechos con mayor profundidad. 
Del pronunciamiento del Relator Especial de Naciones Unidas sobre los Derechos de 
los Pueblos Indígenas, (en adelante ―Relator Especial de Pueblos Indígenas‖) se desprende 
que la consulta previa conlleva el deber general de los gobiernos de consultar a los pueblos 
indígenas con el propósito de crear un diálogo entre el Estado y el pueblo indígena. Estos 
diálogos tienen el objetivo de consensuar entre las partes para obtener resultados 
satisfactorios, que rompan los modelos históricos de decisiones impuestas que amenazan la 
supervivencia de los pueblos indígenas. En definitiva, busca impedir la creación de un 
ambiente de imposición desde el Estado hacia los indígenas, por cuanto los Estados tienen 
una obligación de actuar legítimamente, atendiendo a la buena fe para alcanzar el interés 
público.106  
Esto implica que existe una regla general en el derecho internacional de los derechos 
humanos, por la cual, los proyectos extractivos dentro de los territorios indígenas deben 
contar con el consentimiento previo, libre e informado para garantizar los derechos a la 
identidad cultural y territorio frente a las actividades de terceras personas. De acuerdo a 
Anaya, al garantizar la consulta debería tenerse por objetivo el alcance del consentimiento, 
aún para los casos en los que su obtención no sea obligatoria.107 
                                                 
105 Ibíd. 
106 James Anaya, Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales indígenas: Promoción y protección de todos los derechos humanos, civiles, políticos, 
económicos, sociales y culturales, incluido el derecho al desarrollo. (New York: Consejo de Derechos Humanos, 
Naciones Unidas, A/HRC/12/34, 2009), párrs. 48, 49. 
107 Naciones Unidas, Asamblea General, Informe del Relator Especial sobre los derechos de los pueblos 
indígenas, James Anaya. Las industrias extractivas y los pueblos indígenas.  A/HRC/24/41, 01 de julio de 2013, 
párr. 27. 
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En todo caso, es necesario aclarar que la naturaleza del derecho al consentimiento 
previo, libre e informado difiere del ―poder de veto‖ 108 que tienen los Estados de acuerdo al 
estándar establecido por el Relator Especial de Pueblos Indígenas. Además, el Relator 
establece tres situaciones por las cuales los gobiernos tienen la obligación de obtener el 
consentimiento de los pueblos indígenas que podrían verse afectados al adoptarse una 
decisión.  
Estas situaciones son: 1) en el caso que el proyecto provoque el traslado del pueblo o 
comunidad fuera de sus tierras tradicionales; 2) en el caso que se almacene o vierta desechos 
tóxicos en las tierras del pueblo o comunidad indígena; y 3) si se trata de la implementación 
de planes de desarrollo o inversión a gran escala con un impacto mayor dentro del territorio 
del pueblo o comunidad indígena.109 
Como se puede observar, en estas tres situaciones no se considera la del caso de 
bioprospección a la comunidad Yawempare que realizaron durante una misión médica 
auspiciada por la empresa Maxus, por la cual extrajeron y se apropiaron de su patrimonio 
genético. Por esta razón se identifica la necesidad de exigir el derecho a la consulta previa y 
el consentimiento previo en este tipo de casos para garantizar los derechos colectivos de los 
pueblos indígenas como se seguirá analizando más adelante. 
Sin embargo, enfocándonos en estas tres causales se observa que los gobiernos no solo 
tienen la obligación de realizar la consulta previa a la toma de decisiones, sino que también 
deben alcanzar el consentimiento de la comunidad o pueblo indígena afectadas por la 
implementación de dichas decisiones, considerando que las afectaciones repercuten en la 
autonomía, identidad cultural y salud de los colectivos. 
Una bioprospección inconsulta tiene efectos en la salud de los colectivos; por ejemplo, 
la extracción de fluidos sanguíneos con el pretexto de que recibirán beneficios a su salud 
causa una expectativa por la cual dejan de utilizar su medicina ancestral porque empiezan a 
considerar que sus conocimientos no son mejores que los conocimientos que provienen de las 
ciencias de occidente. 
Esta es una de las razones por las cuales la bioprospección debe ser considerada como 
una actitud racista de la empresa petrolera y del gobierno ecuatoriano por su tendencia 
paternalista al no fortalecer las instituciones sociales de los Waorani, al no considerar el 
                                                 
108 James Anaya. Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales indígenas: Promoción y protección de todos los derechos humanos, civiles, políticos, 
económicos, sociales y culturales, incluido el derecho al desarrollo, párr. 47. 
109Ibíd. 
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conocimiento ancestral que ellos tengan y decidir la aplicación de una política de salud sin 
que los Waorani participen en el proceso de toma de decisiones. Esto es una afectación a su 
autodeterminación como colectivo indígena. 
En este orden de ideas, es razonable que la obligatoriedad del consentimiento sea una 
regla general porque garantiza la autodeterminación de los pueblos indígenas frente a 
actividades que afecten sus derechos, especialmente en acciones de carácter invasivo como la 
extracción de los recursos naturales cuando se lo realiza a escala industrial, y dentro del 
territorio colectivo.110 Asimismo, como la bioprospección es invasiva el consentimiento debe 
ser obligatorio. La aplicación de esta regla general de obligatoriedad del consentimiento 
generará una protección al derecho a la autodeterminación de los pueblos indígenas en 
procesos de bioprospección, especialmente cuando es impuesta por engaños o a la fuerza 
como se evidencia en el caso en estudio. Por esta razón, el Estado debe generar los 
mecanismos para garantizar el ejercicio del consentimiento en los casos de bioprospección. 
Si se observa la resolución de la Dirección Nacional de Protección de la Defensoría 
del Pueblo de Ecuador, los miembros de la comunidad Waorani continuaron con sus 
problemas de salud luego de la extracción de sus fluidos sanguíneos111. Es decir, existió un 
engaño para obtener el consentimiento individual porque la brigada médica no volvió a la 
comunidad con los resultados ni con los tratamientos médicos para sus enfermedades.  
Igualmente, en la investigación que elaboró la Secretaría Nacional de Ciencia e 
Investigación (en adelante ―SENESCYT‖) se evidencia que hubieron otros casos de 
extracción de fluidos sanguíneos en las comunidades Waorani, que se realizaron con la 
finalidad de diagnosticar enfermedades y brindar tratamiento médico; sin embargo, no les 
dieron los resultados médicos, ni les dieron algún tipo de tratamiento para las presuntas 
enfermedades que padecían. (Ver el Anexo 7: Informe de la SENESCYT)112 
De la investigación de la SENESCYT se observa los efectos negativos producidos al 
derecho a la salud en la traducción de un testimonio de una mujer Waorani de 70 años 
aproximadamente de la comunidad Nemonpare, lo cual es una evidencia de su carácter 
invasivo. La traducción señala: 
                                                 
110 Naciones Unidas, Asamblea General, Informe del Relator Especial sobre los derechos de los pueblos 
indígenas, James Anaya. Las industrias extractivas y los pueblos indígenas, párr. 28. 
111 Defensoría del Pueblo de Ecuador, Dirección Nacional de Protección. Resolución No. 008-DPE-
DINAPROT-48381-2010-EG. (Quito: Defensoría del Pueblo de Ecuador. 08 de mayo de 2012), 5, 7-9. Para 
consultar la resolución completa se puede acceder al siguiente link: < 
http://repositorio.dpe.gob.ec/bitstream/39000/696/1/PCA-DGT-008-2012.pdf >. 
112  SENESCYT, Coordinación de Saberes Ancestrales y Subsecretaría de Investigación Científica. 
―Informe preliminar técnico científico del caso ADN de los Waorani‖, (Quito: SENESCYT, octubre 2012), 15, 
16, 77, 100. 
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R: Dice ella que antes, no ahora, antes hicieron convenio Maxus. En la comunidad 
sacaban sangre, al principio poquito y después decían tiene comunidad hepatitis, algunas 
personas. Después otro rumor vino, hay que llevar bastante sangre para ver qué hepatitis, eh, 
tiene y ya continuaron. A otra persona y a mi también sacó dice. A ella también sacó, ella 
antes estaba bien salud, fuerza tenía, muy fuerte como hombre, trabajaba. Desde ahí ya tenía 
debilidad, no podía trabajar. Hasta ahora sufro, dice ella, debilidad que tiene. Ella no sabía por 
qué idea llevan cantidad de sangre, por investigación, como doctor venía a intentar sobre que 
tienen algunos hepatitis b, c, eso. Y al final no era eso. Ahora ya no pueden venir hacer saber a 
la comunidad, Eso yo no voy a permitir hasta que yo muera, no voy a permitir esa 
experiencia.113 
 
Esto ocurrió como producto del contacto del personal médico enviado por la empresa 
petrolera Maxus sin control por parte del Estado ecuatoriano y con el objetivo de realizar la 
bioprospección con fines científicos. Esto también se puede observar en la traducción de la 
mujer Waorani de Nemonpare: 
 
P: ¿Y algún momento volvieron los médicos después de que les tomaron la sangre? 
R: Dice que cuando empezaron decir que tiene, llevaron montones de cantidad, pero 
en la comunidad nunca llegó saber qué medicamento, tratamiento, nada, nada, nada. Hasta 
hoy día no ha llegado tratamiento. 
 
Por otro lado, se causan efectos a la estructura del pueblo o nacionalidad indígena 
puesto que la consulta tiene ciertos principios que deben cumplirse para su efectiva garantía y 
respeto a su identidad cultural como parte de su derecho de autodeterminación. Uno de ellos 
es el que se refiere al respeto de sus estructuras, que implica que los procesos de consulta 
deben respetar a las autoridades indígenas y sus instituciones sociales representativas.  114  
Debe considerarse que al no generar una consulta previa para lograr el consentimiento, 
existe una imposición que amenaza la estructura de un pueblo indígena, lo que repercutirá en 
su identidad cultural y autonomía. Al respecto, la Defensoría del Pueblo de Ecuador adoptó 
inicialmente el criterio de que en el caso de bioprospección se afectó el derecho a la consulta 
y no se obtuvo el consentimiento por la falta de información veraz, oportuna y completa 
                                                 
113  SENESCYT, Coordinación de Saberes Ancestrales y Subsecretaría de Investigación Científica. 
―Informe preliminar técnico científico del caso ADN de los Waorani, 121. 
114 Organización Internacional del Trabajo. ―C169- Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 
(núm. 169)‖, artículo 6, numeral 1, literal a. 
54 
 
sobre la bioprospección y el destino del recurso genético que se extrajo. La Defensoría del 
Pueblo estableció que: 
 
[…] Las comunidades indígenas deben ser informadas en su propio idioma, según sus 
costumbres y tradiciones, ya que pueden llegar a producirse cambios sociales profundos, con 
consecuencias irreparables, debido al grave nivel de afectación que les acarrea. Al respecto, la 
consulta implica la obligación de informar y obtener el consentimiento de las comunidades 
indígenas sobre las consecuencias del proyecto, plan, ley o medida. Esto significa que debe 
haber una comunicación constante entre las partes hasta lograr un acuerdo definitivo, previa 
información de estudios de impactos culturales, sociales y ambientales, la participación de los 
miembros de la comunidad en la toma de decisiones y beneficios, a fin de que en el futuro no 
tengan reclamo alguno por parte de la comunidad.115 
 
La afectación a estos derechos colectivos de autodeterminación e identidad cultural se 
evidencia en el testimonio de la mujer de Nemonpare, cuando le preguntan en qué época fue 
que le extrajeron su sangre: 
 
P: ¿Esto fue cuando Sixto Durán Ballen Hizo convenio con la maxus, hace unos 
cuanto, 20, 25 años? 
En el 68, 68 dicen por aquí, 90 también. Ahí principalmente en Tigüeno vivían un 
grupo bastante y recién en 88, 85 por ahí o 91 regresaron en su comunidad, Bameno algunos, 
porque Tigüeno era sitio de Waorani, estaban bastante Waorani. Llevaban bastante cantidad 
de sangre dice ella. Prueba dice. Por eso ella está enojadísima. Dice siente cuando vienen 
doctores, cuando vienen algunos doctores del ministerio ella siente gantas de matarlo, siente 
iras ella dice.116 
 
Posteriormente, la Defensoría cambia su posición respecto al derecho a la consulta 
previa y cambia su concepción del derecho al consentimiento previo. En el primer caso, 
determina que no se violó el derecho a la consulta previa porque los hechos no corresponden 
a las causales establecidas en el artículo 57 numeral 7 de la Constitución del Ecuador;117 y en 
                                                 
115 Defensoría del Pueblo de Ecuador, Dirección Nacional de Protección. Resolución No. 008-DPE-
DINAPROT-48381-2010-EG, 10, 11. Para consultar la resolución completa consultar en < 
http://repositorio.dpe.gob.ec/bitstream/39000/696/1/PCA-DGT-008-2012.pdf >. 
116 SENESCYT, ―Informe preliminar técnico científico del caso ADN de los Waorani‖, 121. 
117 Defensoría del Pueblo de Ecuador, Adjunto Primero del Defensor del Pueblo. ―Recurso de revisión, 
Resolución Defensorial No. 024-AP-DPE-2012. Dr. Pablo Morales Director del Instituto Intercientífico y 
Derechos Genoculturales, contra el Instituto CORIELL de los Estados Unidos de Norte América y otros‖, 
(Quito: Defensoría del Pueblo de Ecuador, 30 de octubre de 2012), 17, 24. Para consultar la resolución completa 
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relación al consentimiento previo adopta el contenido relacionado al derecho a la salud 
sustentado en algunas normas internacionales porque no encaja en el núcleo esencial del 
derecho al consentimiento que es aplicable en los casos de extracción de recursos naturales 
no renovables dentro del territorio de los pueblos indígenas. 118 
Considero que la Defensoría del Pueblo del Ecuador en la segunda resolución no hizo 
un análisis del caso desde la aplicación del principio de diversidad cultural al tratarse de un 
pueblo indígena cuando señala que no se vulneró el derecho a la consulta y que es aplicable 
el consentimiento previo que es parte del derecho a la salud. En ese sentido, la Defensoría no 
realizó un análisis integral de la consulta en los instrumentos internacionales de derechos 
humanos, y tampoco consideró que el ejercicio de la consulta es importante para salvaguardar 
el territorio, la autodeterminación y la identidad cultural de las comunidades Waorani. 
Como sujeto colectivo es esencial determinar la aplicación de los derechos colectivos, 
y observar si realizar una bioprospección es una decisión que afecta la identidad cultural y 
autodeterminación del colectivo como lo hace la extracción de recursos naturales no 
renovables. En tal sentido, es necesario recurrir a una interpretación evolutiva de la 
Constitución de la República y de los instrumentos internacionales de derechos humanos para 
garantizar los derechos a la consulta previa y consentimiento previo en el caso particular. 
A pesar de la visibilidad de estos efectos, se observa que en el pronunciamiento del 
Relator Especial de Pueblos Indígenas no se reconoce una causa por la cual deba garantizarse 
el derecho al consentimiento previo, libre e informado en los casos de bioprospección, 
independientemente del recurso biológico que se utilice. 
En este aspecto, cabe diferenciar el consentimiento médico que individualmente cada 
persona otorga ante un procedimiento de salud, y el consentimiento previo, libre e informado 
que es producto de una consulta previa, libre e informada a los colectivos indígenas.  
En los casos en los que el recurso biológico sean los fluidos sanguíneos de personas 
individuales se acude al derecho a la salud, por la cual los profesionales de la medicina 
obtienen un consentimiento informado de cada individuo. En esos casos, el argumento es el 
mismo que utiliza la Defensoría del Pueblo en su recurso de revisión, en el sentido de que 
resulta aplicable lo que establecía la Ley Orgánica de Salud Pública que se encontraba 
vigente a la fecha, y otros instrumentos internacionales relativos a investigaciones científicas 
en el campo de la salud, como la Declaración de Helsinki de 1964, por la cual el médico debe 
                                                                                                                                                        
se lo puede hacer en el siguiente link: < http://repositorio.dpe.gob.ec/bitstream/39000/666/1/REV-024-DPE-
2012.pdf >. 
118 Ibíd., 17, 18. 
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contar con el consentimiento del individuo para recolectar, analizar, almacenar y reutilizar el 
material o datos humanos dentro de una investigación de tipo médico.119 
Este no es el mismo consentimiento para el uso científico y su respectiva obtención de 
réditos económicos como producto de la bioprospección a las comunidades, pueblos y 
nacionalidades indígenas. La aplicación del consentimiento informado es válida para estos 
casos; pero es necesario que exista una construcción de la causal por la cual los gobiernos 
tienen la obligación de garantizar el consentimiento previo, libre e informado en todos los 
casos de bioprospección con aplicación del principio de diversidad e interculturalidad. Esto 
permitirá proteger la identidad cultural de los pueblos indígenas al concebir al uso de los 
recursos biológicos como parte de su conocimiento ancestral que debe protegerse. 
En ese sentido, una bioprospección que se haya realizado sin el conocimiento de las 
autoridades tradicionales de un pueblo o nacionalidad indígena no cumple con los estándares 
de los derechos a la consulta previa y consentimiento previo con un enfoque de diversidad 
cultural. Lo mismo sucede en el caso que dicha bioprospección obtenga resultados 
comerciales que no se le reconoce al pueblo indígena afectado, o se les reconoce sin haber 
mediado un diálogo bajo el estándar del derecho a la consulta previa. 
Es necesario indicar que las afectaciones son diferentes de acuerdo al tipo de recurso 
biológico que haya sido utilizado científicamente o comercialmente, así como difiere de 
acuerdo al pueblo indígena que haya sido afectado. Sobre el primer factor me referiré 
exclusivamente a los casos de uso de los fluidos sanguíneos, y sobre el segundo factor, a los 
efectos producidos al pueblo Waorani en su identidad cultural, lo cual se desarrollará en el 
siguiente apartado. 
2.2.2. La bioprospección y sus efectos a la identidad cultural en relación al derecho a la 
autodeterminación. 
La bioprospección afecta la identidad cultural de los pueblos indígenas, y a su vez, 
afecta al derecho a la autodeterminación, especialmente cuando la bioprospección es 
impuesta a los pueblos indígenas y no cumple con la bioética, lo cual implica una afectación 
a la dignidad de los pueblos indígenas al utilizarlos como medio para conseguir réditos 
económicos, entre otros, lo cual es una postura discriminatoria120. Para referirme a estas 
                                                 
119 Ibíd., 17. 
120 Ver sobre la dignidad en: Corte Constitucional de Colombia, Sentencia T-881/02, expedientes T-
542060 y T-602073, 17 de octubre de 2002, < http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2002/T-881-
02.htm >. La jurisprudencia de la Corte Constitucional de Colombia manifiesta que existen tres lineamientos 
sobre el objeto de protección del enunciado normativo de ―dignidad humana‖: ―(i) La dignidad humana 
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afectaciones, primero abordaré lo relacionado a la bioética, para luego referirme al derecho a 
la autodeterminación de los pueblos indígenas. 
 
a. La bioética dentro de las políticas públicas de salud en territorio Waorani. 
 
La bioprospección fue invasiva y ocurrió en un contexto de colonización de la 
población y el territorio Waorani. Esta colonización provocó afectaciones a las instituciones 
sociales del pueblo indígena, entre ellas, la medicina ancestral. 
De los hechos se desprende que la bioprospección surgió como una propuesta de 
política pública de salud dentro del territorio Waorani. Esta política pública la impulsó la 
empresa Maxus junto con el Ministerio de Salud. Se observa además, que para la 
planificación, desarrollo e implementación de la política pública no intervino la nacionalidad 
Waorani, por lo que se vulneró su derecho a la consulta y consentimiento previo. 
Esta vulneración de derechos se constituyó en un mecanismo de control e interferencia 
directa sobre los cuerpos y las comunidades de los Waorani. A esto es lo que Foucault 
denomina como biopoder al existir un ordenamiento del espacio, una sugestión de 
comportamientos y la interferencia sobre los cuerpos mediante una gestión calculadora de la 
vida.121 
Para Claudio Lorenzo, esto se encasilla en los modelos de medicina social y las 
prácticas de salud colectiva que tienden a la expansión de ideas neoliberales en la medicina y 
el área de salud que se centra en el asistencialismo hospitalario para encontrar la cura 
individual mediante tecnologías duras comercializables y reduciendo a la medicina social a 
campañas vacunatorias y oferta de servicios de baja complejidad para las personas con 
escasos recursos económicos.122 
Frente a este control de los cuerpos surge la necesidad de una bioética para dirimir 
especialmente los conflictos éticos que se basan entre el prestador de servicios de salud y el 
paciente como sujetos libres e iguales123. Esta bioética es necesaria para la implementación 
de las políticas públicas de salud, en especial cuando está dirigida a los colectivos indígenas. 
                                                                                                                                                        
entendida como autonomía o como posibilidad de diseñar un plan vital y de determinarse según sus 
características (vivir como quiera). (ii) La dignidad humana entendida como ciertas condiciones materiales 
concretas de existencia (vivir bien). Y (iii) la dignidad humana entendida como intangibilidad de los bienes no 
patrimoniales, integridad física e integridad moral (vivir sin humillaciones)‖. 
121 Claudio Lorenzo, El sujeto en la colectividad y la colectividad en el sujeto: Desafíos para una 
bioética conectada a las formas cotidianas de vida, Módulo IV, Unidad 6. (Educación Permanente, redbioética, 
UNESCO: s/a), 3, <http://www.redbioetica-edu.com.ar>, info@redbioetica-edu.com.ar.  
122 Ibíd. 
123 Ibíd., 4.  
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Tradicionalmente, las políticas de salud siguen una lógica utilitarista en su 
planificación, que considera el balance entre costo y beneficio basado en las teorías 
neoliberales y desarrollado desde las clases dominantes. Entonces, el proceso de salud-
enfermedad se encuentra ligado a una visión higienista que implica que los grupos pobres son 
responsables de sus enfermedades y epidemias por su ignorancia. Por esta razón, bajo esta 
lógica utilitarista, la solución se encuentra en las clases dominantes.124 
Esta lógica no contiene un enfoque de diversidad cultural que ubique las necesidades 
de los grupos en los que se enfocan las políticas públicas de salud, que por lo general son los 
grupos en situación de vulnerabilidad. Como consecuencia, los conocimientos de la clase 
dominante se imponen al conocimiento ancestral sobre la comprensión del proceso de salud – 
enfermedad en el caso específico de los pueblos y nacionalidades indígenas. Como 
consecuencia se impone la reeducación de los comportamientos y la reorganización de las 
demandas que conllevan las políticas públicas de salud implementadas, lo cual genera la 
relación de poder de quienes establecen las políticas públicas sobre quienes serían los 
beneficiarios125. 
Para asegurar el enfoque de diversidad cultural en las políticas de salud es necesario 
establecer una bioética que verifique la medida en la que el individuo y su subjetividad estén 
contemplados en el planeamiento de las acciones de salud que llegan a la colectividad. Esto 
implica que la política de salud debe ser una construcción social que parta desde las 
comunidades y no solo de los expertos mediante un diálogo de saberes o a lo que hemos 
denominado como diálogo intercultural para pensar una acción conjunta.126 
Para mayor comprensión, Claudio Lorenzo manifiesta que para que exista este diálogo 
entre comunidad y expertos es necesario ubicar los tres tipos de pretensión de validez, que 
extrae de las reglas de argumentación de Habermas, y que la acción propuesta atienda al 
principio único de universalización que implica la libre aceptación de la comunidad 
implicada: la verdad proposicional, precisión normativa y autenticidad del agente127. Lorenzo 
señala que: 
 
La verdad proposicional exigiría que al anunciar un argumento conteniendo una 
verdad de naturaleza verificable, como las verdades científicas, el agente debería dar pruebas 
de la misma. La precisión normativa exigiría que el agente demostrase que la acción propuesta 
                                                 
124 Ibíd., 6. 
125 Ibíd., 7. 
126 Ibíd., 7, 9. 
127 Ibíd., 9 
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es capaz de ser absorbida por la cultura y por las normas de conductas inherentes a las formas 
de vida cotidianas locales. La autenticidad del agente exige que le demuestre estar abierto a la 
fuerza del mejor argumento, que él no esconda intereses del grupo y que no use estrategias 
ilegítimas del lenguaje como la mentira, la ofensa o la coacción.128 
 
En consecuencia, aplicando esto al caso particular de la comunidad Yawempare, se 
observa que la empresa Maxus y el Ministerio de Salud Pública implementaron una política 
de salud sin establecer un diálogo intercultural con las comunidades Waorani, entendiendo a 
este diálogo como la garantía al ejercicio del derecho a la consulta para obtener el 
consentimiento. 
Luego, la brigada médica de Maxus abordó a la comunidad Yawempare mediante 
estrategias ilegítimas de lenguaje como la mentira, al manifestar que la bioprospección 
tendría como finalidad el diagnóstico de enfermedades para un tratamiento con medicinas 
efectivas para las enfermedades diagnosticadas y el establecimiento de medidas de 
prevención, lo cual no ocurrió, puesto que la comunidad Yawempare no obtuvo el 
diagnóstico ni las medicinas, ni hubo campañas de prevención y las muestras de ADN fueron 
enviadas a laboratorios como Coriell; razón por la cual existe un vicio de consentimiento 
individual y una inexistencia del consentimiento de la comunidad porque la brigada médica 
actuó de mala fe al utilizar la mentira como estrategia ilegítima. 
Esta acción que no observó el diálogo cultural con la comunidad de Yawempare, restó 
libertad a la comunidad para ejercer su derecho a la autodeterminación, lo que conlleva 
definir su desarrollo, evaluar y buscar su bienestar mediante el cumplimiento de los rituales 
de su cultura y otras características necesarias desde un enfoque de diversidad cultural.129 
En conclusión, el Estado ecuatoriano y la Maxus adoptaron una política pública de 
salud y realizaron un bioprospección, en ambos casos sin garantizar el derecho a la consulta 
para lograr el consentimiento de la comunidad Yawempare. Con esta omisión, ejercieron un 
biopoder sobre la comunidad Yawempare, porque no se estableció un diálogo intercultural. 
En tal virtud, es necesario que el Estado implemente un diálogo intercultural mediante 
la garantía del derecho a la consulta para lograr el consentimiento, previo a adoptar cualquier 
política pública y previo a iniciar la bioprospección dentro del territorio Waorani. Si el 
Estado garantiza estos derechos, logrará que sus políticas públicas que intervengan en el 
                                                 
128 Ibíd. 
129 Ibíd., 10, 11. 
60 
 
territorio y la nacionalidad Waorani, tengan un enfoque de diversidad cultural para garantizar 
su derecho a la autodeterminación e identidad cultural.  
Solo la adopción de este enfoque garantizará un verdadero desarrollo de las 
comunidades de la nacionalidad Waorani como sujeto colectivo de derechos, mediante una 
participación activa en la toma de decisiones que puedan afectares culturalmente. Esta es la 
forma en la que el Estado debe garantizar el derecho a la salud de la nacionalidad Waorani. 
 
b. El biopoder y su afectación a la identidad cultural y autodeterminación. 
 
La identidad cultural implica que cada individuo tiene un sentido de pertenencia a un 
grupo social determinado, porque comparten rasgos culturales, costumbres, valores y 
creencias. No es un concepto fijo y se recrea individual y colectivamente independientemente 
de las fronteras o con directa vinculación con un territorio. Tiene una influencia continua en 
el exterior y surge por la oposición y como reafirmación frente al otro.130  
De acuerdo a la Constitución del Ecuador, en su artículo 57 numeral 1, la identidad es 
un derecho colectivo; como tal se relaciona con el derecho de autodeterminación de los 
pueblos, porque de acuerdo a este artículo, los pueblos indígenas tienen el derecho de tomar 
decisiones para fortalecer su identidad, y entre esas decisiones está la de mantener, 
desarrollar y fortalecer sus formas de organización social, sus tradiciones y su sentido de 
pertenencia, lo cual supone la potestad de auto organizarse y tomar decisiones que les 
incumbe sin que el Estado o terceras partes interfieran. 
Esta interferencia no se refiere a la posibilidad de que los pueblos puedan contar con 
presupuesto o ayuda estatal o de las terceras partes; estos supuestos no conllevan que terceras 
personas ajenas a los pueblos indígenas puedan interferir en las decisiones como la definición 
y elección de sus autoridades, la definición de sus prioridades de desarrollo, el 
establecimiento de programas educativos o de salud, lo cual se encuentra protegido en el 
Convenio 169 de la OIT bajo el principio de que los pueblos indígenas y tribales controlan su 
modo de vida.131 
                                                 
130 Olga Lucía Molano, La identidad cultural, uno de los detonantes del desarrollo territorial. 
Territorios con identidad cultural, (Territorios con identidad cultural, abril 2006), 6,  
<ecaths1.s3.amazonaws.com/historiaregional/1854370848.identidad-cultural-uno-de-los-detonantes-del-
desarrollo-territorial%20PARA%20REGIONAL.pdf>.   
131 Raquel Irigoyen, De la tutela indígena a la libre determinación del desarrollo, la participación, la 
consulta y el consentimiento. El derecho a la consulta previa en América Latina, El Otro Derecho No. 40 (Junio 
2009), 24-25,  <judeco.ilsa.org.co:/biblioteca/dwnlds/od/elotrdr040-raquel.pdf>.  
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En principio, el derecho a la identidad cultural tiene una relación con la 
autodeterminación de los pueblos; en tal virtud son derechos que tienen un vínculo estrecho 
con los de consulta y consentimiento. Por ese motivo, el derecho internacional de los 
derechos humanos considera que en los casos de explotación de recursos naturales que 
afectan sus territorios se afecta a la misma convivencia de los pueblos indígenas, como se 
desprende del caso Sarayaku contra Ecuador, o Saramaka contra Suriname que se analizarán 
con mayor detenimiento más adelante. 
En estas sentencias la Corte Interamericana de Derechos Humanos considera que 
existe una estrecha relación entre territorio y las nacionalidades indígenas; por tal razón, una 
intromisión en el territorio sin que medie una consulta previa, provoca la vulneración directa 
a los pueblos indígenas, más aún en los casos en que es obligatorio para el Estado obtener el 
consentimiento previo. Estas violaciones repercuten en la identidad de los pueblos y 
nacionalidades indígenas por la estrecha vinculación con su territorio. 
Esos mismos efectos son los que se producen frente a una bioprospección realizada sin 
un proceso de consulta previa, libre e informada, y sin obtener el consentimiento previo, libre 
e informado del pueblo indígena, puesto que parte de un proceso de dominación del 
investigador al objeto investigado. Es decir, se parte de una relación en la que no se reconoce 
al otro como sujeto, sino únicamente como un objeto de estudio del que puede obtener y 
apropiarse de las muestras de fluidos corporales para finalmente conseguir conocimiento 
científico y réditos económicos. 
Estas afectaciones a la identidad cultural ocurren también cuando los resultados de la 
bioprospección no son puestos en conocimiento de los pueblos indígenas y son utilizados en 
una investigación científica que posteriormente obtiene réditos económicos, y los mismos no 
son puestos a consideración de los pueblos indígenas dentro de un proceso de consulta y 
consentimientos previos, libres e informados. 
En ese mismo sentido, James Anaya al referirse al derecho a la autodeterminación de 
los pueblos indígenas que se desprende del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos y que ha hecho hincapié el Comité de Derechos Humanos, hizo énfasis en que: 
 
[…] su derecho a la determinación […] implica necesariamente el derecho de los 
pueblos indígenas a gestionar y regular el uso de sus recursos genéticos, conocimientos 
tradicionales y expresiones culturales, de conformidad con sus propias costumbres, leyes y 
tradiciones. Un elemento importante del control de los pueblos indígenas sobre sus recursos y 
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aspectos de su patrimonio cultural es el derecho a determinar en qué medida y bajo qué 
condiciones pueden acceder y usar otros dicha materia.132 
 
En este punto toman sentido las palabras de Laura Rival cuando se refiere a la 
importancia de la identidad de los pueblos indígenas con un significado político y económico. 
Ella manifiesta que:  
 
[..] los pueblos indígenas han exigido a los estados nacionales que respeten sus 
derechos a la subsistencia, incluso en regiones donde son numéricamente minoría. Además, 
han aprendido a usar su identidad indígena para añadir significado político y económico a sus 
reclamos, para lograr reconocimiento legal del Estado a sus derechos a la tierra y a los 
recursos.133 
 
Cabe destacar que las afectaciones a la identidad cultural y autodeterminación de la 
nacionalidad Waorani no iniciaron con la bioprospección; este procedimiento lo único que 
hizo es profundizar la afectación al reafirmar una relación de dependencia o de dominación 
en el ámbito de la salud que inició con la colonización que fomentó el Estado ecuatoriano. 
Esto implica que la nacionalidad Waorani se encontraba dentro de un proceso de 
quebrantamiento de identidad o lo que denomina Darcy Ribeiro como el cuerpo mítico tribal 
al referirse al conjunto de creencias que explican el origen del universo y de la misma 
comunidad. Ribeiro sostienen que el cuerpo mítico tribal de los colectivos indígenas puede 
quebrantarse por varias causas: i) una migración a un hábitat completamente diferente, ii) la 
dominación de otro grupo; o iii) cualquier transformación violenta que invalide su mitología 
y conlleve la necesidad de redefinir su cuerpo mítico tribal.134  
En el caso concreto el quebrantamiento de la identidad cultural de los Waoranis se 
produce por la dominación y las transformaciones violentas que han invalidado sus 
instituciones sociales, económicas, políticas y religiosas. Esto se produce por: i) la presencia 
de una política económica del Estado ecuatoriano que consideró a la Amazonía como un 
terreno baldío lleno de recursos naturales a explotar; ii) la implementación de un proceso 
                                                 
132  Comité Intergubernamental sobre Propiedad Intelectual y Recursos Genéticos, Conocimientos 
Tradicionales y Folclore, ―Examen técnico de algunas cuestiones esenciales de propiedad intelectual de los 
proyectos de instrumentos de la OMPI relativos a los recursos genéticos, los conocimientos tradicionales y las 
expresiones culturales tradicionales, realizado por el profesor Anaya‖, WIPO/GRTKF/IC/29/INF/10. 11 de 
enero de 2016, 3. 
133 Laura M., Rival. Transformaciones Huaoranis. Frontera, cultura y tensión, Primera edición, (Quito: 
Universidad Andina Simón Bolívar, Sede Ecuador, Latin American Centre, University of Oxford, Ediciones 
Abya Yala, 2015), 11. 
134 Darcy Ribeiro, Fronteras indígenas de la civilización.(México: Siglo xxi editores, 1971), 267, 268.  
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sistemático de desaparición y desintegración de la nacionalidad por medio de acciones de 
asimilación cultural, aculturación, transfiguración étnica, etnocidio y deculturación; y iii) la 
falta de políticas estatales y mecanismos de protección a los pueblos y nacionalidades 
indígenas frente al contacto con las empresas petroleras, misiones religiosas y colonos, 
especialmente la adopción de mecanismos de prevención de salud. 
Esto implicó que los Waorani cambien sus estructuras sociales, económicas y 
políticas. Por ejemplo, cambiaron su forma de cazar al implementar el uso de escopetas y 
perros. Dejaron de ser senderistas para asentarse en las cercanías a los ríos. Es decir, se 
produjo un genocidio cultural que implicó la destrucción de sus instituciones políticas y 
sociales, se sometió su territorio, se desplazó a su población y restringió su movimiento 
dentro de su territorio por la presencia de las empresas petroleras. 
La biorprospección se dio en este contexto que inició el Instituto Lingüístico de 
Verano, por el cual se provocó la ruptura y suspensión de algunas instituciones sociales y la 
imposición de otras, entre las que se destaca la adopción de una economía de mercado y la 
desvalorización de su medicina ancestral.135 
La adopción de una economía de mercado provocó que los Waorani dependan del ILV 
y las petroleras para satisfacer sus necesidades. La desvalorización de su medicina ancestral 
implicó que crean en los ofrecimientos de que la extracción de sus fluidos sanguíneos era 
necesaria para que las comunidades recuperen la salud por la epidemia de enfermedades que 
hasta ese entonces desconocían como la polio, gripes y paludismo. 
 
Los Waorani dejaron de buscar en la selva la solución a sus enfermedades porque el 
ILV administraba las vacunas y medicinas necesarias para las curaciones. Para acceder a estas 
medicinas debían pagar con dinero, lo que dio como resultado la necesidad de trabajar en las 
empresas petroleras. Es así que el mismo ILV se encargó durante la década de los 70 de ubicar 
a varios hombres Waorani como empleados de las petroleras, en otros casos formaron sus 
comunidades alrededor de los campamentos petroleros, y en fin, se creó una relación de 
dependencia con estas empresas.136 
 
En definitiva, el Estado debe considerar que la bioprospección es parte de las acciones 
que provocaron graves repercusiones a la identidad colectiva de una nacionalidad indígena. 
                                                 
135 Alex Rivas Toledo y Rommel Lara Ponce. Conservación y Petróleo en la Amazonía Ecuatoriana. 
Un acercamiento al caso huaorani. (Quito: EcoCiencia/Abya-Yala, 2001), 33. 
136 Alexandra Almeida, José Proaño. Tigre, águila y waorani. Una sola selva, una sola lucha. La deuda 
ecológica de las transnacionales petroleras con el pueblo waorani y el Parque Nacional Yasuní.(Quito: Acción 
Ecológica, 2008), 28 – 29. 
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Es en razón de este derecho que se resalta la importancia de que el Estado adopte políticas 
que protejan a los colectivos indígenas, y que dentro de estas políticas se desarrollen 
mecanismos para garantizar el derecho a la consulta y al consentimiento previo, libre e 
informado. 
Debo resaltar que considero que la identidad cultural es dinámica, sin embargo, 
existen procesos que al anular una determinada forma de identidad cultural provocan menor 
autonomía de los colectivos indígenas para decidir sobre su plan de vida. En esta medida es 
lo que debe determinarse las violaciones del derecho colectivo a la identidad cultural para 
definir los mecanismos de reparación y protección a un determinado colectivo. 
2.3. La consulta y consentimiento previo, su contenido esencial y el uso de la 
interpretación evolutiva de los derechos. 
En los acápites anteriores se hizo referencia a los derechos a la consulta previa y 
consentimiento previo, y su relación con los derechos a la autodeterminación y a la identidad 
cultural de los pueblos indígenas. En este apartado se hará referencia al contenido esencial de 
estos derechos colectivos que se encuentran reconocidos en la Constitución de la República 
del Ecuador, la Convención Americana de Derechos Humanos y la Convención 169 de la 
Organización Internacional del Trabajo. 
Posteriormente se realizará un análisis de la importancia de utilizar una interpretación 
evolutiva y un análisis de la jurisprudencia que desarrolla estos derechos para que protejan 
las distintas dimensiones de la realidad. 
2.3.1. Contenido esencial del derecho a la consulta previa, libre e informada y su 
relación con el derecho al consentimiento previo, libre e informado de los pueblos 
indígenas. 
La Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 57 numeral 7 establece a 
la consulta previa, libre e informada como un derecho colectivo. El mencionado artículo 
dispone: 
 
Se reconoce y garantizará a las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades 
indígenas, de conformidad con la Constitución y con los pactos, convenios, declaraciones y 
demás instrumentos de derechos humanos, los siguientes derechos colectivos: 
[…] 7. La consulta previa, libre e informada, dentro de un plazo razonable, sobre 
planes y programas de prospección, explotación y comercialización de recursos no renovables 
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que se encuentren en sus tierras y que puedan afectarles ambiental o culturalmente; participar 
en los beneficios que esos proyectos reporten y recibir indemnizaciones por los perjuicios 
sociales, culturales y ambientales que les causen. La consulta que deban realizar las 
autoridades competentes será obligatoria y oportuna. Si no se obtuviese el consentimiento de 
la comunidad consultada, se procederá conforme a la Constitución y la ley. 
 
Este derecho se encuentra también en dos de los instrumentos internacionales que ha 
suscrito el Estado ecuatoriano, la Convención Americana de Derechos Humanos y la 
Convención 169 de la OIT. De estos instrumentos internacionales también se desprende el 
derecho al consentimiento previo, libre e informado de acuerdo a lo que establece la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. 
La Corte Interamericana realiza una lectura de los instrumentos internacionales a la 
luz de lo que establece la Convención Americana de Derechos Humanos para definir los 
elementos que constituyen al derecho a la consulta y establecer los casos en los cuales los 
Estados deben alcanzar el derecho al consentimiento previo. 
Para definir el contenido esencial de los derechos es necesario partir de la definición 
de Pedro Serna y Fernando Toller. Los autores manifiestan que el contenido esencial 
corresponde a una forma de interpretación de los derechos fundamentales por la cual se 
determina el fundamento de la norma desde una interpretación teleológica y sistemática137. 
Estos autores consideran que los derechos no tienen jerarquías; razón por la cual para 
determinar el contenido esencial de los derechos en conflicto no se debe partir de que existe 
una colisión entre ambos derechos, sino que corresponde determinar las formas de 
compatibles que observen el núcleo esencial de cada uno de los derechos, de forma que se 
aplique la solución más ajustada a la posible controversia. Esta solución deber ser la que 
observe que no se limite el ejercicio legítimo de esos derechos, es decir, que el núcleo 
esencial no se reduzca y no sea cambiado para no afectar su naturaleza.138 
Para lograr ese resultado sostienen que es necesario que se vea a los derechos como 
facultades orientadas por un fin en el marco de la convivencia social, y que por tal motivo 
coexisten de manera armónica. Asimismo, el contenido esencial es una garantía de 
inalterabilidad de los derechos desde una perspectiva absoluta, por la cual el núcleo del 
                                                 
137 Pedro Serna, Fernando Toller, La interpretación de los derechos fundamentales. (Buenos Aires: La 
Ley, 2000), 41, 42. 
138 Ibíd. 
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derecho es indisponible por el legislador; y desde otra perspectiva relativa, por la cual se 
justifican restricciones al derecho recurriendo al principio de proporcionalidad.139 
Igualmente, el Tribunal Constitucional de España ubica dos vías compatibles y 
complementarias para determinar el contenido esencial de los derechos. 
Por un lado, acude a la naturaleza jurídica al ubicar las facultades o posibilidades de 
actuación necesarias para que el derecho sea recognocible y sin las cuales se desnaturaliza y 
deja de ser ese tipo de derecho. Asimismo, trata de identificar los intereses jurídicamente 
protegidos como núcleo y médula de los derechos subjetivos; en consecuencia, busca 
identificar el contenido esencial absoluto y necesario para que los intereses jurídicamente 
protegidos den vida al derecho y resulten real, concreta y efectivamente protegidos. Como 
consecuencia, si se rebasa su contenido esencial, estos intereses quedan desprotegidos y el 
derecho se vuelve impracticable140. 
En definitiva, el núcleo esencial que se plantea es aquel determinable con 
razonabilidad que no desnaturaliza el derecho, que permite un ejercicio razonable de un 
derecho, que una vez que se ha definido en lo concreto se constituye en absoluto, 
inexcepcionable y no puede dejarse de lado por razones utilitarias, y que debe ajustarse con 
relación a otros bienes jurídicos141. 
Para determinar el contenido esencial del derecho a la consulta es necesario ubicar sus 
facultades o posibilidades de actuación que corresponden a los intereses jurídicamente 
protegibles. De acuerdo a la Corte Interamericana, en su sentencia en el caso del pueblo 
indígena de Sarayaku establece que los intereses jurídicamente protegibles son la propiedad 
colectiva y la identidad cultural. 
En el primer caso, la Corte Interamericana se refiere a la conexión intrínseca existente 
entre pueblos indígenas y sus territorios; razón por la cual es esencial proteger su derecho a la 
propiedad colectiva, uso y goce para garantizar su supervivencia física y cultural, así como su 
modo de vida y su desarrollo y continuidad de su cosmovisión como pueblo indígena.142 
En el segundo caso, la Corte se refiere a la importancia de la consulta para garantizar 
la identidad cultural de los pueblos indígenas. En los primeros párrafos se refiere al nexo 
existente entre territorio e identidad cultural; razón por la cual, toda afectación al territorio 
afecta también a su identidad cultural. En consecuencia, cuando define a la identidad cultural 
                                                 
139 Ibíd., 41, 42, 45. 
140 Ibíd., 48, 49. 
141 Ibíd., 47. 
142 Corte IDH. Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador. Sentencia de 27 de junio de 
2012, párr. 146. 
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como un derecho fundamental y de naturaleza colectiva de las comunidades indígenas, se 
refiere ampliamente a que los Estados tienen la obligación de consultar sobre asuntos que 
incidan o puedan incidir en su vida cultural y social, aplicando el considerando quinto de la 
Convención N° 169 de la OIT.143 
Asimismo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos establece que la consulta es 
un derecho de participación efectiva, activa, informada, de comunicación constante y que 
debe realizarse de acuerdo a las costumbres y tradiciones del pueblo indígena. Su realización 
debe ser de carácter previo, en observancia al principio de buena fe, y con la finalidad de 
obtener acuerdos. El Estado tiene la obligación de asegurarse que los miembros del pueblo 
indígena conozcan los beneficios y riesgos de las actividades que se realizarán en sus 
territorios para que evalúen si aceptan o no el plan de desarrollo o inversión. En definitiva, la 
consulta no constituye un mero procedimiento que se realiza únicamente cuando surja la 
necesidad de obtener la aprobación de la comunidad.144 
Al respecto, se ubican tres salvaguardias para proteger los bienes jurídicamente 
protegidos por el derecho a la consulta. Primero, se observa que existe un derecho a ser 
consultados cuando se trate de planes y programas de prospección, explotación y 
comercialización de recursos  no renovables que se encuentren en sus tierras y que puedan 
afectarles en la dimensión ambiental o cultural. En consecuencia, el territorio y la identidad 
cultural de los pueblos indígenas son los intereses jurídicamente protegibles. 
Segundo, la participación en los beneficios de estos proyectos también se constituye 
en una facultad de los pueblos indígenas y que se relaciona a la protección del territorio e 
identidad como bienes jurídicos protegibles. 
Tercero, la Constitución se refiere a la obligatoriedad y oportunidad con la que la 
autoridad competente debe realizar la consulta, que está relacionado a su carácter previo, 
como elementos sin los cuales se desnaturalizaría al derecho. Igualmente, las característica de 
libertad que implica que no debe existir coerción o uso de la fuerza, y la de información, por 
la cual debe incluirse los beneficios y perjuicios que ocasionaran las actividades dentro de los 
territorios de los pueblos indígenas. 
Adicionalmente se observa que el consentimiento previo no es una característica del 
derecho a la consulta previa aplicable en todos los casos. Incluso, la Constitución de la 
República del Ecuador la señala como una característica que no es indispensable; razón por la 
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cual, de no contarse con el consentimiento debe procederse de acuerdo a la Constitución de la 
República del Ecuador y la ley. 
Sin embargo, la Constitución no debe leerse como una norma que existe sola en el 
ordenamiento jurídico ecuatoriano, puesto que se encuentra dentro de un sistema de derechos 
a nivel nacional e internacional. En ese sentido, es necesario acudir a otros instrumentos para 
establecer la relación que tienen el consentimiento previo, libre e informado dentro del 
ejercicio del derecho a la consulta previa. En consecuencia, es necesario identificar el 
contenido esencial del derecho a la consulta de acuerdo a los instrumentos internacionales de 
derechos humanos. 
La línea jurisprudencial de la Corte Interamericana de Derechos Humanos desde el 
caso de Saramaka contra Suriname hasta el caso Sarayaku contra Ecuador es que los Estados 
tienen el deber convencional de cumplir con ciertas salvaguardias previo a explorar o extraer 
recursos naturales que se encuentran en los territorios ancestrales, de forma que estas 
actividades no impliquen la denegación a la subsistencia del pueblo como tal. Es decir, que 
no afecte su territorio y no afecte su identidad cultural. 
Las salvaguardias que se identifican son las siguientes: a) efectuar un proceso 
adecuado y participativo que garantice su derecho a la consulta, especialmente en los casos 
de planes de desarrollo o de inversión a gran escala; b) la realización de un estudio de 
impacto ambiental; y c) compartir razonablemente los beneficios que se produzcan de la 
explotación de los recursos naturales, de manera que se constituya en una justa 
indemnización conforme a lo que establece el artículo 21 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos y de acuerdo a lo que la comunidad determine y resuelva según sus 
costumbres y tradiciones145. 
En definitiva, la Corte Interamericana establece que al afectarse estas características, 
se desnaturaliza el derecho a la consulta previa puesto que no protege los bienes jurídicos del 
territorio e identidad cultural.  
Asimismo, la Corte se refirió al consentimiento previo en el caso del Pueblo Saramaka 
contra Suriname y que se mantiene en las últimas de sus sentencias. La Corte establece que 
los Estados tienen la obligación de consultar a los pueblos indígenas, y adicionalmente, 
obtener el consentimiento previo, libre e informado de acuerdo a las costumbres y tradiciones 
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cuando se trate de planes de desarrollo o inversión a gran escala y que el impacto sea 
mayor.146 
Adicionalmente, para el Relator de Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos 
Indígenas existen dos situaciones adicionales, por las cuales los Estados tienen la obligación 
jurídica de obtener el consentimiento de los pueblos indígenas que podrían verse afectados al 
adoptarse una decisión: i) en el caso que el proyecto provoque el traslado del pueblo o 
comunidad fuera de sus tierras tradicionales; y ii) en el caso que se almacene o vierta 
desechos tóxicos en las tierras del pueblo o comunidad indígena147. 
De este contenido esencial de los derechos a la consulta y al consentimiento se 
observa que no se consideran los casos de bioprospección a los pueblos indígenas, menos aún 
los casos en los cuales se trate de comercializar o patentar los resultados de la 
bioprospección.  
Al identificarse este vacío en los instrumentos nacionales e internacionales es 
considerable que existan situaciones en las cuales los Estados no han encontrado un 
fundamento para garantizar el ejercicio de los derechos colectivos analizados; razón por la 
cual, se evidencia la necesidad de aplicar una interpretación evolutiva para proteger los 
derechos a la consulta y consentimiento en los procesos de bioprospección. 
2.3.2. Interpretación evolutiva de los derechos colectivos. 
De acuerdo a Mario Melo, la interpretación evolutiva se ha desarrollado en las 
decisiones que han adoptado los órganos del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, 
que han recurrido a la noción de progresividad de los derechos humanos para dotar de sentido 
y alcance a los derechos contenidos en la Convención Americana de Derechos Humanos. 
Esta interpretación tiene su base en tres criterios: i) la polisemia de los términos 
jurídicos que se emplean en la redacción de un instrumento de derechos humanos, los cuales 
tienen un significado, sentido y alcance autónomos, que no son equiparables a los que puedan 
tener en el derecho interno; ii) los instrumentos de derechos humanos son instrumentos vivos, 
por lo cual su interpretación no es rígida ni estática, puesto que deben interpretarse de 
acuerdo a la evolución de las condiciones de vida; y iii) la integración del corpus juris del 
                                                 
146 Corte IDH. Caso del Pueblo Saramaka vs. Suriname. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2007. Serie C No. 172, párrafo 134. 
147  James Anaya. Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales indígenas: Promoción y protección de todos los derechos humanos, civiles, políticos, 
económicos, sociales y culturales, incluido el derecho al desarrollo. (New York: Consejo de Derechos Humanos, 
Naciones Unidas, A/HRC/12/34, 2009), párrafo 47. 
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derecho internacional de los derechos humanos, que implica que existe una integralidad que 
tiene que observarse para considerar las cuestiones a examinarse en el marco de la evolución 
de los derechos humanos en el sistema de derecho internacional.148 
De acuerdo a este argumento, los instrumentos del corpus juris de los derechos 
humanos son considerados como instrumentos vivos que se alimentan del contenido de otros 
instrumentos de derechos humanos; además, su interpretación debe adecuarse a los tiempos 
actuales como lo hizo la Corte Interamericana en relación al artículo 21 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, por el cual estableció que este artículo también se refiere 
al derecho a la propiedad colectiva. 
En el caso particular de los derechos a la consulta y consentimiento previos se observa 
que los intereses jurídicos a proteger son el territorio y la identidad cultural de los colectivos 
indígenas. Así, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso del Pueblo 
Saramaka es clara al establecer que la obligación de alcanzar el consentimiento surge cuando 
el proyecto de desarrollo o inversión a gran escala afecte la integridad de las tierras y los 
recursos naturales dentro del territorio colectivo149. 
Bajo estos parámetros, el núcleo esencial de los derechos a la consulta y 
consentimiento previo no alcanzaría para que el Estado garantice su ejercicio en los casos de 
bioprospección o de la implementación de políticas públicas de salud que les afecten 
culturalmente a los pueblos indígenas. 
Sin embargo, la consulta previa debe entenderse como la implementación de un 
diálogo intercultural entre dos culturas diferentes que no tienen una relación de dominio entre 
ellas; esto dentro de un Estado como el ecuatoriano que se reconoce como un Estado 
intercultural y plurinacional de acuerdo al artículo 1 de su Constitución del Ecuador.  
Entonces, si el Estado no garantiza el derecho a la consulta entablará una relación de 
dominio sobre los pueblos indígenas que anulará su derecho a la autodeterminación, lo cual 
se denomina como proceso de colonización que conlleva conductas asistencialistas, 
paternalistas y racistas.  
En consecuencia, en atención a la realidad actual, el núcleo esencial del derecho a la 
consulta protege a los pueblos indígenas de las conductas racistas que anulan o menoscaban 
su derecho a la autonomía. Por tal motivo, una bioprospección o una política pública 
                                                 
148  Mario Melo. ―Últimos avances en la justiciabilidad de los derechos indígenas en el sistema 
interamericano de derechos humanos. Sur- Revista Internacional de Derechos Humanos, No. 4 (Año 3, 2006): 
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149 Corte IDH. Caso del Pueblo Saramaka vs. Suriname. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones 
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impuesta no garantizan el diálogo intercultural por lo que conlleva la aplicación de conductas 
asistencialistas, paternalistas y racistas y por consiguiente contrarían el espíritu del Convenio 
169 de la OIT. 
De esta forma, el artículo 57 numeral 7 de la Constitución del Ecuador debe leerse 
atendiendo al espíritu del Convenio 169 de la OIT y atendiendo a la evolución de las 
condiciones de vida para fortalecer la autodeterminación de los pueblos indígenas para 
impedir la realización de las acciones racistas que menoscaben su identidad cultural. 
En relación al derecho al consentimiento, la regla general es que su obtención es 
obligatoria por el carácter invasivo de las actividades de extracción de recursos naturales no 
renovables y al afectar el derecho al territorio y menoscabar el derecho a la identidad cultural 
de los pueblos indígenas. 
De acuerdo a este análisis, el núcleo esencial del derecho al consentimiento no sería 
aplicable a los casos de bioprospección y de adopción de políticas públicas dentro del 
territorio de un pueblo indígena. Sin embargo, es necesario plantear que si el Estado aplica 
únicamente el consentimiento relacionado al derecho a la salud no atiende al enfoque de 
diversidad cultural, y por ende no entabla el diálogo intercultural necesario que implica la 
garantía al ejercicio del derecho a la consulta. 
En tal virtud, el Estado ejerce un biopoder al permitir la bioprospección y al adoptar 
una política pública de salud sin establecer un diálogo intercultural para obtener el 
consentimiento. El ejercicio de este biopoder es un control en las vidas de los pueblos 
indígenas, por lo que tiene un carácter invasivo en su autodeterminación y menoscaba su 
identidad cultural de acuerdo a la realidad actual que debe atender la Constitución de la 
República del Ecuador en su artículo 57 numeral 7. 
En ese sentido, el núcleo esencial del consentimiento debe abarcar los casos de 
bioprospección y adopción de políticas públicas dentro de los territorios de los pueblos y 
nacionalidades indígenas para atender al mejor sentido y alcance del carácter invasivo de las 
actividades realizadas en los territorios de los colectivos indígenas y para interpretar este 
derecho de acuerdo a la evolución de las condiciones de vida. 
Esta interpretación también se fundamenta en el principio de dignidad como cláusula 
abierta de derechos, y en atención a la interpretación más favorable del derecho a la consulta 
y consentimiento contenido en el artículo 6 literal a) y numeral 2 del Convenio 169 de la 
OIT, por la cual para proteger los derechos a la autodeterminación y a la identidad cultural de 
los pueblos indígenas es necesario que el Estado garantice los derechos a la consulta y que 
obtenga su consentimiento. 
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En conclusión, la interpretación del artículo 57 numeral 7 de la Constitución de la 
República del Ecuador150  debe leerse en relación a los numerales 1, 2 y 12 del mismo 
artículo. Esta interpretación atiende a la integralidad del cuerpo normativo, al significado de 
los términos jurídicos que utiliza la Constitución, a la adecuación de la interpretación en 
relación a la evolución de las condiciones de vida y a la integración del corpus juris del 
derecho internacional de los derechos humanos de acuerdo a la evolución de los derechos 
humanos en el sistema de derecho internacional. 
Entonces see desprende que la brigada médica de Maxus realizó un contacto con la 
comunidad Yawempare en territorio Waorani para realizar una bioprospección con fines 
diferentes a los que se informaron, lo que constituyó en violaciones a los derechos colectivos 
a la identidad cultural y autodeterminación de la comunidad, puesto que el Estado, por medio 
de sus instituciones públicas (Ministerio de Salud Pública, Ministerio de Recursos Naturales 
no Renovables, Ministerio de Justicia, Petroecuador) no garantizó los derechos a la consulta y 
consentimiento previo establecidos en el artículo 57 numeral 7 de la Constitución de la 
República del Ecuador en relación a los numerales 1, 2 y 12 del mismo artículo, y aplicación 
del enfoque de diversidad cultural contenido en el artículo 11 numeral 2 de la Constitución. 
Igualmente, estas instituciones públicas, junto con la compañía Maxus, generaron, 
implementaron y ejecutaron una política pública de salud en el territorio Waorani sin 
garantizar los derechos a la consulta y consentimiento previos de acuerdo al artículo 57 
numerales 1, 2, 7 y 12 de la CRE en conexión con el artículo 11.2 de la CRE que se refiere al 
principio de no discriminación. 
El Instituto Coriell recibió muestras de ADN de la Nacionalidad Waorani sin 
demostrar su procedencia, las mantiene en su laboratorio y ha repartido a algunas 
instituciones sin generar un proceso de consulta y consentimiento previo en aplicación del 
artículo 57 numerales 1, 2, 7 y 12 de la CRE en conexión con el artículo 11.2 de la CRE que 
se refiere al principio de no discriminación. 
                                                 
150 CRE. ―Art. 57.- Se reconoce y garantizará a las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades 
indígenas, de conformidad con la Constitución y con los pactos, convenios, declaraciones y demás instrumentos 
internacionales de derechos humanos, los siguientes derechos colectivos: […] 7. La consulta previa, libre e 
informada, dentro de un plazo razonable, sobre planes y programas de prospección, explotación y 
comercialización de recursos no renovables que se encuentren en sus tierras y que puedan afectarles ambiental o 
culturalmente; participar en los beneficios que esos proyectos reporten y recibir indemnizaciones por los 
prejuicios sociales, culturales y ambientales que les causen. La consulta que deban realizar las autoridades 
competentes será obligatoria y oportuna. Si no se obtuviese el consentimiento de la comunidad consultada, se 
procederá conforme a la Constitución y la ley.‖ 
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La violación de los derechos a la consulta y consentimiento deben leerse en 
concordancia con lo establecido en el artículo 6 literal a) y numeral 2 del Convenio 169 de la 
OIT. 
Finalmente, el Estado ecuatoriano, por intermedio de sus instituciones públicas 
(Ministerio de Justicia, Ministerio de Recursos Naturales no Renovables, Presidencia de la 
República) establecieron una política económica de extracción de recursos naturales que 
implicó la colonización del territorio y de la nacionalidad Waorani, lo cual provocó la 
anulación de su derecho a la autodeterminación, limitó su derecho al territorio y afectó su 
derecho a la identidad cultural de acuerdo a los numerales 1, 2, 7 y 12 del artículo 57 de la 
CRE en conexión con el artículo 11.2 de la CRE que se refiere al principio de no 
discriminación. 
Para exigir la reparación de las violaciones a los derechos a la consulta, 
consentimiento, identidad  cultural y autodeterminación de la comunidad Yawempare es 
necesario establecer una estrategia de exigibilidad de derechos. La forma de reparación debe 
seguir un proceso de consulta y consentimiento de acuerdo al estándar del artículo 57 
numeral 7 de CRE, para fortalecer la identidad cultural y recuperar el derecho a la 
autodeterminación de la comunidad Yawempare; igualmente, la reparación debe considerar la 
suspensión de las acciones colonizadoras emprendidas en el territorio Waorani. 
Como parte de la reparación, la autoridad judicial también debe incluir la obligación 
para el Estado de adoptar los mecanismos necesarios y efectivos para garantizar la no 
repetición de estos hechos, de forma que se proteja a la comunidad Yawempare, a otras 
comunidades Waorani e incluso a los pueblos no contactados como los Tagaeri y 
Taromenane frente a hechos similares. Para que estos mecanismos sean efectivos deben 
realizarse mediante procesos que garanticen la consulta y el consentimiento de las 
comunidades Waorani. 
Igualmente, la autoridad judicial debe disponer al Estado ecuatoriano la creación de 
una comisión de la verdad con el objeto de determinar los hechos que violaron los derechos a 
la autodeterminación e identidad cultural de la nacionalidad Waorani, en el contexto de 
colonización que emprendió el Estado para implementar la política económica de extracción 
de recursos naturales en el territorio Waorani. Dentro de la misión de esta comisión debe ser 
la de obtener un informe antropológico cultural y de salud que detalle las violaciones de 
derechos colectivos que sufrió la nacionalidad Waorani durante el proceso de colonización. 
Para exigir al Estado que reconozca la violación de los derechos y repare 
integralmente los derechos violados, es necesario recorrer a una estrategia jurídica 
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acompañada de otras estrategias complementarias, lo cual se desarrollará en el siguiente 
capítulo. 
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Capítulo tercero.  
Estrategia de litigio para garantizar el derecho al consentimiento 
previo de la nacionalidad Waorani. 
En este capítulo se desarrolla la estrategia de litigio para garantizar los derechos 
colectivos de la comunidad Yawempare. Para ello, es necesario identificar que este caso es 
un leading case, puesto que cumple con ciertas características que permite el desarrollo de 
jurisprudencia sobre los derechos colectivos. 
Luego, se desarrollará las razones por las cuales se considera que la acción de 
protección es la estrategia de litigio efectiva para exigir el reconocimiento de violación de los 
derechos colectivos; para lo cual es necesario acudir a la Constitución de la República del 
Ecuador y la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional en lo 
pertinente a las garantías jurisdiccionales efectivas para este tipo de casos. 
Una vez ubicada la estrategia de litigio es necesario establecer una estrategia integral 
para sostener el litigio y obtener resultados efectivos; para lo cual se analizará cómo integrar 
al litigio otras estrategias como la de comunicación, educación, social, política y financiera. 
3.1. ¿Por qué es un leading case?: Identificación de los elementos del caso para un litigio 
estratégico. 
Para definir al presente caso como un leading case utilizaré el concepto del Centro de 
Estudios Legales y Sociales (en adelante ―CELS‖). En su publicación, CELS identifica que 
los leading cases permiten develar: i) los patrones de conductas ilegales; ii) las estructuras 
que permiten la violación sistemática de los derechos humanos; e iii) indagar los espacios 
habilitados y cerrados para la satisfacción de los más amplios estándares de protección de los 
derechos151.  
En ese sentido, el caso de la bioprospección a la comunidad Yawempare presenta un 
contexto de colonización que impulsó el Estado ecuatoriano y vulneró los derechos 
colectivos de la nacionalidad Waorani. Las acciones implementadas dentro de este contexto 
de colonización son parte de un genocidio cultural, como se analizó en los capítulos 
anteriores y que puede ser objeto de estudio de una comisión de la verdad como se propone 
en el segundo capítulo.  
                                                 
151 Litigio estratégico y derechos humanos. La lucha por el derecho (Buenos Aires: Siglo Veintiuno 
Editores, 2008), 17- 21 en <www.cels.org.ar/common/documentos/la_lucha.pdf> 
77 
 
Entre las acciones que corresponden a los patrones de conductas ilegales en el caso 
encontramos a las siguientes: i) el ILV hizo salir a las comunidades Waorani de su territorio 
para vivir en el protectorado para su evangelización, y les enseñaron que debían abandonar el 
mundo salvaje en el que vivían; ii) el ILV adoctrinó a los Waorani hasta que asimilaron otras 
instituciones sociales y religiosas y abandonaron sus costumbres porque les enseñaron que 
eran salvajes; iii) el ILV creó una relación de dependencia para que los Waorani reciban 
bienes y servicios de la misión religiosa. Las empresas petroleras como la MAXUS 
adoptaron luego esta estructura; iv) El ILV les hizo adoptar la institución del matrimonio 
monogámico, con lo que los Waorani tuvieron que encontrar otras formas para generar las 
alianzas. Durante este aprendizaje, el ILV se constituyó en el interlocutor de las comunidades 
Waorani para la firma de convenios de pacificación con las empresas petroleras. 
Estas acciones ocurrieron en el contexto de colonización y corresponden a la 
estructura que permite la violación de los derechos colectivos de la nacionalidad Waorani, 
como es el caso de la bioprospección que realizaron los médicos de la brigada de Maxus. 
Igualmente, el litigio en este caso permitirá establecer los espacios habilitados y 
cerrados para garantizar los derechos a la consulta y consentimiento previo, el derecho a la 
autodeterminación y a la identidad cultural desde un enfoque de diversidad cultural. 
Al respecto, es necesario mencionar que este caso se encuentra dentro de un contexto 
en el que la sociedad busca descifrar la secuencia genética humana por los avances 
científicos; y es de mayor interés, obtener la secuencia genética de los pueblos indígenas, 
incluyendo los de la Amazonía por su diversidad. Así, la bioprospección se convierte en una 
acción de colonización sobre el patrimonio genético de un pueblo indígena cuando esta se la 
realiza sin mediar una consulta para obtener el consentimiento. 
Existen casos similares de bioprospección a pueblos indígenas. En el estudio de la 
SENESCYT se citan algunos casos (ver Anexo 7: Informe de la SENESCYT), como el de los 
Yanomami en Venezuela y Brasil en 1967, en el que el genetista James Neel y el antropólogo 
Napoleón Chagnon, ambos de Estados Unidos, investigaron el aislamiento geográfico y el 
trayecto de migración humana hacia el continente americano en la era del Hielo mediante la 
generación de un mapa de ADN de los Yanomamis.152 
En este caso, se habría engañado al pueblo indígena y se les habría entregado armas y 
otros objetos para que se sometan a la investigación; sin embargo, en ningún momento 
habrían solicitado la autorización de los gobiernos de Brasil y Venezuela. Brasil solicitó la 
                                                 
152 SENESCYT, ―Informe preliminar técnico científico del caso ADN de los Waorani‖, 44, 45. 
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devolución de las muestras a cinco universidades norteamericanas, quienes devolvieron al 
gobierno mediante la firma del ―Acuerdo de Transferencia de Material‖ entre el Ministerio 
Público de Brasil y cinco universidades estadounidenses, la Universidad de Pensilvania, 
Instituto del Cáncer, Universidad Binghamton, Universidad de California en Ivirne y 
Universidad Estatal de Ohio. En relación a los investigadores, de acuerdo al SENESCYT, no 
habrían recibido ninguna sanción.153 
El caso del pueblo Havasupai ubicado en el Gran Cañón de Colorado en Estados 
Unidos, en el que los investigadores de la Arizona Bord of Regents de la Universidad del 
Estado de Arizona, tomaron muestras de fluidos sanguíneos para buscar los altos niveles de la 
diabetes en la comunidad. Estos hechos ocurrieron en el año de 1990, y la comunidad 
demandó a la universidad puesto que las muestras se utilizaron para investigaciones 
diferentes a las negociadas, como la esquizofrenia, alcoholismo, migraciones, y los resultados 
de la investigación negociada no se devolvieron a la comunidad.154 
Por acuerdo judicial en el 2010, la Universidad indemnizó a los indígenas del pueblo 
Havasupai, devolvieron las muestras de los fluidos sanguíneos y de las investigaciones 
realizadas sin autorización del pueblo indígena, y se comprometieron a apoyar a la 
comunidad mediante becas y otro tipo de asistencia. Asimismo, lograron detener cualquier 
investigación adicional que se realice con las muestras de sangre.155 
También es necesario referirse al caso de los Tagaeri y Taromenane, de quienes se 
conoce que serían grupos familiares de los Waorani. Este es un caso relevante en el Ecuador 
en el actual contexto de explotación de petróleo en el Yasuní. Si bien aún no se ha detectado 
que exista un caso probado de contacto de los/as trabajadores/as petroleros con estas 
comunidades, el Estado ecuatoriano aún no ha adoptado las medidas necesarias y efectivas 
para que esto no suceda. Por esta razón, el litigio en el caso de la comunidad Yawempare es 
necesario para que la autoridad judicial disponga medidas de no repetición que protejan a las 
comunidades Tagaeri y Taromenane. 
En el caso concreto de los Waorani, se observa que existe un contexto en el cual el 
Estado ha omitido establecer una política pública de protección a los Waorani frente a las 
actividades de las empresas. Entonces, el caso permite identificar la omisión del Estado al no 
controlar el contacto de las empresas petroleras, brigadas médicas, brigadas de misioneros 
religiosos e ingreso de colonos al territorio de los Waorani. 
                                                 
153 Ibíd., 45, 46. 
154 Ibíd., 46. 
155 Ibíd., 46, 47. 
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La permisibilidad de contacto produce violaciones al derecho a la identidad cultural 
por enmarcarse en un proceso sistemático de desaparición y desintegración de la nacionalidad 
mediante acciones de asimilación cultural, aculturación, transfiguración étnica, etnocidio y 
deculturación en el que se encuentra la bioprospección inconsulta y sin consentimiento 
previo, libre e informado. 
Asimismo, este caso es novedoso porque representa una oportunidad para ampliar el 
contenido del derecho a la consulta y consentimiento para garantizar el derecho a la identidad 
cultural y autonomía de los pueblos indígenas en relación a la bioprospección. 
También, debe considerarse que este caso no tiene antecedentes judiciales. La única 
estrategia jurídica que se ha considerado es una acción administrativa ante la Defensoría del 
Pueblo de Ecuador, entidad que emitió su resolución defensorial. Esto implica que no se ha 
establecido alguna acción específica para garantizar el derecho a la consulta previa, libre e 
informada, menos aún para establecer las obligaciones constitucionales del Estado 
ecuatoriano frente a tal violación de derechos. 
3.2. Estrategia de exigibilidad para garantizar el derecho a la consulta previa en los 
casos de bioprospección.  
Para las personas, colectivos o instituciones que propongan un litigio en este caso, 
deben identificar a los actores sociales, sus relaciones con la nacionalidad Waorani y los roles 
que ejercen a favor o en contra de la propuesta de litigio. También es necesario que una vez 
que se identifiquen estos actores, determinen la estrategia jurídica que realizarán, ante qué 
juez/a interpondrán la garantía jurisdiccional, y a partir de la identificación del foro judicial, 
es necesario identificar el mapa de poder en relación al juez/a ante quien se interponga la 
acción de garantía jurisdiccional para generar una decisión favorable (Ver Anexo 1: Mapa de 
poder para implementar la acción de protección). 
Luego, por ser un leading case, la estrategia jurídica debe acompañarse de otras 
estrategias complementarias: educativa, comunicacional, política, social y financiera. El uso 
de estas estrategias, estarán encaminadas a lograr la efectividad de la estrategia jurídica, 
razón por la cual deben actuar de forma coordinada y complementaria. 
3.2.1. Actores sociales y su relación con los Waorani. 
Las partes que intervienen en este caso son las siguientes: peticionarios, particulares, 
instituciones privadas, instituciones públicas. 
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Los peticionarios son la comunidad Yawempare que pertenece a la nacionalidad 
Waorani, y se encuentra asociada a la organización denominada Nacionalidad Waorani del 
Ecuador (en adelante ―NAWE‖). Específicamente debe trabajarse con la comunidad 
Yawempare que se encuentra en la parroquia Dayuma, cantón Francisco de Orellana, 
provincia Orellana, quienes sufrieron la bioprospección cometida por la brigada médica de la 
empresa Maxus. 
Otras comunidades afectadas por la bioprospección y que se ha logrado identificar 
son: Bameno, Kiwaro y Tonanpade. A sus miembros también se les realizó una 
bioprospección al extraer muestras de sus fluidos sanguíneos sin consulta ni consentimiento 
previo. 
Es necesario ubicar a los individuos o sus familiares cuyas muestras hayan sido 
tomadas. Es de considerar que por razones de la conformación de la organización se 
considerará como miembros de su familia a quienes continuamente residen en la misma 
maloca, por ser la base sociológica de la economía compartida.156 
Entre los actores particulares, sean personas o instituciones privadas, mencionaré a 
algunos que se encuentran relacionados con la temática y que es necesario contar con la 
información que pueden aportar. Es decir, son aquellos que pueden considerarse como 
aliados dentro de la acción de garantía jurisdiccional. 
El Doctor Pablo Morales es el Director del Instituto Inter científico y Derechos 
Genoculturales (IPADEG). Él actuó como peticionario en el proceso administrativo de la 
Defensoría del Pueblo de Ecuador y se encuentra impulsando algunas estrategias 
educacionales para profundizar sobre las problemáticas de la bioprospección a los pueblos y 
nacionalidades indígenas. 
Existen organizaciones no gubernamentales con experiencia en litigio estratégico, 
como la Fundación Regional de Asesoría en Derechos Humanos, Red Jurídica Amazónica, 
Acción Ecológica, Clínica de Derechos Humanos de la Pontificia Universidad Católica del 
Ecuador, Centro por la Justicia y el Derecho Internacional y Amazon Watch que tienen 
experiencia en el litigio de casos relacionados a derechos colectivos. Además, algunas de 
estas organizaciones han trabajado con las organizaciones de base indígenas. 
También existen organizaciones que trabajan en territorio y de forma cercana a los 
pueblos indígenas en la Amazonía, como la Fundación Alejandro Labaka, quienes pueden 
                                                 
156 Laura M. Rival. Transformaciones Huaoranis. Frontera, Cultura y Tensión, 133. 
81 
 
aportar mucho con información de la identidad cultural de los Waorani y las afectaciones a su 
territorio por los procesos de colonización. 
Es necesario contar con las organizaciones de base de los pueblos indígenas, como la 
Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador, (CONAIE) por ser la organización 
nacional de aglutina a las nacionalidades y pueblos indígenas del Ecuador. 
Las instituciones académicas pueden aportar al litigio estratégico; por ello, se puede 
contar con el apoyo de la Universidad Andina Simón Bolívar, sede Ecuador y Universidad 
Politécnica Salesiana. A estas instituciones se les puede solicitar el apoyo de profesionales 
expertos en derechos humanos y antropología, considerando que en el caso es muy 
importante contar con pericias antropológicas y de derechos humanos. 
También es necesario contar con medios de comunicación como la Revista Vistazo 
que ha realizado algunos reportajes sobre la nacionalidad Waorani 157 . Estos actores son 
importantes para mantener la estrategia comunicacional. 
Las instituciones públicas que deben considerarse son aquellas que han estado cerca 
del caso y que además tienen alguna responsabilidad en la protección y reparación de los 
derechos vulnerados. 
La Defensoría del Pueblo del Ecuador es la institución que inició el proceso 
administrativo del caso de la Nacionalidad Waorani ante la petición individual del Dr. Pablo 
Morales. Esta institución se encuentra realizando el seguimiento de su resolución defensorial 
por las recomendaciones que emitió. Incluso, esta institución tiene competencia para iniciar 
una acción de protección de acuerdo al mandato constitucional y su ley orgánica. Además, es 
la institución pública que está recabando la información sobre la situación del caso y tiene 
una dirección nacional especializada en los casos de pueblos indígenas, que es la Dirección 
Nacional de Derechos Colectivos y de la Naturaleza. 
Sin embargo, para que la Defensoría del Pueblo de Ecuador asuma la acción de 
protección por la violación al derecho a la consulta previa es necesario generar acciones que 
busquen cambiar el criterio de esta institución, respecto a que la consulta no se habría 
vulnerado en el presente caso, de acuerdo a lo que se desprende de su resolución de recurso 
de revisión analizada en esta investigación. Si se logra superar este problema, considero que 
la Defensoría del Pueblo de Ecuador sería el actor idóneo para patrocinar dicha acción 
jurisdiccional. 
                                                 
157  Darwin Borja, Las Guardianas de la Chambira, Vistazo, 19 de julio de 2015, 
<http://vistazo.com/seccion/pa%C3%ADs/las-guardianas-de-la-chambira> 
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La Secretaría Nacional de Educación, Ciencia y Tecnología que elaboró el informe 
sobre los hechos que denunció la Defensoría del Pueblo. También para que identifique los 
estudios que están por realizarse con el patrimonio genético de la nacionalidad Waorani.  
El Instituto Ecuatoriano de Propiedad Intelectual, para que constantemente realice un 
monitoreo para identificar en qué países se está intentando patentar el material genético de la 
nacionalidad Waorani o las investigaciones que están utilizando las muestras de ADN de los 
Waorani para sus publicaciones. 
Por otro lado, es necesario identificar las instituciones públicas contra las cuales debe 
iniciarse la acción de garantía jurisdiccional. 
El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos es la institución encargada de la 
implementación de políticas públicas relacionadas a la protección y garantías de los derechos 
humanos. Actualmente, es la institución que está realizando el seguimiento a las medidas 
cautelares dispuestas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el caso de los 
Tagaeri y Taromenane. Esta institución debe actuar en conjunto con otros ministerios como 
el Ministerio de Salud Pública y el Ministerio de Energía y Minas, actual Ministerio de 
Recursos Naturales no Renovables. 
El Ministerio de Salud Pública es la institución que debió implementar los protocolos 
de protección para la nacionalidad Waorani en el momento en que las brigadas médicas 
entraron a las comunidades de la nacionalidad Waorani. 
Petroecuador que fue en ese entonces la institución responsable de otorgar la 
concesión del bloque 16 a Maxus; sin embargo, no previno que Maxus adopte protocolos de 
protección a las comunidades que viven en las áreas concesionadas. Actualmente la 
institución responsable de las concesiones de los bloques es el Ministerio de Recursos 
Naturales no Renovables, por lo que también debe considerarse esta institución. 
El Ministerio de Relaciones Exteriores es la institución que debe realizar los 
requerimientos a las instituciones privadas como Coriell y la Facultad de Medicina de 
Harvard, y a los Estados Unidos de Norteamérica para la devolución de las muestras 
almacenadas y comercializadas. 
La Procuraduría General del Estado que funge como abogado del Estado y que debe 
comparecer en el caso que se inicie una acción jurisdiccional. Además, esta institución estuvo 
revisando la posibilidad de demandar a Coriell en los Estados Unidos de Norteamérica. 
El Ministerio de Coordinación de Patrimonio Natural y Cultural que tiene como 
misión la protección del patrimonio natural y cultural. 
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La Asamblea Nacional tiene la obligación de desarrollar normativa interna para 
adecuar las obligaciones del Estado al cumplimiento de los derechos colectivos. En ese 
sentido, la Asamblea Nacional puede crear una ley específica sobre consulta y 
consentimiento previo en la que se establezca la protección al patrimonio genético de los 
pueblos indígenas. 
Finalmente, debe ubicarse a las instituciones particulares contra las cuales se 
interpondrá la acción de garantía jurisdiccional. 
La Petrolera Maxus Energy Co., es la empresa a la que debe exigirse la reparación de 
los derechos, por cuanto tuvo la concesión en la época que sucedieron los hechos de 
extracción de fluidos sanguíneos. Esta empresa no implementó los protocolos para evitar que 
el contacto que tengan sus empleados y brigadas médicas no afecte la identidad cultural de 
las comunidades Waorani. 
La Facultad de Medicina de Harvard también debe reparar a la nacionalidad Waorani. 
Esta facultad fue la que distribuyó las muestras de sangre al Instituto Coriell. Actualmente el 
Insituto Coriell mantiene almacenadas las muestras y además ha distribuido a otros 
laboratorios dichas muestras. 
El Instituto Coriell para la Investigación Médica, fundado en 1953, localizado en 
Camdem, New Jersey es un centro de investigación independiente, sin ánimo de lucro 
dedicado al estudio del genoma humano. Tienen especialistas en medicina, biología celular, 
citogenética, genotipo y biodepósitos. Esta institución es la responsable de almacenar las 
muestras de sangre extraídas por la brigada médica que estuvo en la comunidad de 
Yawempare. 
Estos son los actores con los que mínimamente debe contarse. También es necesario 
contar con otros actores que se encuentran en el Sistema de Naciones Unidas, como los 
expertos independientes en los derechos de los pueblos indígenas o aquellos que hayan estado 
en esos cargos, como Victoria Tauli-Corpuz y James Anaya. 
3.2.2. Estrategia jurídica: acción de protección. 
Esta estrategia tiene por objetivo que se restituya el derecho violado y que se repare el 
daño; asimismo, por tratarse de un leading case, esta estrategia tiene como objetivo generar 
una transformación positiva para los colectivos que sufren este tipo de violaciones de 
derechos158. 
                                                 
158 Estrategia General para los litigios de Alto Impacto. Anexo 2. Ohchr.org/Programa Maya, 8. 
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Por la especificidad del caso se propone la interposición de una acción de protección 
(ver Anexo 2: Propuesta de acción de protección) porque tiene por objeto el amparo directo y 
eficaz de los derechos reconocidos en la Constitución de la República del Ecuador y los 
tratados internacionales sobre derechos humanos. Además, esta acción es efectiva para 
aquellos derechos que no estén amparados en otras acciones como el hábeas corpus, habeas 
data y otras reconocidas en la Constitución y la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional159. 
Esta acción de protección procede cuando concurren tres requisitos establecidos en el 
artículo 40 de la mencionada ley: i) que exista una violación de un derecho constitucional; ii) 
que exista una acción u omisión de la autoridad pública o de un particular; y iii) que no exista 
otro mecanismo de defensa judicial que sea adecuado y eficaz para proteger el derecho 
violado.160 
En relación al segundo requisito es necesario observar los tipos de acciones u 
omisiones que generan la violación del derecho y cuál es el legitimado pasivo contra el cual 
procede la acción de protección de acuerdo al artículo 41.161 
En ese sentido, el sujeto activo es el colectivo que demanda la violación de sus 
derechos colectivos: la comunidad Yawempare de la nacionalidad Waorani. Por otro lado, la 
legitimación pasiva comprende las instituciones públicas y empresas privadas que se 
considera que han violado los derechos de la comunidad Yawempare. Las instituciones 
públicas corresponden al: Ministerio de Salud Pública, Ministerio de Recursos Naturales no 
Renovables, Ministerio de Justicia, Ministerio de Relaciones Exteriores y Procuraduría 
General del Estado; además, se considera las siguientes instituciones particulares como 
legitimado pasivo: compañía Maxus, Facultad de Medicina de Harvard y el Instituto Coriell 
para la Investigación Médica. 
En el presente caso, la acción de protección procede por los actos y omisiones de la 
autoridad pública no judicial y personas privadas que violaron los derechos de la comunidad 
                                                 
159Ecuador, ―Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional‖, en Registro Oficial 
Suplemento No. 52(22 de octubre de 2009), artículo 39.  
160 Ibíd., artículo 40. 
161 Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. ―Artículo 41.- Procedencia y 
legitimación pasiva.- La acción de protección procede contra: 1. Todo acto u omisión de una autoridad pública 
no judicial que viole o haya violado los derechos, que menoscabe, disminuya o anule su goce o ejercicio. 2. 
Toda política pública, nacional o local, que conlleve la privación del goce o ejercicio de los derechos y 
garantías. 3. Todo acto u omisión del prestador de servicio público que viole los derechos y garantías. 4. Todo 
acto u omisión de personas naturales o jurídicas del sector privado, cuando ocurra al menos una de las siguientes 
circunstancias: a) Presten servicios públicos impropios o de interés público; b) Presten servicios públicos por 
delegación o concesión; c) Provoque daño grave; d) La persona afectada se encuentre en estado de 
subordinación o indefensión frente a un poder económico, social, cultural, religioso o de cualquier otro tipo. 5. 
Todo acto discriminatorio cometido por cualquier persona.‖ 
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Yawempare, así como por la política pública nacional que conllevó la privación del goce de 
los derechos de la comunidad Waorani. 
La brigada médica de Maxus realizó un contacto con la comunidad Yawempare en 
territorio Waorani para realizar una bioprospección con fines diferentes a los que se 
informaron, lo que se constituye en violaciones a los derechos colectivos de la comunidad, 
puesto que el Estado, por medio de sus instituciones públicas (Ministerio de Salud Pública, 
Ministerio de Recursos Naturales no Renovables, Ministerio de Justicia) no garantizó los 
derechos a la consulta y consentimiento previo establecidos en el artículo 57 numeral 7 de la 
Constitución de la República del Ecuador. 
Igualmente, estas instituciones públicas, junto con la compañía Maxus, generaron, 
implementaron y ejecutaron una política pública de salud en el territorio Waorani sin que se 
garantice los derechos a la consulta y consentimiento previos de acuerdo al artículo 57 
numeral 7 de la CRE y la Convención 169 de la OIT en conexión con el artículo 11.2 de la 
CRE que se refiere al principio de no discriminación, por el que para el ejercicio de los 
derechos debe asegurarse la implementación del enfoque de diversidad cultural. 
El Instituto Coriell recibió muestras de ADN de la Nacionalidad Waorani sin 
demostrar su procedencia, las mantiene en su laboratorio y ha repartido a algunas 
instituciones sin generar un proceso de consulta y consentimiento previo en aplicación del 
artículo 57 de la CRE y la Convención 169 de la OIT en conexión con el artículo 11.2 de la 
CRE que se refiere al principio de no discriminación, por el que para el ejercicio de los 
derechos debe asegurarse la implementación del enfoque de diversidad cultural. Entre las 
instituciones que recibieron las muestras de ADN se destaca a la Facultad de Medicina de 
Harvard. 
El Estado ecuatoriano, por intermedio de sus instituciones públicas (Ministerio de 
Justicia, Ministerio de Recursos Naturales no Renovables) establecieron una política 
económica de extracción de recursos naturales que implicó la colonización del territorio y de 
la nacionalidad Waorani, lo cual provocó la anulación de su derecho a la autodeterminación, 
limitó su derecho al territorio y afectó su derecho a la identidad cultural de acuerdo a los 
artículos de la CRE en conexión con el artículo 11.2 de la CRE que se refiere al principio de 
no discriminación, por el que para el ejercicio de los derechos debe asegurarse la 
implementación del enfoque de diversidad cultural. 
Finalmente, el Ministerio de Relaciones Exteriores no ha generado ninguna acción 
para garantizar la devolución del ADN de la nacionalidad Waorani que se encuentra en 
posesión del Instituto Coriell y la Facultad de Medicina de Harvard, lo cual implica la 
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continuidad de las vulneraciones a los derechos a la consulta, consentimiento, identidad y 
autodeterminación de la nacionalidad Waorani. 
En definitiva, el Estado no implementó acciones que garanticen el derecho a la 
consulta y consentimiento para proteger a la nacionalidad Waorani frente a la bioprospección 
y la adopción de políticas de salud en su territorio lo cual implica que existe una omisión que 
permitió la continuidad en la violación de su derecho a la identidad cultural y 
autodeterminación.  
Estas acciones y omisiones, así como la implementación de la política pública 
económica y de salud en el territorio Waorani implican la violación de derechos colectivos, 
por lo que no procede la aplicación del artículo 42 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales sobre la improcedencia de la acción.162 
Igualmente, la acción de protección es efectiva para exigir la reparación integral a los 
derechos de la comunidad Yawempare y de la nacionalidad Waorani como lo sostienen los 
artículos 17, numeral 4163 y 18164 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales. 
Como parte de la reparación, el laboratorio Coriell y la Facultad de Medicina de 
Harvard deben devolver las muestras de sangre almacenadas y las comercializadas a la 
nacionalidad Waorani con un evento público de disculpas de acuerdo a las costumbres y 
tradiciones de la Nacionalidad Waorani, con la presencia de autoridades del Estado 
ecuatoriano y autoridades de la nacionalidad Waorani. Igualmente a la Universidad de 
Harvard. Asimismo, es necesario que el Ministerio de Relaciones Exteriores exija a estas 
instituciones particulares la devolución del ADN de la nacionalidad Waorani. 
                                                 
162 LOGJ y CC. ―Artículo 42.- Improcedencia de la acción.- La acción de protección de derechos no 
procede: 1. Cuando de los hechos no se desprenda que existe una violación de derechos constitucionales. 2. 
Cuando los actos hayan sido revocados o extinguidos, salvo que tales actos se deriven de daños susceptibles de 
reparación. 3. Cuando en la demanda exclusivamente se impugne la constitucionalidad o legalidad del acto u 
omisión, que no conlleven la violación de derechos. 4. Cuando el acto administrativo pueda ser impugnado en la 
vía judicial, salvo que se demuestre que la vía no fuere adecuada ni eficaz. 5. Cuando la pretensión del 
accionante sea la declaración de un derecho. 6. Cuando se trate de providencias judiciales. 7. Cuando el acto u 
omisión emane del Consejo Nacional Electoral y pueda ser impugnado ante el Tribunal Contencioso Electoral.‖  
163 LOGJ y CC. ―Artículo 17.- Contenido de la sentencia.- La sentencia deberá contener al menos: […] 
4. Resolución: La declaración de violación de derechos, con determinación de las normas constitucionales 
violadas y del daño, y la reparación integral que proceda y el inicio del juicio para determinar la reparación 
económica, cuando hubiere lugar.‖ 
164 LOGJ y CC. ―Artículo 18.- Reparación integral.- En caso de declararse la vulneración de derechos 
se ordenará la reparación integral por el daño material e inmaterial. La reparación integral procurará que la 
persona o personas titulares del derecho violado gocen y disfruten el derecho de la manera más adecuada 
posible y que se restablezca a la situación anterior a la violación. La reparación podrá incluir, entre otras formas, 
la restitución del derecho, la compensación económica o patrimonial, la rehabilitación, la satisfacción, las 
garantías de que el hecho no se repita, la obligación de remitir a la autoridad competente para investigar y 
sancionar, las medidas de reconocimiento, las disculpas públicas, la prestación de servicios públicos, la atención 
de salud. […].‖ 
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El Estado ecuatoriano, por intermedio de las autoridades responsables debe pedir 
disculpas públicas por el proceso de colonización implementado en el territorio Waorani que 
resquebrajó sus instituciones sociales y culturales. También debe establecer mecanismos de 
reparación y no repetición de estos hechos mediante la aplicación del enfoque de diversidad 
cultural para garantizar el diálogo intercultural con la nacionalidad Waorani para la 
implementación de las políticas públicas económicas y de salud en su territorio. 
La empresa Maxus debe pedir disculpas públicas por las acciones que realizó su 
brigada médica en la comunidad Yawempare, por la cual los médicos se apropiaron de su 
patrimonio genético mediante engaños. Es necesario identificar las fortalezas y dificultades a 
las que se enfrentará la organización o persona natural que inicie la acción de protección.  
Igualmente, la reparación integral también debe considerar la implementación de los 
mecanismos de no repetición. Así, como parte de los mecanismos de no repetición debe 
realizarse un peritaje antropológico cultural y de salud dentro del establecimiento de una 
comisión de la verdad como la generada en Canadá para conocer la verdad sobre el genocidio 
cultural o etnocidio practicado en el territorio Waorani desde su contacto por las misiones 
evangélicas. 
Entre las dificultades para implementar esta acción de protección es que la 
nacionalidad Waorani no se encuentra activamente exigiendo la reparación de sus derechos 
por la bioprospección. Debe observarse que en el proceso defensorial no se involucró a la 
comunidad Waorani, sino únicamente en una de las diligencias, cuando los funcionarios de la 
Defensoría acudieron a una asamblea para obtener la información, previo a emitir la 
resolución. Asimismo, otro contacto que ha realizado el Estado es por medio del SENESCYT 
para realizar su Informe Preliminar Técnico Científico del Caso ―ADN de los Waorani‖ en 
octubre de 2012. 
Al respecto, debe buscarse la forma de iniciar un diálogo intercultural con las 
autoridades Waorani para lograr empoderarlos para iniciar un proceso de exigibilidad de sus 
derechos. La propuesta que se realice dentro del proceso de diálogo cultural debe ser clara 
sobre los objetivos que se busca y debe aceptar las propuestas que realicen los Waorani. 
Dentro de este proceso de diálogo cultural es necesario realizar los acercamientos 
necesarios con las autoridades Waorani, escuchar sus propuestas, llegar a acuerdos para 
iniciar las acciones jurídicas pertinentes, recabar nuevamente la información de los eventos 
de extracción de fluidos sanguíneos a los miembros de sus comunidades con la autorización 
de la asamblea, repreguntar cada vez a los testigos de y víctimas de la bioprospección, y 
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preguntar a los más sabios de forma que nos aproximemos a la verdad como menciona 
Cabodevilla.  
En este diálogo cultural es necesario generar los procesos educativos para involucrar y 
empoderar a las comunidades en la exigibilidad de sus derechos, para que conozcan los 
argumentos, realicen propuestas para la exigibilidad de derechos, generando aportes 
importantes para implementar la estrategia jurídica y sus estrategias complementarias. 
 Otra dificultad que enfrenta el caso es en relación a la falta de cohesión que podría 
generarse en el camino, entre las comunidades Waorani y su organización nacional, la 
NAWE. Como destaca Cabodevilla los Waorani realizan sus alianzas cuando encuentran 
beneficios, incluso cuando se trata de la NAWE; en ese sentido, la acción de protección debe 
generar beneficios en relación a que puedan recuperar su territorio y su autonomía, para 
rescatar su identidad cultural. 
Esta dificultad puede presentarse en cualquier momento durante el litigio, y hacer que 
la estrategia jurídica no sea eficaz, especialmente porque como se mencionó en relación a la 
identidad cultural, los Waorani han sufrido una desintitucionalización, y entre las 
instituciones afectadas se encuentra su economía que ha cambiado por una economía de 
mercado. Por tal motivo, es necesario evaluar continuamente las alianzas que genere la 
nacionalidad Waorani para fortalecer la estrategia jurídica y sus estrategias complementarias. 
Una vez más, deberemos apoyarnos en la estrategia educativa para lograr la cohesión 
de la comunidad Yawempare y de las demás comunidades Waorani. Este proceso es 
importante puesto que es necesario lograr el empoderamiento para que los Waorani sean 
participes de todo el proceso. 
3.2.3. Ubicación del foro judicial. 
De acuerdo al artículo 167 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales, los 
jueces y juezas competentes para conocer la acción de protección son los de primer nivel. 
Además, de acuerdo al artículo 7 del mismo cuerpo normativo, la competencia radica en 
los/as jueces/zas de primera instancia del lugar donde se origina el acto u omisión objeto de 
la acción de protección, o el lugar donde ocurren los efectos de dicho acto u omisión. 
En ese sentido, es necesario analizar el mejor escenario para plantear la acción de 
protección, puesto que la acción puede plantearse ante los/as jueces/zas de primera instancia 
de Quito, donde se originan los actos que conllevan la vulneración de los derechos colectivos 
de la comunidad Yawempare; o se lo puede plantear ante los/as jueces/zas de primera 
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instancia de Francisco de Orellana donde ocurren los efectos de los actos y omisiones de 
acuerdo a las reglas de competencia. 
Por otro lado, existe la dificultad relacionada a la independencia judicial y a la 
capacidad de los/as jueces/zas para decidir en relación a los derechos colectivos, con un 
enfoque intercultural. Esto implicará que esta acción podría provocar una interpretación 
errónea del derecho a la consulta, como la que realizó la Defensoría del Pueblo de Ecuador en 
el recurso de revisión. Es decir, podría considerar que la consulta no se vulneró porque la 
Constitución no establece que este derecho sea aplicable en estos casos, sino únicamente 
cuando se trate de extracción de recursos naturales no renovables dentro de sus territorios por 
actividades mineras y petroleras. 
Además, existe una correlación de fuerzas asimétrica, donde las instituciones del 
Estado tienen mucho poder de influencia. Incluso, el contexto de que no se garantice la 
consulta a los pueblos indígenas genera un escenario ideal para la extracción de recursos 
como el petróleo, la minería y la madera. 
En relación a la falta de independencia, Luis Pásara señala que al efectuar el cambio 
del modelo constitucional original con la consulta popular realizada en mayo de 2011, se  
 
[…] produjo una preeminencia de los otros poderes [ejecutivo y legislativo] en el 
órgano de gobierno de la Función Judicial, tanto respecto del período de Transición como de 
la conformación permanente. El asunto reviste importancia en la medida en que el cambio 
producido puede depender ―la independencia institucional de la autoridad disciplinaria‖ que, 
según ha notado la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, ―tiene relación con la 
posibilidad de que existan o no injerencias por parte de otros poderes u órganos del Poder 
Público en los procesos disciplinarios y, en consecuencia, para que ésta actúe de manera 
independiente‖.165 
 
En ese sentido, el caso enfrenta un contexto en el que la autoridad judicial que tome 
una decisión desfavorable a los intereses de las instituciones con poder, pueda ser sometido a 
un proceso disciplinario, mediante la aplicación de la causal del error inexcusable, o pueda 
ser objeto de las recriminaciones públicas durante los enlaces ciudadanos como se desprende 
del testimonio recabado en el informe de Luis Pásara, quien manifiesta que: 
 
                                                 
165 Luis Pásara, Independencia judicial en la reforma de la justicia ecuatoriana, (Fundación para el 
Debido Proceso, Centro de Estudios de Derechos, Justicia y Sociedad, Instituto de Defensa Legal, 2014), 43. 
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El miedo a recibir reprimendas del presidente, críticas a sus fallos y amenazas de 
destitución, vuelve a los jueces dóciles ejecutores de las demandas de los personeros del 
Gobierno, pues a las recriminaciones públicas de Correa suelen seguir sanciones o la sumaria 
destitución por parte del CJT (…) Tan grande es la subordinación y el temor, que a pesar de 
no ser presionados, resuelven lo que consideran es el interés gubernamental.‖166 
 
Frente a este contexto y las reglas de competencia lo recomendable es que la acción de 
protección se ejerza ante los/as jueces/zas de primera instancia de Francisco de Orellana que 
es donde se encuentra la comunidad Yawempare y donde ocurrieron los hechos y omisiones 
de las violaciones de derechos colectivos y tuvieron sus efectos. 
Esta opción permitirá dar mayor efectividad a las estrategias que desarrolle la 
comunidad Yawempare y la NAWE para exigir la garantía de sus derechos y controlar de 
cerca la actuación judicial. Puede considerarse que entre más cerca se encuentre la autoridad 
judicial a los hechos, tendrá mayor comprensión del problema y sus efectos, aunque esto no 
es del todo cierto; razón por la cual, la estrategia jurídica debe articularse y complementarse 
con otras estrategias que permitan llegar con mayor información del contexto a la autoridad 
judicial. 
Además, al tener más cerca a la autoridad judicial, la comunidad Yawempare y la 
NAWE podrán ser más efectivas generando la acción colectiva por sus derechos colectivos, 
para lo cual es necesario que identifiquen el mapa de poder para incidir en la decisión judicial 
que se propone en los anexos de esta investigación.167   
Por otro lado, para generar un ambiente propicio para la decisión judicial, respecto al 
derecho a la consulta previa, es necesario que dentro de la estrategia jurídica se considere la 
presentación de una audiencia temática ante la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos relacionado al patrimonio genético de los pueblos y nacionalidades indígenas y 
afrodescendientes en manos de laboratorios privados, de forma que se posicione el contexto 
de violaciones a los derechos colectivos sin que el Estado haya implementado algún 
mecanismo de protección. 
Cabe indicar que esta acción no incide directamente en la falta de independencia 
judicial; sin embargo, aportará elementos, criterios y situaciones de casos similares, para que 
las autoridades judiciales tengan confianza en emitir sus sentencias, y para que el sistema 
                                                 
166 Hurtado, O. (2013). Dictaduras del siglo XXI. El caso ecuatoriano. Quito: Paradiso Editores, p. 123, 
en Luis Pásara, Independencia judicial en la reforma de la justicia ecuatoriana, 63. 
167 Anexo. Mapa de Poder para implementar la acción de protección. 
91 
 
interamericano empiece a desarrollar la argumentación sobre la protección de los derechos de 
los pueblos indígenas en estos contextos que deben utilizar las autoridades judiciales. 
En todo caso, a continuación desarrollaré las estrategias jurídicas complementarias 
para luego retomar las estrategias complementarias que deben adoptarse en coordinación a la 
estrategia jurídica. 
3.2.4. Estrategias jurídicas complementarias. 
La audiencia temática ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos es una 
acción jurídica importante que permitirá develar ante el sistema el contexto de colonización y 
violaciones a los derechos colectivos de la nacionalidad Waorani y de otras nacionalidades 
indígenas del Ecuador. Por su importancia puede presentarse de forma paralela con la acción 
de protección, considerando que ante la Comisión Interamericana se presenta un contexto de 
violaciones de derechos a la nacionalidad Waorani y otros pueblos y nacionalidades del 
Ecuador, puesto que no es una audiencia de caso. 
La audiencia temática permitirá a la Comisión Interamericana abordar esta temática 
específica de los efectos de la bioprospección en los pueblos y nacionalidades indígenas en 
sus derechos a la autodeterminación e identidad cultural, en un contexto de colonización de 
su civilización; igualmente, será el espacio en el que la Comisión podrá empezar a estudiar y 
analizar la importancia de que los Estados parte del sistema interamericano garanticen el 
derecho a la consulta y consentimiento en este tipo de casos. 
Para realizar esta audiencia temática es necesario que la NAWE y las autoridades de la 
comunidad Yawempare propongan el informe que se presentará ante la Comisión 
Interamericana. Asimismo, será importante contar con el apoyo de las organizaciones que 
tienen experiencia en el uso del sistema interamericano de derechos humanos, quienes 
pueden presentar informes de derecho o amicus curiae para fortalecer los argumentos de 
derechos sobre los cuales tendrá que pronunciarse la autoridad judicial que conozca la acción 
de protección. 
También, en relación al laboratorio Coriell que tiene en posesión el ADN de un 
individuo Waorani, es necesario interponer una medida cautelar, de acuerdo al segundo 
inciso del artículo 6 y artículos 26 al 38 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional para suspender la violación del derecho a la autodeterminación de la 
nacionalidad Waorani al no poder decidir sobre el uso de su patrimonio genético. El artículo 
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6 de la ley en mención establece que ―[…] Las medidas cautelares tienen como finalidad 
prevenir, impedir o interrumpir la violación de un derecho‖168. 
Con la medida cautelar su buscará que el laboratorio Coriell devuelva inmediatamente 
el ADN que tienen y que no lo distribuya a otros laboratorios previo a que el/la juez/a se 
pronuncie sobre el fondo del caso, puesto que la retención ilegal de su patrimonio genético 
amenaza el derecho a la autodeterminación de la nacionalidad Waorani de forma grave e 
inminente, de acuerdo a lo que establece el artículo 27 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales. Es grave por la intensidad y continuidad de esta violación, lo que ocasiona 
daños irreversibles porque la nacionalidad Waorani no puede decidir sobre el uso de su 
patrimonio genético desde el enfoque de diversidad cultural planteado en esta investigación. 
En todo caso, para implementar la estrategia jurídica y las estrategias jurídicas 
complementarias, es necesario contar con el apoyo y experticia de otras organizaciones que 
puedan tener los mismos intereses en la protección de los derechos colectivos de los pueblos 
y nacionalidades indígenas, para lo cual es necesario conocer la experticia e interés de cada 
organización. 
En ese sentido, primero se las debe ubicar de acuerdo al mapa de poder propuesto para 
implementar la acción de protección, que se encuentra en los anexos. (Ver anexo 1: Mapa de 
poder para implementar la acción de protección) Este mapa de poder nos permitirá iniciar con 
las organizaciones que se conoce que trabajan alrededor de la protección de los derechos de 
los pueblos y nacionalidades indígenas, para  luego proceder a ubicarlas e intentar proponer 
alianzas. Es necesario tener presente que cada organización tiene sus propios intereses, y que 
pueden existir coyunturas que facilitan o dificultan las relaciones con las organizaciones. 
En todo caso, al ubicar cada organización conoceremos la temática en la que cada una 
trabaja. Por ejemplo, la Fundación Alejandro Labaka tiene experiencia en el trabajo con las 
comunidades Waorani y conoce el contexto de implementación de la política económica en la 
Amazonía. De su sitio web se observa que tienen como objetivo la promoción y creación del 
museo y centro cultural de la ciudad del Coca (Francisco de Orellana), para la difusión de las 
culturas amazónicas mediante la implementación de diversas acciones.169 
Otro actor importante son las universidades como la Pontificia Universidad Católica 
del Ecuador, la Universidad Andina Simón Bolívar, Sede Ecuador y la Universidad 
                                                 
168Ecuador, ―Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional‖, en Registro Oficial 
Suplemento No. 52(22 de octubre de 2009), artículo 6.  
169  Esta organización adopta el nombre de Monseñor Alejandro Labaka, quien fue un personaje 
importante en la evolución de Francisco de Orellana, capital de la provincia de Orellana. Para mayor 
información, su sitio web es el siguiente: < https://falejandrolabaka.wordpress.com/ >. 
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Politécnica Salesiana que pueden presentar amicus relacionados a las afectaciones al derecho 
a la identidad cultural de los pueblos indígenas frente a la colonización y particularmente, la 
bioprospección o se les puede proponer la realización de peritajes antropológicos culturales y 
de salud para fortalecer la acción de protección en relación a las afectaciones provocadas por 
la bioprospección y por el contexto de colonización.  
Existen otras organizaciones no gubernamentales como la Fundación Regional de 
Asesoría en Derechos Humanos (INREDH), Acción Ecológica, CEJIL que tienen experiencia 
en el litigio de casos de violaciones de derechos colectivos, por lo que su experiencia puede 
ser necesaria para la estrategia jurídica y las estrategias jurídicas complementarias. A estas 
organizaciones se les puede proponer que presenten un amicus curiae relacionado a la 
consulta previa, derecho a la autodeterminación e identidad cultural, así como otros puntos de 
la acción de protección como el enfoque de diversidad cultural y la interpretación evolutiva 
de los derechos que garantiza la Constitución de la República del Ecuador, en especial del 
artículo 57 numeral 7 que se refiere a la consulta previa. 
Cabe indicar que la comunidad Yawempare y la NAWE son los actores centrales de 
esta acción de protección, por lo que no se puede implementar estas acciones ni alianzas si no 
se cuenta con su consentimiento como nacionalidad indígena. Para ello, es importante 
establecer desde el inicio un diálogo con enfoque de diversidad cultural para tomar las 
decisiones, de forma que no se menoscabe su derecho a la autodeterminación y a la identidad 
cultural.  
Este acercamiento permitirá que sean los Waorani quienes comparezcan ante las 
autoridades judiciales del Ecuador para presentar la acción de protección y quienes 
comparezcan ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para exponer el 
contexto en el que se han producido las violaciones a sus derechos colectivos. Asimismo, el 
diálogo intercultural propuesto permitirá que conozcan los argumentos que se plantean frente 
a los hechos de violaciones de sus derechos.  
Para lograr la implementación de la estrategia jurídica, los Waorani deben estar 
preparados para acudir a estos foros y brindar su testimonio. Caso contrario, su testimonio 
podría ser contraproducente para los efectos que se buscan con la acción de protección. Por 
esta razón, es importante que la estrategia jurídica esté acompañada de otras estrategias para 
suplir las debilidades que se encuentren en la planificación y en el desarrollo del litigio. 
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3.3. Estrategias complementarias a la estrategia jurídica. 
La estrategia jurídica es la estrategia central para la exigibilidad del caso; sin embargo, 
para lograr su ejecución de manera efectiva es necesario contar con otras estrategias 
complementarias, que deben implementarse de forma paralela a la jurídica para fortalecer las 
debilidades encontradas y que se puedan encontrar durante el litigio. 
Un análisis de fortalezas, debilidades, oportunidades y amenazas del exterior nos 
permitirá tomar las decisiones pertinentes para lograr la mayor efectividad en el litigio con la 
acción de protección. El análisis es necesario realizarlo con la nacionalidad Waorani; sin 
embargo, propongo unas ideas por las que se puede empezar. 
Entre las fortalezas se ubica que los Waorani tienen una argumentación jurídica para 
establecer las violaciones de derechos colectivos ocurridos en la bioprospección a la 
comunidad Yawempare y sobre el contexto de colonización y sus efectos sobre la 
nacionalidad Waorani. Se cuenta con información documental sobre los Waorani y las 
afectaciones producidas por las estrategias de colonización iniciadas por el Estado 
ecuatoriano, el ILV y continuadas por las empresas petroleras. 
Las debilidades corresponden a la falta de cohesión entre las comunidades Waorani y 
la falta de conocimiento de la comunidad Yawempare sobre la exigibilidad de sus derechos 
por la afectación provocada por la bioprospección inconsulta y sin consentimiento. No se 
tiene el equipo humano capacitado y sensibilizado para iniciar las estrategias de exigibilidad.  
Las amenazas del exterior corresponden por ejemplo, a la inexistencia de precedentes 
judiciales sobre el derecho al consentimiento en los casos de bioprospección. La redacción 
del artículo 57 numeral 7 de la Constitución del Ecuador es limitada para el contexto del 
caso. La Asamblea Nacional no ha creado ni implementado la normativa específica para 
desarrollar el derecho a la consulta y consentimiento de los pueblos indígenas. Existe una 
resistencia de los Estados para reconocer el derecho al consentimiento previo de los pueblos 
indígenas. Las políticas de Estado en el territorio Waorani no cuentan con un enfoque de 
diversidad cultural. La sociedad ecuatoriana no conoce el caso ni el contexto de violaciones 
de derechos a la comunidad Yawempare. 
Finalmente las oportunidades con las que contamos para la implementación de cada 
una de las estrategias para superar las debilidades y dar continuidad a las fortalezas. Por 
ejemplo, existe una normativa jurídica que implementa las garantías jurisdiccionales efectivas 
para exigir el derecho al consentimiento; existe un desarrollo jurisprudencial de la Corte 
Interamericana sobre la interpretación evolutiva de la Convención Americana de Derechos 
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Humanos que es aplicable a cualquier instrumento de protección de derechos humanos como 
la Constitución del Ecuador, y en específico, el artículo 57 numeral 7 que se refiere a la 
consulta previa. Existen organizaciones que trabajan con los Waorani y que tienen 
experiencia en la exigibilidad de los derechos colectivos. 
A continuación desarrollaré cada una de las estrategias complementarias, 
considerando que cada estrategia tiene su objetivo para superar las debilidades de la 
estrategia jurídica. 
3.3.1. Estrategia educativa. 
La estrategia educativa es importante para: i) establecer el diálogo intercultural con la 
nacionalidad Waorani y la comunidad Yawempare; ii) sensibilizar al equipo jurídico sobre 
los efectos de la bioprospección y de la colonización del territorio Waorani; iii) sensibilizar y 
empoderar a las comunidades Waorani sobre su derecho a ejercer derechos colectivos, y su 
derecho a exigir al Estado por la violación a sus derechos a la autodeterminación e identidad 
cultural frente a la bioprospección inconsulta y sin consentimiento de acuerdo a los 
estándares internacionales de estos derechos. 
Para implementar esta estrategia propongo la realización de talleres sobre los temas 
que la nacionalidad Waorani debe conocer y que deben conocer las autoridades judiciales que 
pueden pronunciarse en algún momento sobre el caso: i) sobre la concientización de los 
recursos genéticos y culturales de los pueblos indígenas;; ii)  sobre consulta y consentimiento 
previo, libre e informado para casos de bioprospección; y iii) taller dirigido a científicos, 
especialmente genetistas para que conozcan sobre su responsabilidad con los pueblos 
indígenas y afrodescendientes para no afectar sus derechos colectivos. 
Los talleres que sean dirigidos a las comunidades Waorani, deben realizarse en su 
propio idioma; razón por la cual debe contarse con el apoyo de la NAWE y los líderes de las 
comunidades donde se realizarán los talleres para capacitar a capacitadores. 
Los contenidos tienen que trabajarse junto con las autoridades de los Waorani para 
tener contenidos los más aproximadamente aceptables a su cultura, de forma que los procesos 
de capacitación no impliquen más vulneraciones a su derecho a la identidad cultural. 
Debe considerarse que los procesos de capacitación son costosos, por lo que pueden 
adoptarse alternativas que impliquen la formación de capacitadores dentro de las 
comunidades Waorani; sin embargo, es necesario dar un seguimiento continuo a las 
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capacitaciones que se realicen para garantizar la efectividad en el empoderamiento de los 
derechos colectivos y garantizar el efectivo cumplimiento de los talleres. 
Cabe destacar que aunque estas capacitaciones se logren realizar con ayuda económica 
de organizaciones internacionales, debe considerarse que los recursos son limitados, e 
incluso, difíciles de obtener, puesto que este tipo de apoyos se entregan con mayor facilidad a 
las organizaciones que cuentan con experiencia y con proyectos que cumplen con los 
intereses estas organizaciones. 
Probablemente, la implementación de los procesos de capacitación sea difícil porque 
no se cuenta con los recursos financieros y humanos suficientes; sin embargo, es necesario 
iniciar por lo menos con la comunidad Yawempare y los líderes de la NAWE, para que poco 
a poco se aterrice a las comunidades conforme se implemente la estrategia social para la 
realización de alianzas estratégicas para la capacitación y sensibilización.  
Por otro lado, esta es una estrategia necesaria para generar mayor eficacia en el litigio, 
puesto que con esta estrategia se disminuirá la posibilidad de divisiones internas en la NAWE 
y las comunidades, que en caso de ocurrir, será necesario postergar la interposición de la 
acción de protección hasta que se supere el inconveniente. 
Adicionalmente, se puede considerar a la Defensoría del Pueblo de Ecuador como el 
actor que puede generar estos procesos educativos, puesto que cuenta con personal y recursos 
para realizar estas capacitaciones; en tal virtud, es necesario generar la estrategia política para 
convencer a este actor que se encuentra entre nuestros indecisos en el mapa de poder. 
Otra acción dentro de la estrategia educativa es la realización de un compendio de 
publicaciones relacionadas con los Waorani, su problemática y sus saberes ancestrales. Para 
ello es necesario contar con la comunidad científica que ha realizado estudios sobre los 
Waorani con su consentimiento; para lo cual es necesario acudir a la estrategia social. 
Esta acción está dirigida a sensibilizar a la comunidad científica para que al realizar 
sus investigaciones cuenten con un enfoque de diversidad cultural que considere a las 
comunidades Waorani como sujetos en la relación de investigación, y no como simples 
objetos de conocimiento. Así se logrará contar con una estrategia que tienda a la no 
repetición de los hechos de la bioprospección. 
Asimismo, para esta acción es necesario contar con el consentimiento de la NAWE de 
acuerdo a sus costumbres. 
En conclusión, esta estrategia es complementaria a la estrategia jurídica y su 
generación dependerá de la estrategia financiera y social para lograr la ejecución de lo 
programado dentro de la estrategia educativa. 
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3.3.2. Estrategia comunicacional. 
La estrategia comunicacional es necesaria para: i) la difusión del caso para sensibilizar 
a la sociedad ecuatoriana sobre el contexto de colonización del territorio Waorani, generar al 
caso como un tema de interés público y generar una opinión pública favorable; ii) la difusión 
de las acciones que se generan dentro de la estrategia jurídica, y difundir lo importante de 
otras estrategias para posicionar el caso y crear el ambiente necesario para la exigibilidad del 
derecho al consentimiento de la nacionalidad Waorani frente a la bioprospección; iii) para 
determinar cuándo y cómo responder estratégicamente los contra argumentos de los actores 
oponentes ubicados en el mapa de poder; iv) y para lograr el apoyo de otros actores 
importantes sensibles y con un interés en este tipo de casos. Para lograr estos objetivos, es 
necesario que la estrategia de comunicación acompañe durante toda la vida del caso a la 
estrategia jurídica. 
Para generar la estrategia comunicacional es necesario entender que la opinión pública 
es un proceso social, colectivo y ciudadano que se forma cuando existe un estímulo que se 
cataliza con la matriz cultural para que la ciudadanía se exprese. La opinión pública parte de 
cada individuo que se encuentra condicionado por su historia personal que le genera sus 
propias actitudes, prejuicios y formas de percepción de la realidad. A esto se denomina como 
matriz individual, la cual se conjuga con la matriz cultural de la sociedad en la que vive el 
individuo, y que corresponde a los valores, creencias, costumbres y estereotipos de la 
sociedad.170 
Existen diferencias fuertes entre los individuos y grupos sociales por las diferencias 
entre las matrices individuales, lo que provoca que existan diferentes corrientes de opinión 
que buscan predominar sobre otras. Estas corrientes son dinámicas y cambiantes a corto y 
largo plazo y dependen de la evolución de la matriz cultural, la información que recibe la 
ciudadanía y la capacidad de reacción ciudadana.171 
El proceso del desarrollo de la opinión pública tiene tres etapas: informativa; 
profundización; y consolidación. La primera etapa se refiere a la recepción de la información 
sobre un hecho o tema de interés público y las primeras reacciones entre la ciudadanía. Debe 
tenerse en cuenta que la primera información es incompleta o distorsionada por lo que deja 
vacíos e incertidumbres en la formación de la opinión pública.172 
                                                 
170 WOLA, Construyendo una estrategia de medios para la incidencia política, (Oficina en Washington 
para Asuntos Latinoamericanos: Washington, 2002), 8. 
171 Ibíd. 
172 Ibíd., 8, 9. 
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En la segunda etapa llega nueva información y conocimientos sobre el tema, con lo 
cual empiezan a esclarecerse las diferentes corrientes de opinión, aunque todavía con un 
fuerte subjetivismo por la influencia de las matrices individuales y culturales. Esto provoca 
en la ciudadanía la necesidad de obtener mayor información y profundizar en el tema desde 
sus propias perspectivas.173 
Finalmente se llega a la etapa final de consolidación que amplía y profundiza la 
información del tema de interés público por lo que juegan un papel importante los expertos 
en el tema y los reportajes en los medios de comunicación para desplazar el subjetivismo y 
adoptar juicios más racionales. En esta etapa es imprescindible la generación del debate y la 
polémica entre las distintas corrientes de opinión pública para vislumbrar corrientes claras y 
dominantes. La meta entonces será generar una opinión mayoritaria que apoye el caso de 
forma que se logre también la generación de la estrategia de incidencia política174 para la 
toma de decisiones favorables al caso, que se analizará más adelante. 
Sin embargo, la evaluación continua y objetiva de la estrategia comunicacional es 
importante para el cumplimiento y efectividad de la misma175, puesto que aunque se tenga 
una opinión pública mayoritaria, las autoridades del Estado pueden plantear contra estrategias 
para desviar la atención de la ciudadanía del tema central de interés público y desaparecer el 
tema del debate público. Para ello es importante generar acciones que mantengan el tema 
presente en la sociedad de acuerdo a las acciones que se sigan implementando dentro de la 
estrategia jurídica y política, para lograr cambios aunque sean imperceptibles dentro de los/as 
funcionarios/as públicos en el presente para generar cambios en el futuro176. 
Dentro de la estrategia comunicacional debe generarse una agenda comunicacional en 
la que se definirá los medios de comunicación que se utilizarán para la difusión de las 
acciones que se adopten en la estrategia jurídica y estrategias complementarias. 
Una de las primeras acciones de la agenda comunicacional es ubicar a los/as líderes de 
opinión, que son las personas que tienen la capacidad de orientar el pensamiento y acciones 
de otras de acuerdo a la temática. Estas personas pueden ser líderes formales como los/as 
dirigentes políticos, líderes sindicales, figuras importantes en la sociedad; y líderes 
informales que aunque no tienen un reconocimiento masivo sus opiniones tienen peso en el 
círculo social en el que se encuentran por su capacidad de liderazgo innato.177 
                                                 
173 Ibíd., 9. 
174 Ibíd., 9, 10. 
175 Ibíd., 22. 
176 Ibíd., 10. 
177 Ibíd. 
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Como propuesta, es necesario que los/as líderes Waorani sean estos líderes formales, 
para lo cual es necesario trabajar el discurso que deben mantener en los medios de 
comunicación para dar a conocer la problemática. A parte de estos líderes formales de los 
Waorani es necesario ubicar otros liderazgos dentro de las comunidades que tengan la 
capacidad de comunicación a lo interno y externo de las comunidades, para evitar la división 
de la nacionalidad Waorani, con lo que se coadyuva a la estrategia educacional. 
Lo importante es que en el análisis para ubicar a los/as líderes de opinión se 
desentrañe los intereses y coyunturas que existen con diversos actores, por lo cual es 
necesario aplicar la estrategia social para generar alianzas con estas personas.  
En segundo lugar es necesario establecer un plan de medios para generar la propuesta 
comunicacional. Se puede partir de la siguiente propuesta: ―Sin consulta ni consentimiento no 
te apropies de nuestro patrimonio genético‖, para luego, junto con la nacionalidad Waorani 
generar la propuesta que se difundirá por los medios de comunicación. 
Para establecer el plan de medios es necesario establecer los objetivos frente a los 
medios, la audiencia que se quiere alcanzar, los mensajes que se quieren difundir, los medios 
más adecuados para difundir los mensajes, las personas claves dentro de los medios, y las 
actividades concretas que deben realizarse.178 
El objetivo general de la estrategia es ganar espacio en los medios de comunicación, 
ubicar el tema en la agenda pública y generar corrientes de opinión favorables al tema 
propuesto.179  
Se debe precisar las audiencias a las que se quiere alcanzar. Dentro de estas audiencias 
debe ubicarse a las personas con el poder de decisión sobre el caso, que es la autoridad 
judicial de Francisco de Orellana que conocerá el caso, y las autoridades nacionales que 
deben responsabilizarse por las violaciones de derechos a la comunidad Yawempare. 
También, debe ubicarse a las otras personas clave que pueden influir decisivamente en la 
opinión pública, como se vio anteriormente; y finalmente debe ubicarse a la población 
afectada en el caso, que son las comunidades Waorani.180 
El siguiente paso es la formulación del mensaje, para lo cual es necesario generar los 
insumos de información y las acciones para manejar esta información, puesto que los medios 
de comunicación únicamente son sistemas para la transmisión de información a una gran 
                                                 
178 Ibíd., 21. 
179 Ibíd., 22. 
180 Ibíd., 22. 
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cantidad de personas.181 La forma en que se plantee la información será de acuerdo a las 
audiencias ubicadas, puesto que si dentro de nuestra audiencia se encuentran profesionales, 
seguramente el mensaje debe contener estadísticas, testimonios y datos científicos sobre el 
caso.182 
También es necesario identificar la matriz cultural de la audiencia que se quiere 
alcanzar, para lo cual es necesario enmarcar el tema relacionándolo con símbolos positivos 
con la causa y símbolos negativos con la de los oponentes.183  
Luego, dentro de la estrategia comunicacional es importante analizar y priorizar los 
medios184. Inicialmente debe priorizar a los medios locales de radio y televisión en Orellana, 
puesto que en este territorio es donde se propondrá la acción de protección. Posteriormente, 
se apuntará a los medios nacionales de radio, televisión y prensa escrita, puesto que es 
necesario que el caso sea de relevancia nacional. 
Para cada tipo de medio es necesario enfocarse en sus fortalezas. En los medios 
escritos hay que enfocarse en imágenes que detallen el caso y el contexto de colonización que 
encierra al caso. En los medios de prensa radial hay que enfocarse en la reiteración del 
mensaje sobre el caso que se refiere a las particularidades de las afectaciones por la 
bioprospección y las afectaciones por la colonización. Por último, con la prensa televisiva 
podremos llegar a una mayor audiencia, por lo que mediante reportajes se puede profundizar 
el mensaje sobre el caso y el contexto de colonización.185  
La estrategia social es fundamental para generar las alianzas estratégicas con medios 
que puedan colaborar con la estrategia comunicacional; y la estrategia financiera es vital para 
lograr la promoción del caso en los medios con los que no se pueda establecer una alianza 
estratégica. En este caso debe considerarse a los medios que han realizado reportajes previos 
sobre la nacionalidad Waorani. También debe considerarse que es necesario involucrar a 
los/as periodistas en los talleres de formación para que sus reportajes consideren un lenguaje 
inclusivo y cuenten con una perspectiva de derechos humanos. 
También se realizará acciones en otros medios de comunicación como los de internet. 
Se tendrá una cuenta las redes sociales de facebook y twitter, así como un sitio web donde se 
dará a conocer las actividades que se realicen dentro de la estrategia jurídica y educativa. 
                                                 
181 Ibíd., 13. 
182 Ibíd., 22, 23. 
183 Ibíd., 23. 
184 Ibíd., 25. 
185 Ibíd., 13, 14. 
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Se puede proponer también, la realización de muestras de las costumbres y tradiciones 
de la nacionalidad Waorani con producción de la misma comunidad, para que la sociedad 
conozca la base de la identidad de esta nacionalidad. Para ello se realizarán muestras 
fotográficas. 
La dificultad para ejecutar esta estrategia es que no se cuente con personal capacitado 
para manejar los medios de comunicación y el manejo de las redes sociales. Una alternativa 
es ubicar estudiantes de las facultades de comunicación de las universidades para que 
colaboren en esta estrategia; sin embargo, es necesario identificar que no siempre se 
encuentra la colaboración voluntaria, por lo que lo más probable es que la estrategia 
comunicacional tenga que plantearla las mismas personas que generan la estrategia jurídica. 
Otra dificultad es que los Waorani no quieran realizar estas campañas; sin embargo, 
existen otros casos en los cuales los Waorani están prestos para colaborar con este tipo de 
estrategias comunicacionales, como el que impulsa Digital Democracy que les da tecnología 
para crear mapas de las afectaciones de derrames petroleros producidos por las empresas 
petroleras dentro de sus territorios.186 Esto implica que existe una posibilidad de que esto no 
suceda; pero, todo dependerá del empoderamiento que se haya logrado con la estrategia de 
educación. 
Por otro lado, se debe analizar constantemente el retorno de las audiencias, puesto que 
en muchas ocasiones, la estrategia comunicacional enciende los debates. Es necesario 
escuchar esos debates de los distintos foros, universitarios, profesionales, estudiantiles, de 
académicos, de partidos políticos, de la diversidad de gente, y definir en cada momento si es 
necesario responder o no, qué es lo que se va a responder y cómo. Toda respuesta debe 
procurar no afectar las demás estrategias, especialmente la jurídica. 
En ese sentido, quienes manejan la estrategia jurídica son quienes deben decidir los 
momentos importantes que deben difundirse; por ejemplo, deben decidir cuándo se realiza 
una rueda de prensa, quiénes deben tener la vocería, qué es lo que deben decir frente a las 
posibles preguntas.  
También es necesario que siempre se evalúe lo que se dice ante los medios de 
comunicación y lo que se realiza en las redes sociales, puesto que se debe identificar de 
forma temprana aquello que afecta al caso para buscar una pronta solución. 
En conclusión, la estrategia comunicacional es importante para la generación de la 
estrategia jurídica por el posicionamiento del tema. Además, algunas de las acciones dentro 
                                                 
186 Sobre este caso se puede consultar más en Digital Democracy, Remote Access. Tools for Hard-to-
Reach Communities, < https://www.digital-democracy.org/ourwork/ra/ >. 
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de la estrategia comunicacional dependerán de la estrategia social, para la generación de 
alianzas estratégicas, y la estrategia financiera para lograr difundir el mensaje en los medios 
de comunicación. 
3.3.3. Estrategia social.  
La estrategia social es necesaria para implementar las alianzas estratégicas con otros 
actores y organizaciones de acuerdo al mapa de poder. Estas alianzas deben realizarse de 
acuerdo a la especificidad de las necesidades para implementar la estrategia jurídica187. Los 
dos tipos de necesidades que deben abarcarse son: i) las de encontrar alianzas para promover 
y difundir el litigio de acuerdo a experticias; y ii) las de generar alianzas para financiar la 
estrategia jurídica y las estrategias complementarias de exigibilidad del derecho al 
consentimiento en los casos de bioprospección.   
Esta estrategia implica la necesidad de tomar contacto con organizaciones nacionales 
interesadas en los casos de pueblos y nacionalidades indígenas, para lo cual es necesario 
identificar sus intereses y las coyunturas que existan a lo largo del litigio estratégico. 
Para ubicar estar organizaciones podemos revisar el mapa de poder para la 
implementación de la acción de protección que se encuentra en los anexos, de forma que se 
pueda establecer los intereses de cada una de las organizaciones y la posibilidades que 
existen para generar las alianzas estratégicas. Con este mapa se puede contactar a las 
organizaciones y personas para conocerlas y tratar de generar estas alianzas. 
Las alianzas que se necesitan para promover el litigio debe ser alrededor de 
organizaciones y personas que tengan el interés en la protección y promoción de los derechos 
colectivos, como INREHD, RAMA, CEJIL, Amazon Watch entre otras. Estas organizaciones 
tienen experticia en el litigio estratégico y en la adopción de estrategias comunicacionales 
necesarias para el caso.  
También se necesitará aliados/as para generar los peritajes antropológicos y de salud, 
indispensables para fortalecer la prueba sobre las afectaciones que provocó la bioprospección 
a la comunidad Yawempare; para ello se puede acudir a las universidades que ya han 
generado este tipo de peritajes.  
Debe considerarse el contacto con investigadoras como Laura Rival que tienen un 
amplio conocimiento de la nacionalidad Waorani para que rindan testimonio ante las 
autoridades judiciales y dentro de la audiencia temática ante la Comisión Interamericana de 
                                                 
187 Ibíd., 17. 
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Derechos Humanos. Su testimonio es esencial para que se conozca quiénes son los Waorani, 
su cosmovisión y el grado de afectación a su identidad cultural por la omisión del Estado al 
no establecer políticas públicas que garanticen sus derechos a la consulta y consentimiento, 
así como mecanismos para evitar que el contacto con empresas, brigadas médicas y colonos 
afecte su derecho a la identidad cultural. 
Asimismo, se puede establecer contacto con Victoria Tauli-Corpuz y James Anaya 
para contar con sus criterios como expertos independientes en derechos colectivos. 
Por otro lado, es necesario identificar las alianzas necesarias para financiar la 
estrategia jurídica y las estrategias complementarias. Para ello es necesario ubicar a las 
organizaciones nacionales e internacionales que pueden financiar este tipo de casos. 
Como en todo caso, la creación de estas redes de organizaciones siempre es difícil y 
conlleva invertir bastante tiempo y el uso de las tecnologías. No siempre las organizaciones 
están dispuestas a colaborar en todos los casos, puesto que cada organización y persona 
particular tiene sus prioridades. Esto implica que probablemente deban adelantarse muchas 
actividades y se inviertan muchos recursos antes de que se encuentre colaboración de las 
organizaciones. 
Además, estas actividades deben realizarse en conjunto a reuniones con las 
organizaciones para explicar el caso y los objetivos del mismo. Por ese motivo, es importante 
que la primera alianza estratégica que se realice sea con los Waorani afectados por la 
bioprospección y la NAWE, porque en el peor de los escenarios solo se contará con su apoyo. 
Considero que si no se logra captar la atención de los Waorani y la NAWE, el caso no puede 
prosperar, y será necesario esperar hasta lograr ese objetivo, puesto que es necesario que el 
caso tenga la perspectiva de diversidad e interculturalidad que aporta el sujeto colectivo. 
Por otro lado, puede ser que conforme se avance en la aplicación de las estrategias se 
pueda conseguir la colaboración de otras organizaciones. Por tal razón, es necesario estar 
siempre dispuesto a contar el caso y los objetivos que se buscan con el caso. Conforme pasa 
el tiempo es más fácil contar la historia del caso y los argumentos que se están utilizando, así 
como identificar el tipo de apoyo que se necesita con cada una de las organizaciones. 
En conclusión, la estrategia social es importante para la implementación del litigio 
estratégico, al generar las alianzas con organizaciones expertas en el litigio nacional y en el 
sistema interamericano. Igualmente, esta estrategia es necesaria para generar las alianzas 
estratégicas con organizaciones que puedan financiar la estrategia jurídica y las estrategias 
complementarias. 
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3.3.4. Estrategia política. 
La estrategia política debe implementarse paralelamente con la estrategia jurídica para 
incidir en los actores que toman las decisiones, y que corresponden a los oponentes en 
nuestro mapa de poder para implementar la acción de protección. Esta estrategia es 
importante para fortalecer y ampliar la base social de la nacionalidad Waorani, así como 
empoderar a las comunidades afectadas por la bioprospección188. Igualmente, esta estrategia 
será importante para contar con el apoyo de los actores indecisos que hemos ubicado en 
nuestro mapa de poder, que corresponden a la Defensoría del Pueblo del Ecuador y la 
SENESCYT. 
En definitiva, esta estrategia es fundamental para lograr un cambio político en las 
instituciones públicas a las que se le exige que garanticen los derechos de la comunidad 
Yawempare y de la nacionalidad Waorani, de forma que se resuelva el problema específico 
del caso a través de cambios concretos en los programas y políticas públicas establecidas en 
el territorio Waorani.189 
En todo caso, la incidencia política puede realizarse por varias razones. En el caso 
específico se realizará para: i) resolver los problemas específicos a través de cambios 
concretos en los programas y políticas públicas; ii) fortalecer y empoderar a la comunidad 
Yawempare y la nacionalidad Waorani; y iii) promover y consolidar la participación de la 
nacionalidad Waorani en la toma de decisiones.190 
En ese sentido se identifica primero el problema del caso, que es que se realizó una 
bioprospección inconsulta y sin consentimiento que afectó los derechos a la 
autodeterminación e identidad cultural dentro de un contexto de colonización que también 
afecto estos derechos colectivos. Para ello, es necesario incidir en las instituciones públicas 
como el Ministerio de Justicia, el Ministerio de Relaciones Exteriores, el Ministerio de 
Recursos Naturales no Renovables y el Ministerio de Salud Pública para: i) crear mecanismos 
de protección y no repetición de estos hechos, mediante la adopción de políticas específicas; 
ii) impulsar que el Estado ecuatoriano, mediante el Ministerio de Relaciones Exteriores exija 
a Coriell y a la Facultad de Medicina de Harvard la devolución de las muestras de sangre que 
se encuentra en su dominio.  
                                                 
188 Ibíd., 17. 
189  WOLA, Manual básico para la incidencia política, (Oficina en Washington para Asuntos 
Latinoamericanso WOLA: Whasington, 2002), 8. 
190 Ibíd., 8, 9. 
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De esta forma, la estrategia política complementará a la estrategia jurídica para lograr 
una mayor efectividad. Esto implica también que la estrategia política debe adoptarse desde 
el inicio de la estrategia jurídica hasta el seguimiento de la sentencia de acción de protección, 
de llegar a ese escenario. 
Para lograr esta incidencia es necesario fortalecer y empoderar a la nacionalidad 
Waorani para promover la organización social, la construcción de alianzas, la formación de 
líderes y la construcción de relaciones nacionales e internacionales; razón por la cual es 
necesario que la estrategia política esté en coordinación con la estrategia social y con la 
estrategia educativa que debe llegar no solo a la organización de primer grado que es la 
NAWE, sino también a las comunidades como Yawempare que corresponden a las 
organizaciones de segundo grado en el caso particular. 
Asimismo, es necesario que la estrategia política promueva y consolide la 
participación de la nacionalidad Waorani en la toma de decisiones, para que participen en la 
construcción de leyes y políticas públicas económicas y de salud que el Estado implemente 
en el territorio Waorani. Esto permitirá consolidar la democracia con un enfoque de 
diversidad cultural, y garantizará que estas políticas públicas se formen mediante el diálogo 
intercultural y no correspondan a una imposición desde el Estado. 
Para generar esta estrategia debe consolidarse una acción colectiva coordinada de la 
nacionalidad Waorani con otros sectores con los que se realicen alianzas estratégicas, y deben 
generarse mecanismos propios de la incidencia política. La acción colectiva debe entenderse 
dentro del proceso político de lucha y cambio social donde actúas los movimientos sociales 
como acciones colectivas con estabilidad en el tiempo y algún nivel de organización, y que 
tengan la orientación de generar cambios sociales o conservar dichos cambios191. 
Es decir, los Waorani deben constituir como un movimiento social que actúe 
coordinadamente para reivindicar sus derechos colectivos del presente caso. Deben ubicar sus 
arenas, como las calles, los espacios públicos, las oficinas de las instituciones públicas para 
presionar a las autoridades del Estado que deben garantizar sus derechos. Deben contar con 
un repertorio de acciones, que pueden ser suaves como el lobby y los foros, cabildeos, o 
acciones duras como las marchas.192 
                                                 
191 Manuel Antonio Garretón M., La transformación de la acción colectiva en América Latina, Revista 
de la CEPAL 76, abril 2002,  9 
http://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/10797/076007024_es.pdf?sequence=1&isAllowed=y. 
192 Rodrigo Varela Torres, El movimiento social constituido por los barrios del Noroccidente de Quito.- 
organización, estructuras, objetivos y repertorios, Aportes Andinos 33, 203, 108, < 
http://repositorio.uasb.edu.ec/bitstream/10644/4417/1/07-ACT-Varela.pdf >. 
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Para ello, es necesario que la estrategia educativa empodere a los integrantes de las 
comunidades Waorani para que la acción colectiva tenga estabilidad en el tiempo. Además, 
estas propuestas deben ser medibles, factibles, entendibles, motivadoras y aglutinadoras 
dentro y fuera de la nacionalidad Waorani, para lo cual es fundamental la estrategia 
comunicacional. Además, debe contribuir a la generación de alianzas y coaliciones y a la 
movilización de la nacionalidad Waorani. Debe lograrse a corto y mediano plazo, generar 
apoyo público y contribuir a la solución del problema del caso.193 
Para lograr esta estrategia es necesario contar con recursos que permitan la 
movilización de los Waorani a los distintos foros para reunirse con las distintas autoridades. 
En ese sentido, al principio, sin contar con una red de organizaciones y sin recursos 
financieros, será difícil lograr el cumplimiento de esta estrategia. 
En ese sentido, las primeras reuniones con autoridades tienen que ser con autoridades 
que puedan convertirse en aliadas, como el/la Defensor/a del Pueblo, asambleístas de 
tendencia de izquierda o de Pachakutik, con los/as dirigentes de la CONAIE. 
Considero que acceder a la Defensoría del Pueblo del Ecuador es mucho más fácil, 
puesto que la primera reunión que se proponga debe ser para dar seguimiento de la resolución 
defensorial. Además, en esta reunión debe expresarse los argumentos por los cuales es 
necesario presentar una acción de protección, para que esta institución patrocine esta acción, 
al tener competencia, contar con el personal y la información para asumir el caso. 
En el peor de los escenarios, la Defensoría del Pueblo no apoyaría con la acción de 
protección y continuaría con el seguimiento de su resolución; sin embargo, esto no es motivo 
para que no se pueda plantear una acción de protección. En ese caso, debe continuarse en la 
búsqueda del apoyo de otras organizaciones. 
Además, la planificación de estas reuniones debe considerar el limitado tiempo que 
tienen las autoridades, y los espacios limitados para que ingresen las autoridades Waorani. 
Para ello, es necesario contactar primero a estas autoridades y buscar que las reuniones se den 
en el mismo día, para evitar mayores gastos de alimentación y hospedaje si las reuniones se 
dan en dos o más días. 
En todo caso, para incidir ante las autoridades de los ministerios responsables, debe 
generarse en cada caso un mapa de poder similar al del anexo de esta investigación.  
                                                 
193 WOLA, Manual básico para la incidencia política, 23. 
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En conclusión, la estrategia política debe generarse paralelamente con la interposición 
de la acción de protección, y debe complementarse con la estrategia educativa, 
comunicacional y financiera para lograr su efectividad. 
3.3.5. Estrategia financiera. 
Finalmente, la estrategia financiera tiene su importancia para garantizar la 
implementación de la estrategia jurídica y sus estrategias complementarias, mediante la 
generación de recursos humanos y económicos suficientes 194 . Por esta razón, para la 
implementación de esta estrategia debe discutirse las necesidades de recursos desde antes de 
proponer la estrategia jurídica para plantear los distintos escenarios en los que se desarrollará 
el litigio. Esta información es necesaria para conocer si existen los recursos suficientes como 
para plantear las distintas estrategias y las soluciones que se puedan dar a cada situación. 
Además, debe contarse con un registro de todos los gastos que se realicen dentro de la 
implementación de las estrategias, puesto que estos gastos también tendrán que reponer el 
Estado en el caso de que se declare la violación de los derechos. 
La información inicial sobre las necesidades financieras es vital para determinar un 
presupuesto aproximado para iniciar el litigio estratégico que cubra los costos de un equipo 
de abogados/as para plantear la acción de protección, un comunicador/a para dar seguimiento 
a la estrategia comunicacional, un equipo de facilitadores para implementar las acciones de la 
estrategia de educación, los costos de los pasajes de movilización de los dirigentes Waorani 
para dar continuidad a las estrategias social y política y los costos de la difusión de los 
mensajes en los medios de comunicación. Esto como básico para plantear el litigio 
estratégico. 
En un principio se puede acudir a la filantropía en sus tres grandes áreas de actuación, 
libres y voluntarias: la donación, las organizaciones no lucrativas y el voluntariado.195 En el 
caso de las donaciones pueden provenir de fundaciones, empresas e individuos. Las 
fundaciones son aquellas organizaciones filantrópicas que proveen de fondos para las 
distintas causas.196 
En ese sentido, debe considerarse el contacto con organizaciones que tengan el interés 
de financiar el litigio estratégico para casos de pueblos indígenas en el Ecuador. Una de ellas 
es HIVOS que trabaja con algunas organizaciones de América del Sur, y específicamente 
                                                 
194 Ibíd., 22, 23. 
195 Manuel Palencia – Lefler Ors, Fundraising. El arte de captar recursos. Manual Estratégico para 
organizaciones no lucrativas, (Instituto de Filantropía y Desarrollo: Barcelona, 2001), 37. 
196 Ibíd., 43. 
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trabaja en algunos proyectos en la Amazonía197. Cabe indicar que no es fácil recibir fondos 
de organizaciones no gubernamentales del extranjero o de organizaciones de otros Estados; 
además, estas organizaciones tienen la costumbre de iniciar procesos de concursos para 
asignar presupuestos, para lo cual se debe presentar proyectos que deben estar de acuerdo a 
los intereses de estas organizaciones y deben tener indicadores de cumplimiento. Por lo 
general, los fondos los entregan a las organizaciones que tienen experiencia en las temáticas, 
por lo que lo más probable es que al inicio del litigio no se cuente con este tipo de apoyo. 
En ese sentido, es necesario enfatizar el apoyo con las organizaciones no 
gubernamentales en Ecuador para lograr las alianzas estratégicas necesarias, aunque estas 
organizaciones tampoco cuentan con recursos ilimitados, además de que la relación siempre 
dependerá de coyunturas específicas. 
En todo caso, en el peor escenario no se contaría con recursos financieros ni con el 
apoyo de otras organizaciones, sino únicamente con la voluntad de quienes deseen presentar 
la acción de protección y con la experiencia de la NAWE para generar las alianzas 
específicas para lograr sus intereses. Por este motivo, es esencial que la estrategia educativa 
empodere a los líderes de la NAWE y de la comunidad Yawempare para enfocar sus 
esfuerzos en el litigio estratégico. 
Asimismo, en el escenario en el que no se cuente con los recursos financieros para la 
implementación del litigio estratégico, lo más prudente sería acudir a la Defensoría del 
Pueblo de Ecuador que tiene la competencia legal y constitucional para interponer una acción 
de protección. Para ello, se puede proponer una primera reunión para revisar el expediente y 
generar un escrito sobre la necesidad de que sea la Defensoría del Pueblo de Ecuador quienes 
inicien la acción de protección por la falta de consulta y consentimiento, así como por la 
afectación a la identidad cultural que ha provocado la bioprospección dentro de un contexto 
de colonización. 
Considero que podría ser difícil convencer a la Defensoría del Pueblo de Ecuador que 
es necesario plantear una acción de protección por el derecho a la consulta por la decisión 
que adoptó en su recurso de revisión en la que señaló que no hubo una violación al derecho a 
la consulta, y que el consentimiento es el del derecho a la salud. Por tal motivo, es necesario 
que dentro de la estrategia social se motive a esta institución pública a ser un aliado. Esta 
estrategia debe realizarse luego de diciembre de 2016, cuando haya finalizado el proceso de 
selección de la nueva autoridad. 
                                                 
197 HIVOS, New ways to protect the world’s most valuable ecosystem, (HIVOS, 2016), < https://south-
america.hivos.org/news/new-ways-protect-worlds-most-valuable-ecosystem >. 
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En lo posterior, es necesario aplicar las estrategias de acuerdo a las posibilidades 
financieras y de personal con el que se cuente. Sin embargo, se observa la importancia de esta 
estrategia financiera para la implementación y desarrollo de la estrategia jurídica y las 
complementarias. 
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Conclusiones y Recomendaciones. 
La investigación contiene las siguientes conclusiones y recomendaciones: 
1. Sobre la bioprospección, la política pública de salud y el contexto de 
colonización: 
La brigada médica de Maxus realizó la bioprospección a la comunidad Yawempare en 
un contexto de colonización del territorio Waorani. El Estado ecuatoriano generó las 
condiciones para esta colonización con el objetivo de implementar una política económica de 
extracción de recursos naturales no renovables en la Amazonía. En este contexto, el Estado, 
el ILV y las empresas petroleras generaron estrategias mediante conductas paternalistas y 
racistas para civilizar y pacificar a las comunidades religiosas. 
También se concluye que estas conductas paternalistas y racistas limitaron la 
capacidad creadora de la nacionalidad Waorani y sus comunidades, anularon su derecho a la 
autodeterminación por medio de la limitación del dominio sobre su territorio, lo cual 
menoscabó su derecho a la identidad cultural. 
En ese sentido, se recomienda que el contexto de colonización y la bioprospección 
sean consideradas como conductas racistas que se ejercieron sobre las comunidades Waorani, 
sobre las cuales el Estado ecuatoriano y la empresa privada tienen responsabilidad. 
También se recomienda que se realice un estudio antropológico cultural dentro de una 
comisión de la verdad para conocer con mayor profundidad los mecanismos utilizados para 
colonizar el territorio Waorani y provocar un genocidio cultural198 y etnocidio durante la 
implementación de la política económica petrolera en la Amazonía, que puede ser objeto de 
un estudio más profundo por la complejidad de estos conceptos.  
Este tipo de investigación permitirá generar propuestas efectivas para reparar los 
derechos a la identidad cultural y autodeterminación de la nacionalidad Waorani. 
2. Sobre la interpretación evolutiva del artículo 57 numeral 7 y las violaciones a 
los derechos a la identidad cultural y autodeterminación de la nacionalidad Waorani. 
                                                 
198  Este término al ser complejo se lo utiliza en el sentido de afectaciones sistemáticas a la 
autodeterminación de un pueblo o nacionalidad indígena. Se adopta la definición utilizada por al Comisión de la 
Verdad de Canadá citada en esta investigación, Truth and Reconciliation Commission of Canada. Honouring the 
Truth, Reconciling for the Future. Summary of the Final Report of the Truth and Reconciliation of Canada. 
(Canada: Truth and Reconciliation Commission of Canada, 2015), 1. Esta Comisión establece que: ―Cultural 
genocide is the destruction of those structures and practices that allow the group to continue as a group. States 
that engage in cultural genocide set out to destroy the political and social institutions of the targeted group. Land 
is seized, and populations are forcibly transferred and their movement is restricted. Languages are banned. 
Spiritual leaders are persecuted, spiritual practices are forbidden, and objects of spiritual vale are confiscated 
and destroyed. And, most significantly to the issue at hand, families are disrupted to prevent the transmission of 
cultural values and identity from one generation to the next.‖  
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La interpretación del artículo 57 numeral 7 de la Constitución del Ecuador debe leerse 
en relación a los numerales 1, 2, y 12 del artículo 57, aplicando el enfoque de diversidad 
cultural contenido en el artículo 11 numeral 2 del mismo texto normativo. 
La lectura integral de estos artículos permitirá a las autoridades judiciales entender 
que el ejercicio de los derechos a la consulta y consentimiento protege también el derecho a 
la identidad cultural, las formas de organización de los pueblos y nacionalidades indígenas, 
su derecho a no ser objeto de racismo, la protección de sus recursos genéticos que contiene la 
diversidad biológica y su derecho a la autodeterminación. 
También se concluye que la autoridad judicial debe adoptar una interpretación 
evolutiva de este derecho porque atiende a un enfoque de derechos humanos y de diversidad 
cultural para proteger a los pueblos y nacionalidades indígenas del biopoder que se ejerce con 
la bioprospección y la adopción de políticas públicas de salud adoptadas sin consulta y sin 
consentimiento dentro de su territorio. 
Si bien esta interpretación es necesaria para la implementación de la estrategia jurídica 
y la decisión de la autoridad judicial, surge la necesidad de que la Asamblea Nacional 
reconozca que la bioprospección sin que medie una consulta para obtener el consentimiento 
es una forma de biopoder que anula la autodeterminación y menoscaba el derecho a la 
identidad cultural de los pueblos y nacionalidades indígenas por la apropiación de su 
patrimonio genético. Para lo cual, la Asamblea Nacional deberá adoptar una ley que garantice 
los derechos de los colectivos indígenas en este tipo de situaciones. 
Asimismo, se recomienda a la comunidad científica que adopte mecanismos de 
protección al patrimonio genético y cultural de las comunidades indígenas al realizar este tipo 
de investigaciones, mediante la adopción de procesos de diálogo intercultural previo y 
durante la realización de sus investigaciones como parte de la bioética que deben adoptar 
profesionalmente y por la obligatoriedad característica de los derechos humanos. 
3. Sobre el legitimado pasivo y las violaciones de derechos. 
La brigada médica de Maxus realizó un contacto con la comunidad Yawempare en 
territorio Waorani para realizar una bioprospección con fines diferentes a los que informaron 
inicialmente. Este acto constituye violaciones a los derechos a la identidad cultural y 
autodeterminación de la comunidad, puesto que el Estado, por medio de sus instituciones 
públicas (Ministerio de Salud Pública, Ministerio de Recursos Naturales no Renovables, 
Ministerio de Justicia) no garantizó los derechos a la consulta y consentimiento establecidos 
en el artículo 57 numeral 7 de la Constitución de la República del Ecuador en relación a los 
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numerales 1, 2 y 12 del mismo artículo, y en aplicación del enfoque de diversidad cultural 
contenido en el artículo 11 numeral 2 de la Constitución. 
Igualmente, estas instituciones públicas, junto con la compañía Maxus, generaron, 
implementaron y ejecutaron una política pública de salud en el territorio Waorani sin 
garantizar los derechos a la consulta y consentimiento previos de acuerdo al artículo 57 
numeral 7 de la CRE en conexión con el artículo 11 numeral 2 de la CRE que se refiere al 
principio de no discriminación. 
El Instituto Coriell recibió muestras de ADN de la Nacionalidad Waorani sin 
demostrar su procedencia, las mantiene en su laboratorio y ha repartido a algunas 
instituciones como la Facultad de Medicina de Harvard sin generar un proceso de consulta 
para obtener el consentimiento de la nacionalidad Waorani, en aplicación del artículo 57 
numeral 7 de la CRE en conexidad con el artículo 11 numeral 2 de la CRE que se refiere al 
principio de no discriminación. 
La violación de los derechos a la consulta y consentimiento deben leerse en 
concordancia con lo establecido en el artículo 6 literal a) y numeral 2 del Convenio 169 de la 
OIT. 
Finalmente, el Estado ecuatoriano, por intermedio de sus instituciones públicas 
(Ministerio de Justicia, Ministerio de Recursos Naturales no Renovables, Presidencia de la 
República) establecieron una política económica de extracción de recursos naturales que 
implicó la colonización del territorio y de la nacionalidad Waorani, lo cual provocó la 
anulación de su derecho a la autodeterminación, limitó su derecho al territorio y afectó su 
derecho a la identidad cultural de acuerdo a los numerales 1, 2 y 12 del artículo 57 de la CRE 
en conexión con el artículo 11 numeral 2 de la CRE que se refiere al principio de no 
discriminación. 
Se recomienda que la estrategia jurídica contemple estos actos que violan los derechos 
colectivos de la nacionalidad Waorani en el contexto de la colonización y de la 
bioprospección. En consecuencia, la autoridad judicial tendrá que pronunciarse sobre estos 
actos para establecer la responsabilidad del legitimado pasivo, y para establecer las medidas 
de reparación integral necesarias y los mecanismos de no repetición efectivos para que no 
vuelvan a suceder hechos como los narrados en esta investigación. 
En ese sentido, debe implementarse una estrategia jurídica en coordinación con 
estrategias complementarias para exigir la reparación de los derechos colectivos. 
4. Sobre la estrategia jurídica y las estrategias complementarias. 
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La acción de protección es la vía efectiva para establecer la responsabilidad del 
legitimado pasivo y exigir la reparación integral por la violación de los derechos a la 
identidad cultural y autodeterminación por la falta de consulta y consentimiento en la 
adopción de la política pública de salud adoptada en territorio Waorani y la bioprospección 
que realizaron la brigada médica de Maxus a la comunidad Yawempare. 
En consecuencia, se recomienda que la acción de protección deba considerar, como 
forma de reparación la devolución del material genético, la sanción a los responsables por las 
acciones y omisiones que generaron la violación de los derechos colectivos como 
consecuencia de la bioprospección, y como consecuencia del proceso de colonización 
iniciado por el Estado ecuatoriano. 
Asimismo, debe exigir al Estado la implementación de políticas públicas mediante 
procesos de consulta y consentimiento para fortalecer la identidad cultural y 
autodeterminación de la nacionalidad Waorani. En consecuencia, el Estado debe adoptar una 
política pública para proteger el territorio y fortalecer la autodeterminación  e identidad 
cultural de los pueblos indígenas, mediante: i) la adopción de mecanismos que impidan el 
contacto forzado de las empresas petroleras, misiones religiosas, misiones médicas de 
empresas y comunidades de colonos con las comunidades Waorani o con cualquier otra 
comunidad indígena; ii) la implementación de mecanismos que fortalezcan la identidad 
cultural de las comunidades Waorani y cualquier otra comunidad indígena afectada por el 
ejercicio racista del biopoder del Estado y particulares; y iii) la adopción de mecanismos que 
garanticen los derechos a la consulta previa y consentimiento previo frente a la 
bioprospección del patrimonio genético y cultural de las comunidades Waorani y cualquier 
otra comunidad indígena. 
Se recomienda que como parte de la reparación integral el Estado implemente los 
mecanismos de no repetición efectivos para proteger a los Tagaeri y Taromenane en este 
nuevo ciclo de intervención petrolera en el Yasuní. 
También debe considerar la realización de un peritaje antropológico cultural y de 
salud dentro del establecimiento de una comisión de la verdad para conocer el genocidio 
cultural199 y etnocidio provocado en el territorio Waorani desde el contacto con las misiones 
evangélicas hasta antes de la sentencia de acción de protección. Los resultados de los estudios 
                                                 
199 Truth and Reconciliation Commission of Canada. Honouring the Truth, Reconciling for the Future. 
Summary of the Final Report of the Truth and Reconciliation of Canada. (Canada: Truth and Reconciliation 
Commission of Canada, 2015), 4 - 8. Esta Comisión considera que el genocidio cultural implica la destrucción 
de sus estructuras y prácticas que permiten a un grupo indígena continuar como grupo por medio de: i) acciones 
dedicadas a la destrucción de las instituciones políticas y sociales del grupo objetivo; ii) el sometimiento del 
territorio; iii) el desplazamiento a la fuerza de las poblaciones y iv) la restricción de movimiento de la población 
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que genere esta Comisión servirán para sancionar a los responsables y establecer medidas 
efectivas de restauración del derecho y de no repetición.  
En este contexto, la comisión de la verdad debe cumplir con el siguiente mandato: i) 
investigar y revelar el proceso de colonización al territorio Waorani que desarrolló el Estado 
ecuatoriano junto con actores religiosos como el Instituto Lingüístico de Verano y las 
empresas petroleras, de forma que se documente las violaciones al derecho a la identidad 
cultural y autodeterminación de la nacionalidad Waorani desde el primer contacto en el año 
1958; ii) establecer criterios que guíen la construcción de políticas de Estado para generar la 
reparación integral a los derechos de la nacionalidad Waorani de forma que se fortalezca su 
autodeterminación como nacionalidad indígena del Ecuador; iii) establecer criterios y 
recomendaciones para la construcción de políticas de Estado que generen mecanismos de 
prevención y no repetición de hechos similares que impliquen la violación de derechos 
colectivos como la identidad cultural y la autodeterminación; y iv) establecer criterios para 
generar las reformas legales e institucionales necesarias para la prevención y sanción de las 
violaciones a los derechos colectivos en casos similares. 
Esta comisión debe conformarse por expertos en distintas áreas de conocimiento 
relacionados a los derechos de los pueblos y nacionalidad indígenas, así como también por 
profesionales que conozcan a la nacionalidad. En ese sentido, es necesario contar cinco 
miembros: un/a jurista conocedor de los derechos colectivos, para lo cual se puede pensar en 
los ex relatores de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas como James 
Anaya; un/a antropólog/a que haya trabajado o realizado investigaciones sobre los Waorani; 
un o sociólogo/a que haya trabajado con pueblos y nacionalidades indígenas; un/a profesional 
de la salud que maneje criterios sobre los efectos de las explotaciones petroleras en los 
pueblos y nacionalidades indígenas; y un/a investigador/a que haya trabajado con la 
nacionalidad Waorani como Miguel Ángel Cabodevilla. 
Esta comisión también debe contar con un equipo interdisciplinario que facilite las 
investigaciones que deba realizar, debe tener la capacidad de entrevistar y recopilar la 
información de cualquier persona o institución pública o privada nacional o extranjera, 
practicar visitas, inspecciones o cualquier diligencia pertinente para alcanzar la verdad de los 
hechos.  
También se llega a la conclusión de que la adopción de las estrategias 
complementarias es necesaria para la efectividad de la acción de protección. En 
consecuencia, la acción de protección debe implementarse junto con otras estrategias 
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jurídicas complementarias y en coordinación con las estrategias educativa, comunicacional, 
política, social y financiera. 
En ese sentido, la coordinación y complementariedad de las estrategias debe conllevar 
el fortalecimiento para enfrentar las amenazas y superar las debilidades que se hayan 
diagnosticado y durante el proceso de exigibilidad de derechos. 
En consecuencia, la implementación de la acción de protección debe pensarse en el 
peor escenario, en el cual no se cuenta con recursos financieros, personal y tampoco con una 
red de alianzas estratégicas con organizaciones. Frente a este escenario es necesario recurrir a 
la estrategia social para lograr alianzas estratégicas para cubrir estas necesidades, y a la 
estrategia política para alcanzar que actores como la Defensoría del Pueblo de Ecuador sean 
parte de nuestros aliados para interponer la acción de protección, en virtud de que esta 
institución tiene la competencia para interponer las garantías jurisdiccionales y cuenta con 
presupuesto para cumplir con sus competencias. 
Si se logra canalizar la interposición de la acción de protección por intermedio de la 
Defensoría del Pueblo, es muy importante que se mantengan las demás estrategias 
mencionadas en esta investigación, puesto que servirán para posicionar al caso como un 
leading case.  
Finalmente se recomienda que en todo momento del litigio se garantice el diálogo 
intercultural con la nacionalidad Waorani, puesto que el resultado de esta investigación es 
una propuesta para que sirva de línea base, la cual se moverá de acuerdo a la realidad durante 
la implementación del caso, y de acuerdo al conocimiento que tienen los miembros de la 
nacionalidad Waorani que debe ser canalizado por intermedio de sus autoridades, puesto que 
son el sujeto colectivo al que se le debe reparar integralmente sus derechos a la 
autodeterminación y a la identidad cultural. 
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Anexo 1: Mapa de poder para implementar la acción de protección. 
 
 
Juez /a de 
Francisco de 
Orellana 
Oponentes 
• Ministerio de Justicia 
• Ministerio de Recursos 
Naturales no Renovables. 
• Ministerio de Salud 
Pública. 
• Ministerio de Relaciones 
Exteriores. 
• Petroecuador. 
• Procuraduría General del 
Estado. 
• Asamblea Nacional del 
Ecuador. 
• Petrolera Maxus Energy 
Co. 
• Instituto Coriell para la 
Investigación Médica. 
• Facultad de Medicina de 
Harvard. 
Aliados 
• NAWE. 
• Comunidades Bameno, 
Kiwaro y Tonanpade 
• Dr. Pablo Morales. 
• INREDH 
• Acción Ecológica. 
• Clínica de DH de la 
PUCE. 
• Red Jurídica 
Amazónica. 
• CEJIL 
• Amazon Watch 
• Fundación Alejandro 
Labaka. 
• CONAIE 
• UASB, sede Ecuador. 
• Universidad Salesiana. 
• Victoria Tauli-Corpuz y 
James Anaya. 
• Revista Vistazo 
• Hivos 
Indecisos 
• Defensoría del Pueblo 
de Ecuador. 
• SENESCYT. 
• IEPI 
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Anexo 2: Propuesta de acción de protección. 
SEÑOR/A JUEZ/A DE GARANTÍAS JURISDICCIONALES ACCIÓN DE 
PROTECCIÓN 
 
La Nacionalidad Waorani del Ecuador y la comunidad Yawempare acudimos con el 
presente escrito de acción de protección de acuerdo al artículo 88 de la Constitución de la 
República del Ecuador y artículos 40 y siguientes de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales vigente y junto a esta petición también solicitamos la adopción de medidas 
cautelares de acuerdo a los artículos 6, 10 numeral 7 y 26 de la Ley Orgánica de Garantís 
Jurisdiccionales y Control Constitucional vigente.. 
 
I. Identificación del sujeto activo de la acción de protección y el legitimado 
pasivo. 
 
1. El sujeto activo es el colectivo que demanda la violación de sus derechos colectivos: 
la comunidad Yawempare y la nacionalidad Waorani.  
2. Por otro lado, la legitimación pasiva comprende las instituciones públicas y empresas 
privadas que violaron los derechos de la comunidad Yawempare. Las instituciones públicas 
corresponden al: Ministerio de Salud Pública, Ministerio de Recursos Naturales no 
Renovables, Petroecuador, Ministerio de Justicia, Ministerio de Relaciones Exteriores y 
Procuraduría General del Estado; además, se considera las siguientes instituciones 
particulares como legitimado pasivo: compañía Petrolera Maxus Energy C.O., (en adelante 
Maxus), la Facultad de Medicina de Harvard y el Instituto Coriell para la Investigación 
Médica (en adelante Coriell). 
 
II. Identificación del hecho y política pública que violó los derechos colectivos. 
3. Los hechos sobre los cuales se solicita que se pronuncie la autoridad judicial son los 
siguientes: 
a. La brigada médica de Maxus realizó un contacto con la comunidad Yawempare en 
territorio Waorani para realizar una bioprospección con fines diferentes a los que les 
informaron, lo que se constituye en violaciones a los derechos colectivos de la 
comunidad, puesto que el Estado, por medio de sus instituciones públicas (Ministerio de 
Salud Pública, Ministerio de Recursos Naturales no Renovables, Petroecuador, 
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Ministerio de Justicia) no dispuso ninguna medida efectiva para garantizar los derechos a 
la consulta y consentimiento previo establecidos en el artículo 57 de la Constitución de la 
República del Ecuador en conexión con el artículo 11.2 de la CRE que se refiere al 
principio de no discriminación, que implica que el ejercicio de los derechos debe 
asegurar la implementación del enfoque de diversidad cultural. 
b. El Ministerio de Salud Pública junto con la compañía Maxus, crearon, implementaron 
y ejecutaron una política pública de salud en el territorio Waorani sin que se garantice los 
derechos a la consulta y consentimiento previos de acuerdo al artículo 57 de la CRE en 
conexión con el artículo 11.2 de la CRE que se refiere al principio de no discriminación, 
que implica que el ejercicio de los derechos debe asegurar la implementación del 
enfoque de diversidad cultural. 
c. Coriell recibió muestras de ácido desoxi nucleico (en adelante ―ADN‖) de la 
Nacionalidad Waorani sin demostrar su procedencia. Coriell mantiene las muestras de 
ADN en su laboratorio y ha repartido a algunas instituciones como la Facultad de 
Medicina de Harvard. Ambas instituciones particulares han realizado estas acciones sin 
generar un proceso de consulta y consentimiento previo en aplicación del artículo 57 
numeral 7 de la CRE en conexión con el artículo 11.2 de la CRE que se refiere al 
principio de no discriminación, que implica que el ejercicio de los derechos debe 
asegurar la implementación del enfoque de diversidad cultural. 
La violación de derechos en los hechos descritos también se fundamentan en el artículo 6 
literal a) y numeral 2 del Convenio 169 de la OIT, por la cual se establece que para 
proteger a la autodeterminación y a la identidad cultural de los pueblos indígenas es 
necesario que el Estado garantice los derechos a la consulta y que obtenga su 
consentimiento 
d. El Estado ecuatoriano, por intermedio de sus instituciones públicas (Ministerio de 
Justicia, Ministerio de Recursos Naturales no Renovables, y la Presidencia de la 
República) establecieron una política económica de extracción de recursos naturales que 
generó la colonización del territorio y de la nacionalidad Waorani. Este contexto provocó 
la anulación de su derecho a la autodeterminación, limitó su derecho al territorio y afectó 
su derecho a la identidad cultural de acuerdo al artículo 57 numerales 1, 2 y 12 y 
aplicando el enfoque de diversidad cultural contenido también en el artículo 11 numeral 
2 de la Constitución.  
La lectura integral de estos artículo permitirá a usted Señor/a Juez/a fundamentar su fallo 
para analizar que el ejercicio de los derechos a la consulta y consentimiento protege 
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también el derecho a la identidad cultural, las formas de organización de los pueblos y 
nacionalidades indígenas, su derecho a no ser objeto de racismo, la protección de sus 
recursos genéticos que contiene la diversidad biológica y su derecho a la 
autodeterminación. 
 
III. Antecedentes del caso de la comunidad Yawempare. 
 
4. El caso que estamos denunciando se refiere al contacto de la brigada médica de 
Maxus, con la comunidad Yawempare en territorio Waorani para realizar una bioprospección 
con fines diferentes a los que se informaron, lo se constituye en violaciones a los derechos 
colectivos de la comunidad.  
5. De estos hechos se desprende que la brigada médica no dio la información correcta 
sobre los fines que tenían en mente para realizar la bioprospección. Además, la 
bioprospección ocurrió en un contexto de colonización generado por el Estado ecuatoriano, lo 
que ha permitido la violación de los derechos colectivos de autodeterminación e identidad 
cultural de la nacionalidad Waorani. 
6. En ese sentido, es necesario establecer lo sucedido para luego definir cómo estos 
hechos constituyen violaciones a los derechos colectivos de la nacionalidad Waorani. En tal 
virtud, procederemos a describir el contacto de la brigada médica de Maxus con la 
comunidad Yawempare, luego nos referiremos a la falta de información sobre los fines de la 
bioprospección, y finalmente desarrollaremos el contexto de colonización al territorio 
Waorani dentro de la introducción de la política económica de extracción de recursos 
naturales de la Amazonía. 
 
3.1. El contacto de la brigada médica de Maxus con la comunidad Yawempare. 
7. La brigada médica de la empresa Maxus, visitó a la comunidad Yawempare para 
realizar una bioprospección, lo que consiste en obtener los fluidos sanguíneos de algunos 
individuos. Los médicos realizaron esta bioprospección a los individuos de la comunidad con 
la promesa de diagnosticar sus enfermedades y posteriormente, iniciar campañas de 
prevención y asistirles con la medicina adecuada para el tratamiento de sus enfermedades. 
8. Al respecto, Enquino y Enqueri, miembros de la comunidad Yawempare, 
manifestaron que los médicos eran de la empresa petrolera Maxus. Estos médicos tomaron 
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muestras de sangre para analizar sus enfermedades, pero hasta la fecha no conocen los 
resultados.200 
9. La bioprospección se realizó durante las operaciones de la petrolera Maxus en el 
bloque 16, cerca del lugar donde se encuentra la comunidad Yawempare durante los años 
1990 y 1991. Es de considerar que mediante decreto presidencial firmado por el entonces 
presidente Rodrigo Borja, se estableció que los Waorani tienen un territorio que comprende 
la superficie de 612.560 hectáreas, pero no tienen dominio sobre los recursos naturales no 
renovables que se encuentran en el subsuelo201. 
10. Además, los médicos de la brigada de Maxus, realizaron la bioprospección durante la 
campaña de inmunización que inició la petrolera como parte de su plan de responsabilidad 
social, sin disponer de mecanismos para garantizar el derecho a la consulta previa, libre e 
informada para obtener su consentimiento. Asimismo, estas brigadas médicas también 
tomaron contacto con otras comunidades Waorani de acuerdo al estudio que realizó la 
Secretaría Nacional de Ciencia e Investigación (en adelante ―SENESCYT‖). 
 
3.2. La falta  de información sobre la finalidad de la bioprospección. 
 
11. De los hechos también se desprende que la brigada médica informó sobre los fines de 
la bioprospección. Ellos manifestaron que la bioprospección tendría fines médicos: 
diagnosticar las enfermedades que afectaban a la comunidad, prevenir la propagación de 
enfermedades y entregar medicamentos adecuados para el tratamiento de las enfermedades. 
12. Sin embargo, la brigada médica no entregó los resultados del diagnóstico de 
enfermedades, no realizó campañas de prevención ni entregó medicamentos para el 
tratamiento de enfermedades. Incluso, de los testimonios de la comunidad se desprende que 
no conocen los resultados obtenidos de la bioprospección ni han tenido otro contacto con los 
médicos de la brigada de la empresa Maxus.202 
13. Actualmente se conoce que unas muestras de sangre de individuos Waorani se 
encuentran en posesión del laboratorio del Instituto Coriell para la Investigación Médica (en 
                                                 
200  Enquino y Enqueri brindaron su testimonio a la Defensoría del Pueblo de ecuador durante la 
asamblea que convocó el presidente de la NAWE Pedro Enquerer. 
201 Ecuador. ―Decreto Ejecutivo 552 de declaratoria de la Zona Intangible tagaeri taromenani‖ en, 
Registro Oficial No. 121 (2 de enero de 1999). Iván Narváez Q. Huaorani: mundos paralelos, mundos 
superpuestos y submundos. En La guerra del fuego. Políticas petroleras y crisis energética en América Latina. 
(Quito: FLACSO, sede Ecuador, Ministerio de Cultura del Ecuador, 2008), 272. 
202 Defensoría del Pueblo de Ecuador, Dirección Nacional de Protección. Resolución No. 008-DPE-
DINAPROT-48381-2010-EG. (Quito: Defensoría del Pueblo de Ecuador, 08 de mayo de 2012), 5. 
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adelante ―Coriell‖ o ―Laboratorio Coriell‖) en Estados Unidos de Norteamérica bajo una sola 
línea celular catalogada como GM11776; incluso se conoce que este laboratorio recibió las 
muestras de la facultad de medicina de la Universidad de Harvard en diciembre de 1991.203 
14. Además, de esta línea celular se han distribuido siete cultivos celulares y 36 muestras 
de ácido desoxi nucleico (ADN) a instituciones de ocho países: Brasil, Canadá, Alemania, 
India, Italia, Japón, Singapur y Estados Unidos entre 1994 a 2008; y además, ocho 
publicaciones científicas especializadas utilizaron la línea celular indicada.204 
15. Entonces, se desprende que la finalidad de la bioprospección fue diferente a la que 
manifestaron los médicos de la brigada de Maxus, quienes deliberadamente distribuyeron 
varias muestras de los individuos de las comunidades Waorani, y no les informaron sobre las 
transacciones que se realizaron con su ADN, los resultados obtenidos por los estudios 
científicos, y los beneficios obtenidos por las investigaciones realizadas. 
16. Asimismo, se conoce que el laboratorio Coriell tiene muestras de ADN sin el 
consentimiento de la nacionalidad Waorani, menos aún de la comunidad Yawempare, lo cual 
es considerado por los Waorani como atentatorio a su patrimonio genético. A esta conclusión 
se puede llegar porque los miembros de la nacionalidad establecieron una prohibición 
expresa de extraer muestras sanguíneas para resguardar su patrimonio genético.205 
 
3.3. Contexto de colonización del territorio Waorani: primer contacto, el 
Instituto Lingüístico de Verano y la Maxus.  
17. (En esta parte se puede colocar lo desarrollado en el los títulos 1.2 y 1.3 del Capítulo I 
de la tesis, que desarrolla el contexto de colonización del territorio Waorani desde el primer 
contacto, narra la intervención del Instituto Lingüístico de Verano y de la petrolera Maxus, y 
finalmente se refiere a la política económica en la Amazonía ecuatoriana. Este es el contexto 
en el que los médicos de la empresa Maxus realizaron la bioprospección a la comunidad 
Yawempare.)206 
                                                 
203 Ibíd.,  2, 3. Para mayor información relacionado al caso se puede revisar las resoluciones de la 
Defensoría del Pueblo de Ecuador relacionadas a este caso en los siguientes links: para el recurso de revisión:< 
http://repositorio.dpe.gob.ec/bitstream/39000/666/1/REV-024-DPE-2012.pdf >; para la resolución de la 
Dirección Nacional de Protección: < http://repositorio.dpe.gob.ec/bitstream/39000/696/1/PCA-DGT-008-
2012.pdf >. 
204 Ibíd. 
205 Ibíd., 5. 
206 Se señala entre paréntesis, porque corresponde a una sugerencia para abordar este tema. De aquí en 
adelante, lo que conste entre paréntesis corresponde a sugerencias de textos utilizados en la investigación de la 
Maestría. 
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18. Los médicos de la empresa Maxus realizaron la bioprospección en un contexto en el 
que el Estado ecuatoriano facilitó y promovió la colonización del territorio Waorani. Esta 
colonización se realizó para implementar una política económica de extracción de recursos 
naturales no renovables que se encontraban en el subsuelo de la Amazonía. 
19. Las estrategias de colonización que se implementaron produjeron afectaciones a la 
identidad cultural de las comunidades indígenas. Estas afectaciones deben observarse bajo el 
potencial libre de iniciativa cultural al que se refiere Boas; esto es, reconocer que el ser 
humano tiene una capacidad creadora, un potencial libre de iniciativa cultural; por tal motivo, 
frente a condiciones exógenas análogas adversas existen respuestas distintas, sean positivas o 
negativas que son tendientes a asegurar la continuidad de la existencia de la comunidad.207 
20. En consecuencia, los factores externos no son los que definen la identidad cultural de 
los Waorani; sin embargo, de acuerdo a los hechos se podrá observar cómo estos factores 
externos limitan la capacidad creadora de la nacionalidad porque anulan su derecho a la 
autodeterminación al limitar su dominio sobre el territorio. Para mejor comprensión, es 
necesario empezar por una línea base sobre la nacionalidad Waorani, la cual se puede obtener 
a través de los estudios antropológicos realizados hasta la actualidad, de forma que se tendrá 
un mejor entendimiento sobre la identidad cultural de la nacionalidad y las respuestas que 
culturalmente han dado frente al contacto con la sociedad ecuatoriana y que representan 
afectaciones a su identidad al estar ligadas a las dificultades que se presentan porque por la 
colonización pierden su autodetermianción y su vínculo con su territorio. 
21. (Para establecer la línea base se puede utilizar el título 1.2.1 del capítulo 1 de la tesis, 
que describe brevemente a los Waorani. Igualmente se puede utilizar el testimonio de los 
Waorani para autodeterminarse). 
22. (Para referirse al primer contacto se puede utilizar el título 1.2.2 del capítulo 1 de la 
tesis). 
Los primeros contactos pacíficos los iniciaron las misiones evangélicas desde la 
década de los años cincuenta. El primer intento de contacto conocido es el que realizron 
cinco misioneros evangélicos en 1956.208Previo a estos contactos se conocía muy poco de las 
comunidades Waorani; los habitantes amazónicos les temían porque conocían que eran 
guerreros, y la sociedad ecuatoriana los denominada aushiris, avijirias o aucas, siendo que 
                                                 
207 Franz Boas. Cuestiones Fundamentales de Antropología Cultural. Trd. Susana W. de Ferdkin. 3ra 
ed. (Buenos Aires: Ediciones Solar y Librería Hachette S.A., 1964), 9. 
208 Alex Rivas Toledo y Rommel Lara Ponce. Conservación y Petróleo en la Amazonía Ecuatoriana. 
Un acercamiento al caso huaorani. (Quito: EcoCiencia/Abya-Yala, 2001), 9, 17, 24. 
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este último es un vocablo que proviene del kichwa y que sirve para etiquetarlos como 
salvajes, feroces y sanguinarios.209 
1958 se produjo lo que se denomina el primer contacto pacífico con los Waorani, 
cuando Dayuma, Huiñami, Uminia y otras del subgrupo familiar Waorani Care – Caento, 
perteneciente al grupo parental de Guikita salieron de su comunidad a la hacienda Ila de 
Carlos Sevilla al escapar de la guerra intetribal. Dayuma conoció a Raquel Saint y Elizabeth 
Elliot, misioneras del ILV en este encuentro, y se produjo el primer intercambio cultural. Este 
contacto permitió a los/as evangélicos conocer más a los Waorani e incluso, lograron generar 
otros contactos con más individuos de las comunidades para obtener datos lingüísticos210 
23. Así inicia el proceso de civilización a los Waorani para acercarlos a la modernidad, 
con lo cual opera una fuerte aculturación para cambiar a la etnia de un Waorani salvaje a un 
Waorani civilizado, al igual que se realizó con otros pueblos y nacionalidades indígenas de la 
Amazonía ecuatoriana. 
24. Luego, el ILV estableció el protectorado Waorani en Tigüino con anuencia del Estado 
ecuatoriano para evangelizar a las comunidades indígenas. Esta acción significó un fenómeno 
de cambio cultural para los Waoranis porque consistía en una reubicación drástica a orillas 
del río, y porque implicaba la sedentarización, lo cual cambió su relación con el territorio. 
25. (Dentro del contexto también se debe abordar la economía política en la Amazonía 
ecuatoriana que se encuentra en el título 1.3 del capítulo 1 de la tesis) 
26. El Estado ecuatoriano inició el contacto con los Waorani para generar una política de 
economía de extracción de recursos naturales no renovables en el territorio amazónico, y así 
transformarlo en un territorio económicamente productivo. 
27. Maxus es parte de este contexto de intervención en el territorio Waorani, mediante la 
generación de una estrategia de pacificación para facilitar su trabajo de explotación del 
petróleo en el bloque 16 cerca de la comunidad Yawempare durante los años 1990 y 1991. 
28. Las acciones que emprende la empresa Maxus y que limitan el dominio del territorio 
Waorani y la autonomía, afectando la identidad cultural, son realizadas sistemáticamente para 
crear costumbre y dependencia de los Waorani con el modelo económico, porque recurren a 
las compañías para obtener el financiamiento para actividades como la educación, salud, 
                                                 
209 Alex Rivas Toledo y Rommel Lara Ponce. Conservación y Petróleo en la Amazonía Ecuatoriana. 
Un acercamiento al caso huaorani, 9, 17. 
210 Ibíd., 24, 29, 30. 
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transporte o para actividades personales como viajes, fiestas familiares, necesidades de 
comunicación, dinero y otras.211 
29. En consecuencia, si bien los contactos fueron pacíficos, los Waorani se enfrentaron a 
graves limitaciones a su autodeterminación y al dominio que antes tenían de su territorio, lo 
cual repercutió en su identidad cultural al aparecer fenómenos de asimilación cultural, 
aculturación, transfiguración étnica, deculturación e incluso etnocidio y genocidio cultural. 
30. En definitiva, el estado Ecuatoriano generó un contexto de colonización del territorio 
Waorani para que forme parte de la sociedad ecuatoriana. El Estado facilitó al ILV y a las 
empresas petroleras el contacto con la nacionalidad Waorani para cumplir su objetivo. Las 
estrategias que adoptaron estos actores dentro del proceso de colonización tuvieron el 
objetivo de civilizar a las comunidades para lograr su pacificación. 
31. Este proceso civilizatorio produjo cambios profundos en las instituciones sociales de 
los Waorani; sin embargo, su cultura no es estática, por lo que los cambios culturales son 
parte de su capacidad creadora como grupo humano. En este orden de ideas, el proceso 
civilizatorio por sí mismo no implica una violación al derecho a la identidad cultural, puesto 
que para que ocurra una violación es necesario que quien civiliza tenga una relación de 
dominio con el grupo humano a civilizar, lo cual en el presente caso se exterioriza cuando el 
ILV estableció una relación de dependencia y cuando la empresa Maxus tomó la posta en este 
tipo de relación, lo cual debe considerarse como una conducta paternalista y discriminatoria 
como se analizará desde un enfoque de diversidad cultural en el siguiente capítulo. 
 
3.4. Situaciones del contexto y su relación con la bioprospección que ocasionana 
las vulneraciones de los derechos a la autodeterminación e identidad cultural de los 
Waorani. 
32. (En esta parte se puede utilizar el título 2.1.1 del Capítulo 2 de la tesis, que se refiere a 
las situaciones que conllevan las vulneraciones a la autodeterminación e identidad cultural de 
la nacionalidad Waorani). 
33. A continuación se desarrollará una aproximación a los hechos principales que deben 
observarse desde un enfoque de diversidad cultural para determinar las distintas violaciones a 
los derechos colectivos en el contexto de colonización al territorio y nacionalidad Waorani 
porque constituyen parte de una conducta discriminatoria. Asimismo, debe consdierarse a la 
bioprospección como una conducta discriminatoria en relación a las violaciones a los 
                                                 
211Ibíd., 58. 
130 
 
derechos a la consulta y consentimiento, para lo cual es necesario aplicar una interpretación 
evolutiva de los derechos desde un enfoque de derechos humanos en conexidad con el 
principio de dignidad 
34. En definitiva, se desprende que las violaciones a los derechos a la consulta y 
consentimiento están conectadas a la anulación de la autodeterminación de la comunidad 
Yawempare y a la afectación a su identidad cultural, porque estas violaciones ocurren en un 
contexto de colonización que implementó el Estado ecuatoriano mediante conductas 
discriminatorias. 
35. Estas situaciones a las que se hace referencia son: 
Los sujetos y las situaciones son los siguientes: i) el gobierno ecuatoriano mantiene 
una política de colonización del territorio Waorani mediante el contacto que establecen 
actores como el ILV y las empresas petroleras para facilitar la implementación de una 
política económica tendiente a la extracción de los recursos naturales que se encuentran en el 
subsuelo del territorio Waorani; ii) la empresa petrolera Maxus, y el Ministerio de Salud 
Pública del Ecuador implementaron una política de salud en el territorio Waorani que facilitó 
la bioprospección a la comunidad Yawempare durante los años 1990 y 1991; y iii) los 
médicos que manifestaron ser de la empresa petrolera Maxus establecieron un contacto con la 
comunidad Yawempare para realizar una  bioprospección durante los años 1990 y 1991;  
36.  Cada situación conlleva la violación de los derechos a la autodeterminación e 
identidad cultural en distintos niveles y de manera continuada y sistemática porque el Estado 
no garantizó el ejercicio de los derechos a la consulta y consentimiento previo, y porque el 
Estado facilitó la creación de las condiciones para la vulneración de estos derechos al adoptar 
una conducta paternalista. Para entender los niveles en que ocurren estas vulneraciones es 
necesario analizar cada situación. 
37. La primera situación se refiere a la colonización del territorio Waorani para facilitar la 
extracción del petróleo. En este contexto el gobierno ecuatoriano genera una política de 
contacto y establece límites al dominio del territorio Waorani.  
38. En la política de contacto intervienen actores como el ILV, otras misiones religiosas y 
las mismas empresas petroleras que buscan el contacto para la pacificación del colectivo 
indígena. Cada actor estableció estrategias para contactar y pacificar a los Waorani; es decir, 
sistemáticamente lograron establecer una relación paternalista que influenció en los derechos 
a la autodeterminación e identidad cultural de los Waorani. 
39. Así, el ILV estableció un protectorado en Tigüino para conocer el idioma de los 
Waoranis y evangelizarlos. Este proceso implicó el cambio de la estructura social de las 
131 
 
comunidades de la siguiente forma: i)hicieron salir a las comunidades Waorani de su 
territorio para vivir en el protectorado, les hicieron sentir que fuera del protectorado estaba un 
mundo salvaje que debían abandonar; ii) una vez que estuvieron en el protectorado, los/as 
misioneros/as del ILV adoctrinaron a los Waorani, quienes asimilaron otras instituciones 
sociales y religiosas con el fin de que abandonen sus costumbres consideradas como salvajes; 
y iii) el adoctrinamiento incluyó la generación de una relación de dependencia con el ILV, 
quienes se convirtieron en los únicos proveedores de bienes y servicios para los Waorani, con 
ello, los desarraigaron de su territorio y su economía para adoptar una economía de mercado, 
puesto que como vivían en la selva, no es una forma adecuada según el adoctrinamiento que 
recibieron. Incluso, para asegurar el adoctrinamiento, impusieron en algunos casos los 
matrimonios con parejas kichwas, con lo que se aseguraban que no vuelvan a las costumbres 
Waorani porque les hicieron considerar que eran costumbres pecaminosas. 
40. Estas acciones sistemáticas deben considerarse como un proceso de genocidio 
cultural, equiparable al que se desarrolló en Canadá con los pueblos indígenas y que ha sido 
visibilizado mediante la Comisión de la Verdad y Reconciliación elaborado en el año 2015212 
y que puede ser objeto de un estudio más profundo desde distintas disciplinas como la 
antropología para visibilizar las afectaciones que se produjeron. 
41. Esta Comisión considera que el genocidio cultural implica la destrucción de sus 
estructuras y prácticas que permiten a un grupo indígena continuar como grupo por medio de: 
i) acciones dedicadas a la destrucción de las instituciones políticas y sociales del grupo 
objetivo; ii) el sometimiento del territorio; iii) el desplazamiento a la fuerza de las 
poblaciones y iv) la restricción de movimiento de la población213. 
42. Posteriormente, cuando los Waorani salieron del protectorado porque la vida se volvió 
insostenible por diversos factores, se encontraron con la colonización de su territorio por las 
petroleras. En ese momento se visibilizó la afectación a su derecho a la autodeterminación y 
la identidad cultural que surge por la imposición de límites al dominio sobre el territorio de 
los Waorani, y por la imposición de prácticas culturales distintas a las que practicaban porque 
                                                 
212 Truth and Reconciliation Commission of Canada. Honouring the Truth, Reconciling for the Future. 
Summary of the Final Report of the Truth and Reconciliation of Canada. (Canada: Truth and Reconciliation 
Commission of Canada, 2015), 4 - 8. En el caso de Canadá desarrollan la sistematicidad del genocidio cultural, 
que consistió en separar a los/as niños/as indígenas de sus familias para que estudien en los internados e incluso 
arreglar los matrimonios cuando salían del sistema educativo para que no regresen al ambiente de su grupo 
familiar. Esta conducta fue establecida por el gobierno de Canadá y tenía el objetivo de minimizar y debilitar los 
lazos familiares y culturales, así como introducirles a una nueva cultura, que era la cultura europea cristiana 
dominante en la sociedad canadiense. 
213 Truth and Reconciliation Commision of Canada. Honouring the Truth, Reconciling for the Future. 
Summary of the Final Report of the Truth and Reconciliation Commision of Canada, 1. 
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eran consideradas pecaminosas y el resquebrajamiento de sus instituciones políticas y 
sociales. 
43. Luego, al retirarse el ILV, las petroleras adoptaron el rol de proveedor para las 
comunidades Waorani para continuar con el sistema paternalista previamente establecido. 
Asimismo, las petroleras generaron sus planes de pacificación desde una visión paternalista 
para que los Waorani no sean un inconveniente para la extracción del petróleo.  
44. Uno de los planes de pacificación con mayor éxito fue el que estableció la empresa 
petrolera Maxus Estos planes implican mantener la economía de dependencia de las 
comunidades Waoranis, quienes empiezan a vivir alrededor de los campos petroleros para 
obtener los bienes y servicios que antes les daba el ILV. 
45. Esta estrategia implica menoscabar el derecho a la autodeterminación de la 
nacionalidad Waorani, por cuanto las comunidades no tienen el dominio sobre su territorio y 
no pueden decidir lo que se hace en él. Sin embargo, las comunidades Waorani llegan a 
acuerdos con las empresas petroleras a cambio de recibir bienes y servicios. Esta práctica les 
permite continuar en su territorio, aunque con límites a su dominio y se les permite 
desarrollar sus prácticas culturales para garantizar su continuidad histórica como colectivo 
indígena.  
46. Por otro lado, el gobierno crea un decreto ejecutivo por el cual establece el territorio 
Waorani y genera límites al dominio al establecer que su territorio no comprende los recursos 
naturales que se encuentran en el subsuelo. Con este decreto ejecutivo se anula su derecho a 
la autodeterminación al no tener el dominio de su territorio, puesto que esta limitación 
implica que la nacionalidad Waorani no puede establecer otro sistema económico que no 
implique la extracción de los recursos naturales del subsuelo. 
47. En ese sentido, en esta primera situación se ubica el contexto de colonización del 
territorio Waorani que impulsó el Estado ecuatoriano. Esta colonización provocó la anulación 
de su derecho a la autodeterminación en relación a su territorio y menoscaba su derecho a la 
identidad cultural al presentarse dificultades para generar sus prácticas culturales dentro de su 
territorio y obliga a los Waorani a llegar a acuerdos para ejercer su identidad cultural. 
48. La segunda situación que hace parte del contexto del caso, se refiere a la 
implementación de una política de salud en el territorio Waorani durante los años 1990 y 
1991 en que operó la empresa petrolera Maxus La implementación de esta política de salud 
se realizó sin que el gobierno garantice un proceso de consulta y obtenga el consentimiento 
de las comunidades. 
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49. El objetivo de esta política era garantizar la salud de las comunidades Waorani 
afectadas por enfermedades desconocidas para ellos y que fueron producto del contacto 
generado por el Estado ecuatoriano al facilitar el ingreso de las misiones religiosas y las 
empresas petroleras sin ningún mecanismo de protección. 
50. También debe expresarse que esta política de salud se implementa en un contexto en 
el que los individuos Waorani aceptan las propuestas de las petroleras y del Estado para 
obtener bienes y servicios a cambio de mantener sus prácticas culturales en los territorios que 
les han dejado vivir, como se lo mencionó en la primera situación.  
51. Finalmente, la tercera situación se refiere a la bioprospección que realizaron los 
médicos que manifestaron ser de la empresa petrolera Maxus. Estos médicos establecieron un 
contacto con la comunidad Yawempare para realizar una  bioprospección durante los años 
1990 y 1991. Esta bioprospección se da en el contexto en el que la empresa Maxus 
implementó su plan de pacificación que conllevaba la entrega de bienes y servicios para 
operar en el bloque asignado sin ningún problema. Además, dentro de las indicaciones al 
personal se observa cómo la empresa garantizó su relación con los Waorani, al indicarles a 
los trabajadores que en caso de contacto debían mencionar que son de Maxus para que las 
comunidades no les hagan daño. 
52. En ese sentido, la bioprospección ocurre en un contexto en el que el Estado 
ecuatoriano, las empresas petroleras como Maxus y el ILV han generado acciones para anular 
su autodeterminación al afectar su derecho al territorio y han menoscabado su identidad 
cultural al generar una práctica en la que los Waorani llegan a acuerdos con el Estado y las 
empresas petroleras para garantizar su continuidad histórica. 
53. Igualmente, la afectación a los derechos a la consulta y consentimiento se extiende al 
hecho de que el laboratorio Coriell en Estados Unidos posee y entrega muestras de ADN de 
los Waorani a otras instituciones y laboratorios como a la facultad de medicina de Harvard; lo 
cual también afecta el derecho a la autodeterminación de esta nacionalidad indígena al no 
poder decidir sobre el uso de su patrimonio genético obtenido mediante acciones que también 
implicaron la violación de sus derechos colectivos. 
54. En definitiva, cuando se realizó la bioprospección no se garantizó el derecho a la 
consulta ni al consentimiento; además, el consentimiento individual que la brigada médica 
pudo haber obtenido en el caso concreto debe considerarse que tiene vicios de 
consentimiento, puesto que se lo obtuvo por medio de engaños y no se consideró un enfoque 
de diversidad cultural por el cual era necesario realizar un proceso de consulta a la 
comunidad y que sea esta, de acuerdo a sus costumbres e instituciones que otorgue el 
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consentimiento. En conclusión, la bioprospección como se la realizó es racista como se 
analizará a continuación. 
 
IV. Análisis de los derechos colectivos violados: identidad cultural, 
autodeterminación, consulta y consentimiento. 
55. Los derechos que se consideran vulnerados son el de consulta y consentimiento 
previo, identidad cultural y autodeterminación. La argumentación sobre las violaciones a 
estos derechos colectivos se basa en un enfoque de derechos humanos, considerando el 
principio de dignidad para aplicar la interpretación más favorable de los derechos, y el 
enfoque de diversidad, que incluye la aplicación del principio de interculturalidad, por lo que 
lo denominaré como enfoque de diversidad cultural. 
56. La interpretación que se utiliza es una interpretación evolutiva, por cuanto la 
Constitución de la República del Ecuador debe leerse de acuerdo al contexto actual y de 
manera integral. 
57. En tal virtud, de inicio nos referiremos a la interpretación evolutiva que la autoridad 
judicial debe utilizar para entender la violación de estos derechos a la consulta y 
consentimiento, de acuerdo a un enfoque de diversidad cultural establecido en la misma 
Constitución. 
58. Posteriormente, abordaremos la situaciones que conllevan las vulneraciones de los 
derechos a la identidad cultural y autodeterminación en relación a la colonización del 
territorio Waorani, al cual, la autoridad judicial debe darle un enfoque de diversidad cultural 
para comprender la violación de estos derechos. 
59. Finalmente, abordaremos los efectos de la bioprospección inconsulta y sin 
consentimiento sobre los derechos colectivos de identidad cultural y autodeterminación de la 
comunidad Yawempare 
 
4.1. Interpretación evolutiva de los derechos colectivos a la consulta y 
consentimiento. 
60. Para referirnos a la interpretación evolutiva de los derechos colectivos a la consulta y 
consentimiento, es necesario establecer el contenido esencial de estos derechos. Luego, 
mediante la interpretación evolutiva demostraremos que estos derechos son aplicables para 
los casos de bioprospección y adopción de políticas públicas de salud en el territorio 
Waorani. 
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a. Los derechos a la consulta y consentimiento en la Constitución y el derecho 
internacional de los derechos humanos. 
61. (Para este título se utilizará la normativa nacional e internacional sobre los derechos a 
la consulta y consentimiento como derechos colectivos de los pueblos y nacionalidades 
indígenas. Se recurrirá al artículo 57 numeral 7 de la Constitución de la República del 
Ecuador, las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos del caso del Pueblo 
Indígena Kichwa de Sarayaku contra Ecuador y Saramaka contra Suriname, la Convención 
N° 169 de la OIT) 
62. (En relación al derecho al consentimiento se utilizará el pronunciamiento del Relator 
de Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas del que se desprenden las 
situaciones por las cuales los Estados tienen la obligación jurídica de obtener el 
consentimiento de los pueblos indígenas: i) en el caso que el proyecto provoque el traslado 
del pueblo o comunidad fuera de sus tierras tradicionales; y ii) en el caso que se almacene o 
vierta desechos tóxicos en las tierras del pueblo o comunidad indígena214) 
63. Del Contenido esencial de los derechos a la consulta y consentimiento se observa que 
la bioprospección del patrimonio genético de los pueblos indígenas no está considerado, 
menos si se comercialeza o patenta los resultados de la biorprospección. En ese sentido, se 
evidencia la necesidad de que la autoridad judicial aplique una interpretación evolutiva para 
proteger estos derechos en los casos de bioprospección. 
 
b. Interpretación evolutiva de los derechos a la consulta y consentimiento en 
relación a la bioprospección. 
64. Por interpretación evolutiva debe entenderse a la noción de progresividad de los 
derechos humanos para dotar de sentido y alcance a los derechos contenidos en la 
Convención Americana de Derechos Humanos. 
65. Esta interpretación tiene su base en tres criterios: i) la polisemia de los términos 
jurídicos que se emplean en la redacción de un instrumento de derechos humanos, los cuales 
tienen un significado, sentido y alcance autónomos, que no son equiparables a los que puedan 
tener en el derecho interno; ii) los instrumentos de derechos humanos son instrumentos vivos, 
por lo cual su interpretación no es rígida ni estática, puesto que deben interpretarse de 
acuerdo a la evolución de las condiciones de vida; y iii) la integración del corpus juris del 
                                                 
214  James Anaya. Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales indígenas: Promoción y protección de todos los derechos humanos, civiles, políticos, 
económicos, sociales y culturales, incluido el derecho al desarrollo. (New York: Consejo de Derechos Humanos, 
Naciones Unidas, A/HRC/12/34, 2009), párrafo 47. 
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derecho internacional de los derechos humanos, que implica que existe una integralidad que 
tiene que observarse para considerar las cuestiones a examinarse en el marco de la evolución 
de los derechos humanos en el sistema de derecho internacional.215 
66. De acuerdo a este argumento, los instrumentos del corpus juris de los derechos 
humanos son considerados como instrumentos vivos que se alimentan del contenido de otros 
instrumentos de derechos humanos; además, su interpretación debe adecuarse a los tiempos 
actuales como lo hizo la Corte Interamericana en relación al artículo 21 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, por el cual estableció que este artículo también se refiere 
al derecho a la propiedad colectiva. 
67. En el caso particular de los derechos a la consulta y consentimiento se observa que los 
intereses jurídicos a proteger son el territorio y la identidad cultural de los colectivos 
indígenas. Así, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso del Pueblo 
Saramaka es clara al establecer que la obligación de alcanzar el consentimiento surge cuando 
el proyecto de desarrollo o inversión a gran escala afecte la integridad de las tierras y los 
recursos naturales dentro del territorio colectivo216. 
68. Bajo estos parámetros, el núcleo esencial de los derechos a la consulta y 
consentimiento previo no alcanzaría para que el Estado garantice su ejercicio en los casos de 
bioprospección o de la implementación de políticas públicas de salud que les afecten 
culturalmente a los pueblos indígenas. 
69. Sin embargo, la consulta previa debe entenderse como la implementación de un 
diálogo intercultural entre dos culturas diferentes que no tienen una relación de dominio entre 
ellas; esto dentro de un Estado como el ecuatoriano que se reconoce como un Estado 
intercultural y plurinacional de acuerdo al artículo 1 de su Constitución.  
70. Bajo esta perspectiva, si el Estado no garantiza el derecho a la consulta entablará una 
relación de dominio sobre los pueblos indígenas que anulará su derecho a la 
autodeterminación, lo cual se denomina como proceso de colonización que conlleva 
conductas asistencialistas y racistas.  
71. En consecuencia, en atención a la realidad actual, el núcleo esencial del derecho a la 
consulta protege a los pueblos indígenas de las conductas racistas que anulan o menoscaban 
su derecho a la autonomía. Por tal motivo, una bioprospección o una política pública 
                                                 
215  Mario Melo. ―Últimos avances en la justiciabilidad de los derechos indígenas en el sistema 
interamericano de derechos humanos. Sur- Revista Internacional de Derechos Humanos, No. 4 (Año 3, 2006): 
33, 34. 
216 Corte IDH. Caso del Pueblo Saramaka vs. Suriname. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2007. Serie C No. 172, párrafos 16, 17. 
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impuesta no garantizan el diálogo intercultural por lo que conlleva la aplicación de conductas 
asistencialistas y racistas y por consiguiente contrarían el espíritu del Convenio 169 de la 
OIT. 
72. De esta forma, el artículo 57 numeral 7 de la Constitución del Ecuador debe leerse 
atendiendo al espíritu del Convenio 169 de la OIT y atendiendo a la evolución de las 
condiciones de vida para fortalecer la autodeterminación de los pueblos indígenas para 
impedir la realización de las acciones racistas que menoscaben su identidad cultural. 
73. En relación al derecho al consentimiento, la regla general es que su obtención es 
obligatoria por el carácter invasivo de las actividades de extracción de recursos naturales no 
renovables. al afectar el derecho al territorio y menoscabar el derecho a la identidad cultural 
de los pueblos indígenas. 
74. De acuerdo a este análisis, el núcleo esencial del derecho al consentimiento no sería 
aplicable a los casos de bioprospección y de adopción de políticas públicas dentro del 
territorio de un pueblo indígena. Sin embargo, es necesario plantear que si el Estado aplica 
únicamente el consentimiento relacionado al derecho a la salud no atiende al enfoque de 
diversidad cultural, y por ende no entabla el diálogo intercultural necesario que implica la 
garantía al ejercicio del derecho a la consulta.  
75. En tal virtud, el Estado ejerce un biopoder al permitir la bioprospección y al adoptar 
una política pública de salud  sin establecer un diálogo intercultural para obtener el 
consentimiento. El ejercicio de este biopoder es un control en las vidas de los pueblos 
indígenas, por lo que tiene un carácter invasivo en su autodeterminación y menoscaba su 
identidad cultural de acuerdo a la realidad actual que debe atender la Constitución de la 
República del Ecuador en su artículo 57 numeral 7. 
76. En ese sentido, el núcleo esencial del consentimiento debe abarcar los casos de 
bioprospección y adopción de políticas públicas dentro de los territorios de los pueblos y 
nacionalidades indígenas para atender al mejor sentido y alcance del carácter invasivo de las 
actividades realizadas en los territorios de los colectivos indígenas y para interpretar este 
derecho de acuerdo a la evolución de las condiciones de vida. 
77. Esta interpretación también se fundamenta en el principio de dignidad como cláusula 
abierta de derechos, y en atención a la interpretación más favorable del derecho contenido en 
el artículo 6 literal a) y numeral 2 del Convenio 169 de la OIT, por la cual para proteger a la 
autodeterminación y a la identidad cultural de los pueblos indígenas es necesario que el 
Estado garantice los derechos a la consulta y que obtenga su consentimiento. 
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78. En conclusión, la interpretación del artículo 57 numeral 7 de la Constitución de la 
República del Ecuador 217  debe leerse en relación al 57 numerales 1 218 , 2 219  y 12 220  y 
aplicando el enfoque de diversidad cultural contenido también en el artículo 11 numeral 2221 
de la Constitución. La lectura integral de estos artículo permitirá a las autoridades judiciales 
entender que el ejercicio de los derechos a la consulta y consentimiento protege también el 
derecho a la identidad cultural, las formas de organización de los pueblos y nacionalidades 
indígenas, su derecho a no ser objeto de racismo, la protección de sus recursos genéticos que 
contiene la diversidad biológica y su derecho a la autodeterminación. 
79. Esta interpretación atiende a la integralidad del cuerpo normativo, al significado de 
los términos jurídicos que utiliza la Constitución, a la adecuación de la interpretación en 
relación a la evolución de las condiciones de vida y a la integración del corpus juris del 
derecho internacional de los derechos humanos de acuerdo a la evolución de los derechos 
humanos en el sistema de derecho internacional. 
80. En conclusión, esta interpretación de los derechos a la consulta y consentimiento son 
las que la autoridad judicial debe utilizar para abordar el caso desde un enfoque de diversidad 
cultural y aplicando la interpretación más favorable al ejercicio de los derechos. 
81. En consecuencia, del caso concreto, en aplicación de los derechos colectivos 
analizados se desprende que la brigada médica de Maxus realizó un contacto con la 
comunidad Yawempare en territorio Waorani para realizar una bioprospección con fines 
                                                 
217 CRE. ―Art. 57.- Se reconoce y garantizará a las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades 
indígenas, de conformidad con la Constitución y con los pactos, convenios, declaraciones y demás instrumentos 
internacionales de derechos humanos, los siguientes derechos colectivos: […] 7. La consulta previa, libre e 
informada, dentro de un plazo razonable, sobre planes y programas de prospección, explotación y 
comercialización de recursos no renovables que se encuentren en sus tierras y que puedan afectarles ambiental o 
culturalmente; participar en los beneficios que esos proyectos reporten y recibir indemnizaciones por los 
prejuicios sociales, culturales y ambientales que les causen. La consulta que deban realizar las autoridades 
competentes será obligatoria y oportuna. Si no se obtuviese el consentimiento de la comunidad consultada, se 
procederá conforme a la Constitución y la ley.‖ 
218 CRE. Art. 57.1. ―Mantener, desarrollar y fortalecer libremente su identidad, sentido de pertenencia, 
tradiciones ancestrales y formas de organización social.‖ 
219 CRE. Art. 57.2. ―No ser objeto de racismo y de ninguna forma de discriminación fundada en su 
origen, identidad étnica o cultural.‖ 
220  CRE. Art. 57.12. ―Mantener, proteger y desarrollar los conocimientos colectivos; sus ciencias, 
tecnologías y saberes ancestrales; los recursos genéticos que contienen la diversidad biológica y la 
agrobiodiversidad; sus medicinas y prácticas de medicina tradicional, con inclusión del derecho a recuperar, 
promover y proteger los lugares rituales y sagrados, así como plantas, animales, minerales y ecosistemas dentro 
de sus territorios; y el conocimiento de los recursos y propiedades de la fauna y la flora.‖ 
221 CRE. Art. 11.- El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios: […] 2. Todas las 
personas son iguales y gozarán de los mismos derechos, deberes y oportunidades. / Nadie podrá ser 
discriminado por razones de etnia, […], identidad cultural, […] ni por cualquier otra distinción, personal o 
colectiva, temporal o permanente, que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce 
o ejercicio de los derechos. La ley sancionará toda forma de discriminación. / El Estado adoptará medidas de 
acción afirmativa que promuevan la igualdad real a favor de los titulares de derechos que se encuentren en 
situación de desigualdad.‖ 
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diferentes a los que se informaron, lo que constituyó en violaciones a los derechos colectivos 
a la identidad cultural y autodeterminacón de la comunidad, puesto que el Estado, por medio 
de sus instituciones públicas (Ministerio de Salud Pública, Ministerio de Recursos Naturales 
no Renovables, Ministerio de Justicia) no garantizó los derechos a la consulta y 
consentimiento previo establecidos en el artículo 57 de la Constitución de la República del 
Ecuador en relación a los numerales 1, 2 y 12 del mismo artículo, y aplicación del enfoque de 
diversidad cultural contenido en el artículo 11 numeral 2 de la Constitución. 
82. Igualmente, estas instituciones públicas, junto con la compañía Maxus, generaron, 
implementaron y ejecutaron una política pública de salud en el territorio Waorani sin 
garantizar los derechos a la consulta y consentimiento previos de acuerdo al artículo 57 de la 
CRE en conexión con el artículo 11.2 de la CRE que se refiere al principio de no 
discriminación. 
83. El Instituto Coriell recibió muestras de ADN de la Nacionalidad Waorani sin 
demostrar su procedencia, las mantiene en su laboratorio y ha repartido a algunas 
instituciones sin generar un proceso de consulta y consentimiento previo en aplicación del 
artículo 57 de la CRE en conexión con el artículo 11.2 de la CRE que se refiere al principio 
de no discriminación. 
84. La violación de los derechos a la consulta y consentimiento deben leerse en 
concordancia con lo establecido en el artículo 6 literal a) y numeral 2 del Convenio 169 de la 
OIT. 
85. Finalmente, el Estado ecuatoriano, por intermedio de sus instituciones públicas 
(Ministerio de Justicia, Ministerio de Recursos Naturales no Renovables, Presidencia de la 
República) establecieron una política económica de extracción de recursos naturales que 
implicó la colonización del territorio y de la nacionalidad Waorani, lo cual provocó la 
anulación de su derecho a la autodeterminación, limitó su derecho al territorio y afectó su 
derecho a la identidad cultural de acuerdo a los numerales 1, 2 y 12 del artículo 57 de la CRE 
en conexión con el artículo 11.2 de la CRE que se refiere al principio de no discriminación. 
86. Para exigir la reparación de las violaciones a los derechos a la consulta, 
consentimiento, identidad  cultural y autodeterminación de la comunidad Yawempare es 
necesario que usted señor/a juez/a recurra a esta interpretación evolutiva de los derechos a la 
consulta y consentimiento para definir una reparación integral a la violación de estos 
derechos y de los derechos a la identidad cultural y autodeterminación que fueron violentados 
en el contexto de colonización que se describió en los hechos. 
140 
 
87. Una reparación integral basada en este enfoque de diversidad cultural fortalecerá la 
identidad cultural y recuperar el derecho a la autodeterminación de la comunidad 
Yawempare; igualmente, la reparación debe considerar la suspensión de las acciones 
colonizadoras emprendidas en el territorio Waorani. Esto se lo analizará más adelante en el 
acápite relacionado a la reparación que solicitan los peticionarios. 
88. A continuación me referiré a los argumentos de derecho que sostienen las violaciones 
a los derechos colectivos de la nacionalidad Waorani en el contexto de la bioprospección y de 
la colonización de su territorio para implementar una política pública económica de 
extracción de recursos naturales. Esta argumentación jurídica permitirá a la autoridad judicial 
comprender las razones por las cuales la colonización del territorio Waorani y la adopción de 
una política de salud y la realización de una bioprospección realizada en la comunidad 
Yawempare son conductas racistas por no garantizar el ejercicio del derecho a la consulta 
para obtener el consentimiento. 
 
4.2. La colonización como contexto de la violación de los derechos a la identidad 
cultural y autodeterminación desde un enfoque de diversidad cultural. 
89. (En este título se utilizará la Constitución de la República del Ecuador que en su 
artículo 11 numeral 2 se refiere al principio de no discriminación como principio de 
interpretación de los derechos; y también se utilizará el concepto de discriminación que se 
desprende de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación Racial contenido en su artículo 1 numeral 1. También se utilizará el artículo 1 
numeral 4 y artículo 4 de la misma Convención Internacional sobre la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación Racial que se refiere a las medidas especiales que los Estados 
deben adoptar para asegurar el adecuado progreso de ciertos grupos raciales o étnicos o de 
ciertas personas que requieran de protección para garantizarles el disfrute de sus derechos en 
condiciones de igualdad). 
90. (Esta argumentación será utilizada para entender a la colonización como un conjunto 
de actos racistas provenientes del Estado y de las empresas privadas que afectaron los 
derechos a la identidad cultural y autodeterminación de la nacionalidad Waorani. 
Posteriormente se utilizará la doctrina relevante para precisar a lo que nos referimos como 
enfoque de diversidad cultural). 
91. (Así por ejemplo, se puede utilizar los tres elementos propios de la discriminación que 
ubica Judith Salgado en el texto Discriminación, racismo y xenofobia. Ponencia presentada 
en la Conferencia Regional ―Globalización, migración y derechos humanos‖ que organizó el 
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Programa Andino de Derechos Humanos. En este mismo texto, la autora identifica que la 
discriminación se manifiesta en sexismo, racismo, xenofobia, homofobia y también plantea 
las características que son parte de los fenómenos de discriminación)222. 
92. (También se debe citar al autor Fredy Rivera que en su artículo ―De naciones y 
racismos: Breve lectura del caso ecuatoriano‖, se refiere a las conductas paternalistas que son 
una reproducción de racismo, tienen como consecuencia la discriminación de los pueblos 
indígenas para lograr la concreción del Estado-nación)223. 
93. Así, del contexto del caso concreto se desprende que el Estado ecuatoriano dio más 
valor a la extracción del crudo del subsuelo que al respeto a la diversidad cultural de los 
Waorani y su dominio territorial; para lo cual, incentivó y permitió la colonización con varios 
actores y denominó a los Waorani como salvajes que tenían que juntarse a la sociedad 
mediante una fuerza civilizadora. Esta actitud del Estado quebrantó su identidad cultural y su 
autodeterminación que como pueblo indígena necesitan para cumplir con su plan de vida y 
estableció acciones para homologar al colectivo al resto de la sociedad ecuatoriana y 
colonizar su territorio. 
94. En definitiva, la discriminación nace de la relación de desvalorización del otro basado 
en prejuicios, estereotipos sobre una persona o un grupo de personas. Esta discriminación se 
transmite culturalmente en una lógica de dominación por mantener el poder224. Se entiende 
entonces que al denominar como aucas o salvajes a los Waorani se los encasilló en un 
estereotipo o prejuicio por el cual era necesario civilizarlos. Esto facilitó la entrada del ILV y 
otras misiones religiosas en el sentido de que era necesaria su pacificación; razón por la cual 
fue una medida discriminatoria, racista porque estuvo fundamentada en razones étnicas. 
95. En consecuencia, se observa que la política de apropiación de la Amazonía tiene que 
ser analizada bajo los tres elementos de la discriminación que identifica la autora Judith 
Salgado:  
96. i) Distinción, exclusión, restricción o preferencia: en el contexto del caso concreto 
existe una declaración de Velasco Ibarra como presidente del Ecuador, quien indica que se 
necesita una fuerza civilizadora para civilizar a los incivilizados. Se observa entonces que 
existe una distinción entre población civilizada y población incivilizada. 
                                                 
222  Judith Salgado. Discriminación, racismo y xenofobia. Ponencia presentada en la Conferencia 
regional ―Globalización, migración y derechos humanos‖, organizada por el Programa Andino de Derechos 
Humanos, PADH. (Quito: Universidad Andina Simón Bolívar, sede Ecuador, PADH, 2003), 2, 4, 19, 20. 
223 Fredy Rivera Vélez. De naciones y racismos: Breve lectura del caso ecuatoriano. En Fundación 
Regional de Asesoría en Derechos Humanos INREDH. Diversidad ¿Sinónimo de Discriminación? Serie 
Investigación # 4 (Quito: Comunicaciones INREDH, 2001), 76, 77. 
224 Ibíd. 
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97. Asimismo, tenemos que existe una política en la que se da preferencia a las 
actividades económicas de las petroleras y se minimiza a las actividades culturales que 
realizan los Waorani. Se identifica que el Estado prefiere generar ingresos en lugar de 
proteger el derecho de las comunidades Waorani al disfrute pleno de su territorio, en ese 
sentido, aunque reconoce una parte del territorio Waorani, limita su dominio al excluir de su 
territorio los recursos naturales del subsuelo, con un último objetivo de concesionar la 
explotación de estos recursos a las empresas petroleras. 
98. ii) Basada en motivos de raza, etnia, condición económica: Las dos políticas se 
basan en motivos de etnia, al tratarse de Waoranis que deben ser civilizados y que no deben 
manejar los recursos naturales del subsuelo. También existe un motivo de condición 
económica, puesto que la fuerza civilizadora quiere utilizarse para incluir a los Waorani en la 
modernidad para que gocen de una economía de mercado, considerando que su modo de vida 
es precario. 
99. iii) Que tenga por objeto o resultado anular o menoscabar el reconocimiento, 
goce o ejercicio de los derechos en condiciones de igualdad: Finalmente, estas políticas 
tuvieron como resultado la anulación y menoscabo de derechos colectivos. Así, se anuló su 
derecho al territorio al no poder utilizarlo de acuerdo a sus costumbres, lo cual también anuló 
su derecho a la autodeterminación. Se menoscabó su derecho a la identidad cultural, puesto 
que las prácticas culturales que realizan están bajo el condicionamiento de aceptar acuerdos 
con las empresas petroleras, lo cual también menoscaba su derecho a la autodeterminación. 
Además de que la colonización fue un proceso homologación con tendencia únicamente a la 
inclusión.  
100. Igualmente, con el ingreso de las petroleras se anuló su derecho al consentimiento, 
puesto que no hubo procesos de consulta previa, y en los casos que se efectuó un proceso 
similar, el consentimiento estaba viciado puesto que los acuerdos a los que se llegan son en el 
contexto en el que se ha anulado su derecho al goce al territorio. 
101. Entonces, la bioprospección realizada en el contexto de implementación de una 
política de salud también debe ser analizada como una política discriminatoria. En ese 
contexto, los médicos que realizaron la bioprospección hicieron una distinción a las 
comunidades indígenas por su condición de precariedad para manifestar que están dentro de 
una campaña para diagnosticar las enfermedades de las comunidades y brindar los 
medicamentos necesarios. 
102. Esta distinción se basó en motivos de etnia y condición económica. Primero, porque 
pertenecen a la nacionalidad Waorani y porque no tienen los recursos económicos para 
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acceder a las medicinas o incluso a exámenes médicos, entonces esto facilitaría que den su 
consentimiento en el plano del ejercicio de la salud. 
103. Además, esta medida menoscabó el ejercicio de sus derechos colectivos en 
condiciones de igualdad. No se garantizó un proceso de consulta previa para implementar una 
política de salud en las comunidades Waorani, ni se obtuvo su consentimiento para 
implementarla.  
104. Se debe considerar que a pesar de que hayan realizado procedimientos que pueden 
considerarse como efectivos para garantizar la consulta y consentimiento, existe un vicio de 
consentimiento en los acuerdos para realizar la biorprospección, puesto que con las políticas 
mencionadas anteriormente se anuló su derecho a la autodeterminación al tener que consentir 
cualquier acuerdo para continuar en posesión de sus territorios para que no se amenace su 
derecho a la identidad cultural y continuar generando sus expresiones culturales. 
105. También, esta política de salud menoscaba su derecho a la autodeterminación al no 
poder recuperar las muestras obtenidas mediante la bioprospección, y no poder ser 
beneficiarios de los réditos que ha supuesto el uso de las mismas al ser parte de su patrimonio 
cultural y biológico. 
106. Asimismo, se puede observar la presencia de ciertas características como parte del 
fenómeno de discriminación que se sostuvo durante la colonización. En el contexto del caso 
se implantó un estereotipo sobre los Waorani al considerarlos como salvajes. Este estereotipo 
se transmitió por los medios de comunicación como una verdad, incluso lo manifestó el 
entonces presidente Velasco Ibarra. Esta acción devela una idea de superioridad de la 
sociedad nacional ecuatoriana frente a los Waorani; y también implicaba una estrategia para 
lograr el dominio, manejo y control del territorio de la Amazonía, lo que se traduce en un 
manejo de poder sobre sus subordinados y se traduce en una anulación de la 
autodeterminación del pueblo indígena. 
107. Finalmente, vemos en el contexto que el proceso de pacificación iniciado por el ILV y 
las misiones religiosas, y luego continuado por las empresas petroleras se traduce en una 
manipulación a los Waorani, puesto que consideraron al sujeto discriminado como un 
instrumento para lograr un fin superior, que es la explotación petrolera. 
108. Para profundizar sobre este enfoque de diversidad cultural es necesario referirnos a las 
conductas paternalistas, las cuales, desde el criterio del autor Freddy Rivera son conductas 
racistas y con resultado discriminatorio. Este tipo de conductas fueron las que utilizaron el 
ILV, otras misiones religiosas y las compañías petroleras en la Amazonía porque buscaban la 
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homologación de los Waorani a la sociedad nacional ecuatoriana, y este tipo de conducta 
también se reprodujo al momento de la bioprospección a la comunidad Yawempare. 
109. En conclusión, de acuerdo a las normas convencionales y la Constitución de la 
República del Ecuador, el Estado ecuatoriano tiene una obligación jurídica de impedir la 
promoción de la discriminación racial o su incitación. Sin embargo, de acuerdo a lo 
observado dentro del caso concreto y el contexto en el que este ocurre, el Estado es el que 
promueve la realización de conductas paternalistas que tuvieron como objetivo la 
homologación de los Waorani a la sociedad nacional. 
110. Asimismo, se observa que el enfoque de diversidad cultural implica que el deber 
jurídico de los Estados no es únicamente garantizar la inclusión, sino garantizar el respeto a 
la diversidad y fomentarla, evitando en todo momento la homologación a una cultura modelo. 
Esto implica que toda institución pública debe adaptarse a los intereses de las personas y los 
colectivos y no de forma contraria. 
111. Finalmente se destaca que sólo el uso del enfoque de diversidad cultural dentro de un 
Estado pluricultural garantiza el diálogo intercultural necesario para el ejercicio de los 
derechos humanos en condiciones de igualdad. En consecuencia, durante la colonización del 
territorio Waorani y al realizar la bioprospección a su patrimonio genético no se garantizó 
este principio de igualdad y no discriminación, lo que implica que se aplicaron conductas 
racistas a la nacionalidad Waorani. 
 
4.3. La bioprospección inconsulta y sin consentimiento como violación de los 
derechos a la identidad cultural y autodeterminación de la comunidad Yawempare. 
 
112. En esta parte analizaremos a la bioprospección como una conducta racista, y 
posteriormente se la analizará en relación a la identidad cultural y la autodeterminación. 
 
a. La bioprospección como conducta racista. 
113. (Para definir la bioprospección se utilizará el concepto de la autora Shane Greene225, 
lo que establece el Convenio de las Naciones Unidas sobre Diversidad Biológica226. Así, por 
bioprospección se entenderá a la extracción de material genético y fluidos corporales con 
                                                 
225 Shane Greene, ―¿Pueblos indígenas S.A.? La cultura como política y propiedad‖, Revista 
Colombiana de Antropología, Volumen 42, (2006): 184-185, <www.scielo.org.co/pdf/rcan/v42/v42a07.pdf>. 
226 Asamblea General. ―Convenio de Diversidad Biológica‖. Preámbulo, y artículos 1, 3, 8 literal j, 10 
literal c. Suscrito: 09 de junio 1992. En vigor: 29 de diciembre de 1993. Ratificado por Ecuador: 23 de febrero 
de 1993. 
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fines científicos y/o comerciales y que conlleva el respeto al patrimonio genético y cultural 
de los pueblos indígenas.) 
114. (Igualmente se utilizará el criterio del autor Claudio Lorenzo, quien se refiere a los 
modelos de medicina social y las prácticas de salud colectiva que tienden a la expansión de 
ideas neoliberales en la medicina y el área de salud que se centra en el asistencialismo 
hospitalario para encontrar la cura individual mediante tecnologías duras comerciables y 
reduciendo a la medicina social a campañas vacunatorias y oferta de servicios de baja 
complejidad para las personas con escasos recursos económicos227). 
115. Es necesario considerar que la bioprospección ocurrió en un contexto de colonización 
del territorio Waorani, lo cual provocó afectaciones a las instituciones sociales del pueblo 
indígena, entre ella, la medicina ancestral. 
116. De los hechos se desprende que la bioprospección surgió como una propuesta de 
política pública de salud dentro del territorio Waorani. Esta política pública la impulsó la 
empresa Maxus junto con el Ministerio de Salud. Se observa además, que para la 
planificación, desarrollo e implementación de la política pública no intervino la nacionalidad 
Waorani, por lo que se vulneró su derecho a la consulta y consentimiento previo. 
117. Esta vulneración de derechos se constituyó en un mecanismo de control e 
interferencia directa sobre los cuerpos y las comunidades de los Waorani. A esto es lo que 
Foucault denomina como biopoder al existir un ordenamiento del espacio, una sugestión de 
comportamientos y la interferencia sobre los cuerpos mediante una gestión calculadora de la 
vida.228 
118. Esta lógica no contiene un enfoque de diversidad cultural que ubique las necesidades 
de los grupos en los que se enfocan las políticas públicas de salud, que por lo general son los 
grupos en situación de vulnerabilidad. Como consecuencia, los conocimientos de la clase 
dominante se imponen al conocimiento ancestral sobre la comprensión del proceso de salud – 
enfermedad en el caso específico de los pueblos y nacionalidades indígenas. De esta forma se 
impone la reeducación de los comportamientos y la reorganización de las demandas que 
conllevan las políticas públicas de salud implementadas, lo cual genera la relación de poder 
de quienes establecen las políticas públicas229. 
                                                 
227 Claudio Lorenzo, El sujeto en la colectividad y la colectividad en el sujeto: Desafíos para una 
bioética conectada a las formas cotidianas de vida, Módulo IV, Unidad 6. (Educación Permanente, redbioética, 
UNESCO: s/a), 3, <http://www.redbioetica-edu.com.ar>, info@redbioetica-edu.com.ar.  
228Ibíd. 
229 Ibíd., 7. 
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119. Para asegurar el enfoque de diversidad cultural en las políticas de salud es necesario 
establecer una bioética que verifique la medida en la que el individuo su subjetividad esté 
contemplada en el planeamiento de las acciones de salud que llegan a la colectividad. Esto 
implica que la política de salud debe ser una construcción social que parta desde las 
comunidades y no solo de los expertos mediante un diálogo de saberes o a lo que hemos 
denominado como diálogo intercultural para pensar una acción conjunta.230 
120. Claudio Lorenzo manifiesta que para que exista este diálogo entre comunidad y 
expertos es necesario ubicar los tres tipos de pretensión de validez, que extrae de las reglas de 
argumentación de Habermas, y que la acción propuesta atienda al principio único de 
universalización que implica la libre aceptación de la comunidad implicada: la verdad 
proposicional, precisión normativa y autenticidad del agente231. Lorenzo desarrolla  que: 
 
La verdad proposicional exigiría que al anunciar un argumento conteniendo una 
verdad de naturaleza verificable, como las verdades científicas, el agente debería dar pruebas 
de la misma. La precisión normativa exigiría que el agente demostrase que la acción propuesta 
es capaz de ser absorbida por la cultura y por las normas de conductas inherentes a las formas 
de vida cotidianas locales. La autenticidad del agente exige que le demuestre estar abierto a la 
fuerza del mejor argumento, que él no esconda intereses del grupo y que no use estrategias 
ilegítimas del lenguaje como la mentira, la ofensa o la coacción.232 
 
121.  En el caso particular de Yawempare, la empresa Maxus y el Ministerio de Salud 
Pública implementaron una política de salud sin establecer un diálogo intercultural con las 
comunidades Waorani, lo cual implica la garantía del derecho a la consulta para obtener el 
consentimiento. 
122. Luego, la brigada médica de Maxus abordó a la comunidad Yawempare mediante 
estrategias ilegítimas de lenguaje como la mentira, al manifestar que la bioprospección 
tendría como finalidad el diagnóstico de enfermedades para un tratamiento con medicinas 
efectivas para las enfermedades diagnosticadas y el establecimiento de medidas de 
prevención, lo cual no ocurrió, puesto que Yawempare no obtuvo el diagnóstico ni las 
medicinas, ni hubo campañas de prevención y las muestras de ADN fueron enviadas a 
laboratorios como Coriell; razón por la cual existe un vicio de consentimiento individual y 
una inexistencia del consentimiento de la comunidad. 
                                                 
230 Ibíd., 7, 9. 
231 Ibíd., 9 
232 Ibíd. 
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123. Esta acción que no observó el diálogo cultural de Yawempare, restó libertad a la 
comunidad para ejercer su derecho a la autodeterminación, lo que conlleva definir su 
desarrollo, evaluar y buscar su bienestar mediante el cumplimiento de los rituales de su 
cultura y otras características necesarias desde un enfoque de diversidad cultural.233  
124. En conclusión, el Estado ecuatoriano y la Maxus adoptaron una política pública de 
salud y realizaron un bioprospección, en ambos casos sin garanticar el derecho a la consulta 
para lograr el consentimiento de la nacionalidad Waorani. Con esta omisión, ejercieron un 
biopoder sobre la comunidad Yawempare, porque no se estableció un diálogo intercultural. 
125. En tal virtud, es necesario que el Estado implemente un diálogo intercultural mediante 
la garantía del derecho a la consulta para lograr el consentimiento, previo a adoptar cualquier 
política pública e iniciar la bioprospección dentro del territorio Waorani. Si el Estado 
garantiza estos derechos, logrará que sus políticas públicas que intervengan en el territorio y 
la población Waorani, tengan un enfoque de diversidad cultural para garantizar su derecho a 
la autodeterminación e identidad cultural.  
126. Solo la adopción de este enfoque garantizará un verdadero desarrollo de la comunidad 
como sujeto colectivo de derechos, mediante una participación activa en la toma de 
decisiones que puedan afectares culturalmente. Esta es la forma en la que el Estado debe 
garantizar el derecho a la salud de la nacionalidad Waorani. 
 
b. La bioprospección en relación a la identidad cultural y autodeterminación. 
127. (Utilizar el pronunciamiento de Victoria Tauli-Corpuz, actual Relatora sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas sobre los cuerpos normativos internacionales que 
protegen y garantizan los derechos al acceso de los recursos genéticos que pertenecen a los 
pueblos colectivos y los beneficios económicos de su uso, especialmente el Protocolo de 
Nagoya sobre el acceso y beneficio al uso, la Convención sobre Diversidad Biológica, el 
Tratado Internacional sobre Recursos Genéticos para la comida y agricultura, y los cuerpos 
internacionales que se refieren al tema como la Comisión sobre Recursos Genéticos para la 
comida y agricultura de la FAO y la Organización Mundial para la Salud234) 
128. (Para argumentar que la apropiación del patrimonio genético de los pueblos indígenas 
vulnera el derecho a la autodeterminación se debe utilizar el pronunciamiento de James 
                                                 
233 Ibíd., 10, 11. 
234  Victoria Tauli-Corpuz, ―Intellectual Property, Genetic Resources and Associated Traditional 
Knowledge: Indigenous and Local Community Perspectives‖, (ponencia en el Comité Intergubernamental sobre 
Propiedad Intelectual y Recursos Genéticos, Conocimiento Tradicional y Folklore, 15 al 19 de febrero, 2016), 
<http://unsr.vtaulicorpuz.org/site/index.php/es/declaraciones-comunicados/112-intellectual-property-
wipo2016>. 
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Anaya como Relator de Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas. En su 
pronunciamiento, Anaya analiza el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y las 
resoluciones del Comité de Derechos Humanos para manifestar que la autodeterminación 
implica necesariamente el derecho de los pueblos indígenas a gestionar y regular el uso de 
sus recursos genéticos235) 
129. (Para argumentar las violaciones a la identidad cultural referirse al contexto de 
colonización y las conductas paternalistas de las que la bioprospección también forma parte. 
En consecuencia, la afectación a la identidad cultural se produce por: i) la presencia de una 
política económica del Estado ecuatoriano que consideró a la Amazonía como un terreno 
baldío lleno de recursos naturales a explotar; ii) la implementación de un proceso sistemático 
de desaparición y desintegración de la nacionalidad por medio de acciones de asimilación 
cultural, aculturación, transfiguración étnica, etnocidio y deculturación; y iii) la falta de 
políticas estatales y mecanismos de protección a los pueblos y nacionalidades indígenas 
frente al contacto con las empresas petroleras, misiones religiosas y colonos, especialmente la 
adopción de mecanismos de prevención de salud). 
130. Si se observa la resolución de la Dirección Nacional de Protección de la Defensoría 
del Pueblo de Ecuador, los miembros de la comunidad Waorani continuaron con sus 
problemas de salud luego de la extracción de sus fluidos sanguíneos236. Es decir, existió un 
engaño para obtener el consentimiento individual porque la brigada médica no volvió a la 
comunidad con los resultados ni con los tratamientos médicos para sus enfermedades.  
131. Igualmente, en la investigación que elaboró la Secretaría Nacional de Ciencia e 
Investigación (en adelante ―SENESCYT‖) se evidencia que hubieron otros casos de 
extracción de fluidos sanguíneos en las comunidades Waorani, que se realizaron con la 
finalidad de diagnosticar enfermedades y brindar tratamiento médico; sin embargo, no les 
dieron los resultados médicos, ni les dieron algún tipo de tratamiento para las presuntas 
enfermedades que padecían.237 
                                                 
235  Comité Intergubernamental sobre Propiedad Intelectual y Recursos Genéticos, Conocimientos 
Tradicionales y Folclore, ―Examen técnico de algunas cuestiones esenciales de propiedad intelectual de los 
proyectos de instrumentos de la OMPI relativos a los recursos genéticos, los conocimientos tradicionales y las 
expresiones culturales tradicionales, realizado por el profesor Anaya‖, WIPO/GRTKF/IC/29/INF/10. 11 de 
enero de 2016, 3. 
236 Defensoría del Pueblo de Ecuador, Dirección Nacional de Protección. Resolución No. 008-DPE-
DINAPROT-48381-2010-EG. (Quito: Defensoría del Pueblo de Ecuador. 08 de mayo de 2012), 5, 7-9. Para 
consultar la resolución completa se puede acceder al siguiente link: < 
http://repositorio.dpe.gob.ec/bitstream/39000/696/1/PCA-DGT-008-2012.pdf >. 
237  SENESCYT, Coordinación de Saberes Ancestrales y Subsecretaría de Investigación Científica. 
―Informe preliminar técnico científico del caso ADN de los Waorani, (Quito: SENESCYT, octubre 2012), 15, 
16, 77, 100. 
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132. De la investigación de la SENESCYT se observa los efectos negativos producidos al 
derecho a la salud en la traducción de un testimonio de una mujer Waorani de 70 años 
aproximadamente de la comunidad Nemonpare. La traducción señala: 
 
R: Dice ella que antes, no ahora, antes hicieron convenio Maxus. En la comunidad 
sacaban sangre, al principio poquito y después decían tiene comunidad hepatitis, algunas 
personas. Después otro rumor vino, hay que llevar bastante sangre para ver qué hepatitis, eh, 
tiene y ya continuaron. A otra persona y a mi también sacó dice. A ella también sacó, ella 
antes estaba bien salud, fuerza tenía, muy fuerte como hombre, trabajaba. Desde ahí ya tenía 
debilidad, no podía trabajar. Hasta ahora sufro, dice ella, debilidad que tiene. Ella no sabía por 
qué idea llevan cantidad de sangre, por investigación, como doctor venía a intentar sobre que 
tienen algunos hepatitis b, c, eso. Y al final no era eso. Ahora ya no pueden venir hacer saber a 
la comunidad, Eso yo no voy a permitir hasta que yo muera, no voy a permitir esa 
experiencia.238 
 
133. Esto ocurrió como producto del contacto del personal médico enviado por la empresa 
petrolera Maxus sin control por parte del Estado ecuatoriano y con el objetivo de realizar la 
bioprospección con fines científicos. Esto también se puede observar en la traducción de la 
mujer Waorani de Nemonpare: 
 
P: ¿Y algún momento volvieron los médicos después de que les tomaron la sangre? 
R: Dice que cuando empezaron decir que tiene, llevaron montones de cantidad, pero 
en la comunidad nunca llegó saber qué medicamento, tratamiento, nada, nada, nada. Hasta 
hoy día no ha llegado tratamiento. 
 
134. Igualmente, la afectación a estos derechos colectivos de autodeterminación e 
identidad cultural se evidencia en el testimonio de la mujer de Nemonpare, cuando le 
preguntan en qué época fue que le extrajeron su sangre: 
 
P: ¿Esto fue cuando Sixto Durán Ballen Hizo convenio con la maxus, hace unos 
cuanto, 20, 25 años? 
En el 68, 68 dicen por aquí, 90 también. Ahí principalmente en Tigüeno vivían un 
grupo bastante y recién en 88, 85 por ahí o 91 regresaron en su comunidad, Bameno algunos, 
                                                 
238  SENESCYT, Coordinación de Saberes Ancestrales y Subsecretaría de Investigación Científica. 
―Informe preliminar técnico científico del caso ADN de los Waorani, 121. 
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porque Tigüeno era sitio de Waorani, estaban bastante Waorani. Llevaban bastante cantidad 
de sangre dice ella. Prueba dice. Por eso ella está enojadísima. Dice siente cuando vienen 
doctores, cuando vienen algunos doctores del ministerio ella siente gantas de matarlo, siente 
iras ella dice.239 
 
135. En definitiva, el Estado debe considerar que la bioprospección es parte de las acciones 
que provocaron graves repercusiones a la identidad colectiva de una nacionalidad indígena. 
Es en razón de este derecho que se resalta la importancia de que el Estado adopte políticas 
que protejan a los colectivos indígenas, y que dentro de estas políticas se desarrollen 
mecanismos para garantizar el derecho a la consulta y al consentimiento previo, libre e 
informado. 
136. Debemos resaltar que la identidad cultural es dinámica, sin embargo, existen procesos 
que al anular una determinada forma de identidad cultural provocan menor autonomía de los 
colectivos indígenas para decidir sobre su plan de vida. En esta medida es lo que debe 
determinarse las violaciones del derecho colectivo a la identidad cultural para definir los 
mecanismos de reparación y protección a un determinado colectivo. 
137. Por otro lado, se causan efectos a la estructura del pueblo o nacionalidad indígena 
puesto que la consulta tiene ciertos principios que deben cumplirse para su efectiva garantía y 
respeto a su identidad cultural como parte de su derecho de autodeterminación. Uno de ellos 
es el que se refiere al respeto de sus estructuras, que implica que los procesos de consulta 
deben respetar a las autoridades indígenas y sus instituciones sociales representativas.  240  
138. Debe considerarse que al no generar una consulta previa para lograr el 
consentimiento, existe una imposición que amenaza la estructura de un pueblo indígena, lo 
que repercutirá en su identidad cultural y autonomía. 
139. Asimismo, La aplicación del consentimiento informado es válida para estos casos; 
pero es necesario que exista una construcción de la causal por la cual los gobiernos tienen la 
obligación de garantizar el consentimiento previo, libre e informado en todos los casos de 
bioprospección con aplicación del principio de diversidad e interculturalidad. Esto permitirá 
proteger la identidad cultural de los pueblos indígenas al concebir al uso de los recursos 
biológicos como parte de su conocimiento ancestral que debe protegerse.  
                                                 
239  SENESCYT, Coordinación de Saberes Ancestrales y Subsecretaría de Investigación Científica. 
―Informe preliminar técnico científico del caso ADN de los Waorani, 121. 
240 Organización Internacional del Trabajo. ―C169- Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 
(núm. 169)‖, artículo 6, numeral 1, literal a. 
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140. En ese sentido, una bioprospección que se haya realizado sin el conocimiento de las 
autoridades tradicionales de un pueblo indígena no cumple con los estándares de los derechos 
a la consulta previa y consentimiento previo con un enfoque de diversidad cultural. Lo mismo 
sucede en el caso que dicha bioprospección obtenga resultados comerciales que no se le 
reconoce al pueblo indígena afectado, o se les reconoce sin haber mediado un diálogo bajo el 
estándar del derecho a la consulta previa. 
141. En consecuencia, la omisión del Estado para facilitar el ejercicio de la consulta, previo 
a la bioprospección profundizó las afectaciones a la identidad cultural de la comunidad 
Yawempare de la nacionalidad Waorani al ser una acción dentro de un paternalismo y 
racismo iniciado en un contexto de colonización de su territorio y de la población Waorani. 
 
V. Solicitud de medidas cautelares para la devolución del ADN en posesión de 
Coriell y la Facultad de Medicina de Harvar. 
142. De acuerdo a los artículos 6 y 26 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional, las medidas cautelares tienen la finalidad de prevenir, impedir, 
interrumpir, evitar o cesar la amenaza o la violación de un derecho reconocido en la 
Constitución y en los instrumentos internacionales sobre derechos humanos. 
143. Asimismo, el artículo 10 numeral 7 del mismo texto legal establece que dentro del 
contenido de la demanda de garantía se podrá solicitar las medidas cautelares que se creyere 
oportuno. 
144. Las medidas cautelares, cuando el juez o jueza lo considere oportuno deberá 
ordenarlas en la calificación de la demanda de la garantía jurisdiccional, de acuerdo al 
artículo 13 numeral 5 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional. 
145. El artículo 27 de la misma Ley establece que las medidas cautelares proceden cuando 
―[…] un hecho por parte de cualquier persona […] amenace de modo inminente y grave con 
violar un derecho o viole un derecho.‖ La gravedad se considera cuando el hecho ―[…] pueda 
ocasionar daños irreversibles o por la intensidad o frecuencia de la violación‖ de acuerdo al 
segundo inciso del mismo artículo 27. 
146. En este sentido, la autoridad judicial podrá observar que el hecho de que Coriell y la 
Facultad de Medicina de Harvard conserven el ADN de la nacionalidad Waorani sin 
garantizar el derecho a la consulta para obtener el consentimiento de la nacionalidad, es un 
hecho que ocasiona daños irreversibles en la autonomía e identidad cultural; razón por la cual 
debe suspenderse esta acción. 
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147. En consecuencia, es razonable que la obligatoriedad del consentimiento sea una regla 
general porque garantiza la autodeterminación de los pueblos indígenas frente a actividades 
que afecten sus derechos, especialmente en acciones de carácter invasivo como la extracción 
de los recursos naturales cuando se lo realiza a escala industrial, y dentro del territorio 
colectivo. 241  Asimismo, como la bioprospección es invasiva el consentimiento debe ser 
obligatorio. La aplicación de esta regla general de obligatoriedad del consentimiento generará 
una protección al derecho a la autodeterminación de los pueblos indígenas en procesos de 
bioprospección, especialmente cuando es impuesta por engaños o a la fuerza como se 
evidencia en el caso en estudio. Por esta razón, el Estado debe generar los mecanismos para 
garantizar el ejercicio del consentimiento en los casos de bioprospección. 
148. Por tal motivo, solicitamos que usted, como autoridad judicial disponga a Coriell y a 
la Facultad de Medicina de Harvard la devolución de las muestras de ADN que se encuentran 
en su posesión con el fin de evitar un daño irreversible en los derechos a la autonomía e 
identidad cultural de la nacionalidad Waorani. 
 
VI. Solicitud y Reparación integral que solicitan los peticionarios. 
149. Con los argumentos presentados solicitamos usted señor/a juez/a declare la violación 
de los derechos a la consulta, consentimiento, identidad cultural y autodeterminación 
establecidos en la el artículo 57 numeral 1,2, 7 y 12 de la Constitución de la República del 
Ecuador y en conexión con el artículo 11 numeral 2 del mismo texto constitucional 
150. Como parte de la reparación integral solicitamos a la autoridad judicial: 
1. Que la sentencia sea publicada en la página web institucional de. 
2. Que las máximas autoridades de las instituciones responsables realicen un acto de 
reconocimiento de responsabilidad público, el cual deberá ser generado en consulta y 
consentimiento de las autoridades de la nacionalidad Waorani y de la comunidad 
Yawempare. 
3. Que la Asamblea Nacional del Ecuador tramite una Ley Orgánica de Consulta y 
Consentimiento del artículo 57 numeral 7 de la Constitución que contenga la interpretación 
evolutiva generada en esta sentencia. 
4. Que el Ministerio de Salud Pública genere una política pública de salud para la 
nacionalidad Waorani en consulta para obtener el consentimiento de la nacionalidad 
conforme los estándares propuestos en la presente sentencia. 
                                                 
241 Naciones Unidas, Asamblea General, Informe del Relator Especial sobre los derechos de los pueblos 
indígenas, James Anaya. Las industrias extractivas y los pueblos indígenas, párr. 28. 
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5. Que las instituciones públicas competentes, como el Ministerio de Justicia y el 
Ministerio de Recursos Naturales no Renovables adopten los mecanismos necesarios y 
efectivos para garantizar la no repetición de estos hechos, de forma que se proteja a la 
comunidad Yawempare, a otras comunidades Waorani e incluso a los pueblos no contactados 
como los Tagaeri y Taromenane frente a hechos similares. Para que estos mecanismos sean 
efectivos deben realizarse mediante procesos que garanticen la consulta y el consentimiento 
de las comunidades Waorani. 
6. Que el Ministerio de Justicia genere la creación de una comisión de la verdad con el 
objeto de determinar los hechos que violaron los derechos a la autodeterminación e identidad 
cultural de la nacionalidad Waorani, en el contexto de colonización que emprendió el Estado 
para implementar la política económica de extracción de recursos naturales en el territorio 
Waorani. Dentro de la misión de esta comisión debe ser la de obtener un informe 
antropológico cultural y de salud que detalle las violaciones de derechos colectivos que sufrió 
la nacionalidad Waorani durante el proceso de colonización. 
 
VII. Declaración jurada. 
151. Declaramos que no hemos interpuesto otra acción de la misma naturaleza por los 
mismos hechos y las mismas personas. 
VIII. Documentos de prueba. 
1. Peritaje antropológico y de salud de la comunidad Yawempare y de la nacionalidad 
Waorani para demostrar las afectaciones a la autodeterminación e identidad cultural por la 
bioprospección realizada en el contexto de colonización. 
2. Testimonios de Waoranis a quienes se les realizó la bioprospección. 
3. Estudio del SENESCYT sobre la bioprospección en el territorio Waorani. 
4. Investigaciones antropológicas a la nacionalidad Waorani. 
5. Expediente defensorial del caso Waorani. 
IX. Citación y notificaciones. 
152. Al Ministro/a de Justicia se le citará en la Av. Colón entre Diego de Almagro y Reina 
Victoria, Quito-Ecuador. 
153. Al Ministro/a de Recursos Naturales no Renovables se le citará en Alpallana E8-86 y 
Av. 6 de Diciembre, Quito-Ecuador. 
154. A Petroecuador se lo citará en Alpallana y Av. 6 de Diciembre, Quito-Ecuador. 
155. Al Ministro/a de Salud se le citará en la Av. República del Salvador 36-64 y Suecia, 
Quito-Ecuador. 
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156. En relación a Maxus, se citará al representante de YPF que compró la empresa242, y se 
le citará en Macacha Güemes 515, ciudad de Buenos Aires, Argentina. Teléfono (011) 5441-
0000 
157. Al representante de Coriell se le citará en 403 Haddon Avenue Camden, New Jersey 
08103. Teléfonos (856)966-7377; (856)964-0254 
158. Al representante de la Facultad de Medicina de Harvard se le citará en Harvar 
Medical School 25 Shattuck Street Boston, MA 02115. 
159. Por mandato de la Ley Orgánica de la Procuraduría General del Estado, deberá 
contarse en la presente causa con el señor Procurador General del Estado, a quien se le 
notificará en la Av. Amazonas N39 y Arizaga. 
 
X. Firmas de los peticionarios. 
  
 
                                                 
242 http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-310951 
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Anexo 3: Gráfico 1: Mapa de división política del Ecuador. 
 
 
Elaborado por: Instituto Geográfico Militar de Ecuador.243 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                 
243  Se encuentra disponible en: 
<http://www.igm.gob.ec/work/index.php?option=com_content&view=article&id=84%3Amapa-del-ecuador-
uso-escolar-escala-14000000&catid=41&Itemid=100> 
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Anexo 4: Gráfico 2: Mapa de la provincia de Orellana 
 
Elaborado por: Instituto Geográfico Militar de Ecuador.244 
                                                 
244  Se encuentra disponible en: 
<http://www.geoportaligm.gob.ec/portal/index.php/descargas/geoinformacion/mapas-tematicos-provinciales/> 
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Anexo 5: Gráfico 3: Mapa de la provincia de Pastaza. 
 
Elaborado por: Instituto Geográfico Militar de Ecuador.245 
                                                 
245  Disponible en: 
<http://www.geoportaligm.gob.ec/portal/index.php/descargas/geoinformacion/mapas-tematicos-provinciales/> 
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Anexo 6: Gráfico 4: Mapa de la provincia de Sucumbíos. 
 
 
Elaborado por: Instituto Geográfico Militar de Ecuador.246 
                                                 
246  Disponible en: 
<http://www.geoportaligm.gob.ec/portal/index.php/descargas/geoinformacion/mapas-tematicos-provinciales/> 
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Anexo 7: Informe de la SENESCYT
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